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I. ASISTENCIA
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NOMBRE
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Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
PS
VII
37

Alvarado Andrade, Claudio
UDI
X
58

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro
RN
VII
38

Álvarez Zenteno, Rodrigo
UDI
XII
60

Allende Bussi, Isabel
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PDC
II
4

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Bayo Veloso, Francisco
RN
IX
48

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Bustos Ramírez, Juan
PS
V
12

Caraball Martínez, Eliana
PDC
RM
27

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo Vidaurrazaga, Patricio
PDC
V
11

Correa De la Cerda, Sergio
UDI
VII
36

Cristi Marfil, María Angélica
IND-UDI
RM
24

Cubillos Sigall, Marcela
UDI
RM
21

Díaz Del Río, Eduardo
UDI
IX
51

Dittborn Cordua, Julio
UDI
RM
23

Egaña Respaldiza, Andrés
UDI
VIII
44

Encina Moriamez, Francisco
PS
IV
8

Errázuriz Eguiguren, Maximiano
RN
RM
29

Escalona Medina, Camilo
PS
VIII
46

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Forni Lobos, Marcelo
UDI
V
11

Galilea Carrillo, Pablo
RN
XI
59

Galilea Vidaurre, José Antonio
RN
IX
49

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

Girardi Lavín, Guido
PPD
RM
18

González Román, Rosa
UDI
I
1

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Guzmán Mena, Pía
RN
RM
23

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hidalgo González, Carlos
IND-RN
V
15

Ibáñez Santa María, Gonzalo
UDI
V
14

Ibáñez Soto, Carmen
RN
V
13

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
X
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jeame Barrueto, Víctor
PPD
VIII
43

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kuschel Silva, Carlos Ignacio
RN
X
57

Leal Labrín, Antonio
PPD
III
5

Leay Morán, Cristián
UDI
RM
19

Letelier Morel, Juan Pablo
PS
VI
33

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VIII
42

Longton Guerrero, Arturo
RN
V
12

Longueira Montes, Pablo
UDI
RM
17

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Luksic Sandoval, Zarko
PDC
RM
16

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Masferrer Pellizzari, Juan
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Mella Gajardo, María Eugenia
PDC
V
10

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Sanhueza, Darío
UDI
IV
9

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
VIII
42

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Mulet Martínez, Jaime
PDC
III
6

Muñoz Aburto, Pedro
PS
XII
60

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Navarro Brain, Alejandro
PS
VIII
45

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Olivares Zepeda, Carlos
PDC
RM
18

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Palma Flores, Osvaldo
RN
VII
39

Paya Mira, Darío
UDI
RM
28

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lobos, Aníbal
PPD
VI
35

Pérez Opazo, Ramón
IND-UDI
I
2

Pérez San Martín, Lily
RN
RM
26

Pérez Varela, Víctor
UDI
VIII
47

Prieto Lorca, Pablo
IND-UDI
VII
37

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Riveros Marín, Edgardo
PDC
RM
30

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rossi Ciocca, Fulvio
PS
I
2

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Salas De la Fuente, Edmundo
PDC
VIII
45

Sánchez Grunert, Leopoldo
PPD
XI
59

Seguel Molina, Rodolfo
PDC
RM
28

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PDC
VI
34

Silva Ortiz, Exequiel
PDC
X
53

Soto González, Laura
PPD
V
13

Tapia Martínez, Boris
PDC
VII
36

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Tohá Morales, Carolina
PPD
RM
22

Tuma Zedan, Eugenio
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Uriarte Herrera, Gonzalo
UDI
RM
31

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Valenzuela Van Treek, Esteban
PPD
VI
32

Varela Herrera, Mario
UDI
RM
20

Vargas Lyng, Alfonso
RN
V
10

Venegas Rubio, Samuel
PRSD
V
15

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
RN
III
5

Villouta Concha, Edmundo
PDC
IX
48

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
X
54

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
8


-Con permiso constitucional no estuvieron presentes los diputados señores Waldo Mora, Iván Paredes, Jaime Quintana y Eduardo Saffirio.


-Asistieron, además, los ministros del Interior, don José Miguel Insulza; de Relaciones Exteriores, don Ignacio Walker; de Hacienda, don Nicolás Eyzaguirre; de Minería, don 
Alfonso Dulanto, y de la Secretaría General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff.-




II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 15.13 horas.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
El acta de la sesión 73ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 74ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Ofrezco la palabra sobre la Cuenta.


Tiene la palabra el diputado señor 
Errázuriz.


El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, hay un error en el punto 4 de la Cuenta, porque el proyecto de ley que en él se menciona fue presentado por los diputados Carlos Hidalgo y quien habla, y no por el diputado Víctor Barrueto. Por ello, pido que se haga la corrección.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Se tendrá presente lo dicho por su señoría y se hará la corrección, si así correspondiere.


PERMISO CONSTITUCIONAL.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Si le parece a la Sala, se accederá al permiso constitucional solicitado por el diputado señor Esteban Valenzuela para ausentarse del país, por un plazo superior a treinta días, a contar del 19 de mayo de 2005, para dirigirse a Brasil.


¿Habría acuerdo?


Acordado.

ENVÍO DE PROYECTOS A COMISIONES.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Informo a los señores diputados que se ha solicitado enviar a la Comisión de Minería y Energía el proyecto que rebaja el impuesto al gas, por cuanto fue objeto de algunas modificaciones en el Senado, y ponerlo en tabla la tercera semana de junio próximo. 


Tiene la palabra el diputado señor Leay.


El señor LEAY.- Señor Presidente, el proyecto fue despachado hace mucho tiempo por la Cámara de Diputados y, si bien es cierto tiene gran urgencia, es recomendable enviarlo a comisión para un exhaustivo estudio, porque a las personas que invirtieron para cambiar su vehículo de bencina a gas, fundamentalmente propietarios de taxis o de taxis colectivos, se les prometió una disminución del impuesto. La rebaja que establece la iniciativa es sustancial, pues el impuesto bajará de 45 UTM a 19,26 UTM al año, medida que favorecerá a todos los propietarios de dichos vehículos, salvo a los de la Duodécima Región.


Muchas personas no han sacado el permiso de circulación de sus vehículos en espera de la aplicación de la ley porque no dispone de los recursos para hacerlo. Existe bastante premura para aprobar el proyecto, ya que, de acuerdo con lo que establece la ley de Tránsito, a las personas que por segunda vez no obtengan su permiso de circulación se les caducará su licencia.


Estoy dispuesto a acceder a la proposición de su señoría, en el sentido de enviar el proyecto a la Comisión de Minería y Energía, siempre que exista el compromiso de que luego de las dos semanas distritales sea visto con urgencia, a fin de despacharlo y así corregir la situación que afectará a la Duodécima Región.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, adhiero a lo planteado por el diputado señor Leay, en el sentido de que una vez conocido por la Comisión de Minería y Energía esta Sala, a fin de no postergarlo nuevamente, lo trate hasta su total despacho.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para enviar el proyecto a la Comisión de Minería y Energía, con el compromiso de que a la vuelta de las semanas distritales sea tratado por la Sala hasta su total despacho?


Acordado.


Tiene la palabra la diputada señora Ximena Vidal.


La señora VIDAL (doña Ximena).- 
Señor Presidente, solicito que el proyecto iniciado en moción, que regula los parques de entretención y establece responsabilidad por los defectos y negligencias en su operación, que presenté junto a otros diputados, se envíe a la Comisión de Gobierno Interior en vez de la Comisión de Familia.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Si le parece a la Sala, así se procederá.


Acordado.


Cito a reunión de jefes de comités parlamentarios.


Se suspende la sesión. 


-Transcurrido el tiempo de suspensión:


El señor ASCENCIO (Presidente).- Continúa la sesión.


Informo a la Sala que la discusión de las reformas constitucionales comenzará después de las 16.00 horas, cuando todos los señores diputados tengan el informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara.


En cuanto a los otros dos proyectos, tanto el que rebaja el impuesto al gas como el de ro​yalty minero, no podemos estudiarlos todavía, porque tienen que ser despachados por el Se​nado, que recién comenzó a discutirlos.


Tiene la palabra el diputado señor Aguiló.


El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, hay una sugerencia para tratar en Fácil Despacho un proyecto de ley de un solo artículo, aprobado en la Comisión de Derechos Humanos.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
No hubo unanimidad de parte de los jefes de los comités parlamentarios para ello, señor diputado.


Se suspende la sesión.


-Transcurrido el tiempo de suspensión:

V. ORDEN DEL DÍA

REFORMAS A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA. Segundo trámite constitucional.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Continúa la sesión.


Corresponde tratar, en segundo trámite constitucional y segundo reglamentario, el proyecto de reforma constitucional, originado en moción, que modifica la aprobación de los tratados internacionales, la integración y funciones del Tribunal Constitucional y otras materias que indica.


Diputado informante de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia es el señor Guillermo Ceroni.


Antecedentes:


-Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, boletín Nº 2526-07 (S). Documentos de la cuenta 
Nº 5, de esta sesión.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Ceroni.


El señor CERONI.- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, paso a informar, en segundo trámite constitucional y segundo reglamentario, sobre el proyecto de ley de reformas a la Constitución Política.


Después de una ardua discusión y de un intenso estudio de la Comisión, que duró casi tres meses, se ha llegado al siguiente informe que se presenta a esta Sala.


En el Capítulo I de la Constitución Política, “Bases de la Institucionalidad”, se modifica el artículo 1º en los siguientes términos:


Se intercala el siguiente inciso tercero, nuevo: “La Nación chilena es una e indivisible.”.


Luego, se sustituye el inciso sexto, que pasa a ser séptimo, por el siguiente: “Es deber del Estado resguardar la seguridad de la Nación, dar protección a la población y a la familia, propender al fortalecimiento de ésta, promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación y asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional. Especialmente, la ley garantizará el derecho a conservar, desarrollar y fortalecer la identidad, idiomas, instituciones y tradiciones espirituales, sociales y culturales de los pueblos indígenas que forman parte de la Nación chilena.”.


De esta forma, la Comisión quiso satisfacer la inquietud existente respecto de los pueblos indígenas, estableciendo dicho inciso en la Constitución de manera muy clara.


Por otra parte, considerando la importancia de la regionalización y la necesidad de promoverla y fomentarla, se sustituye el artículo 3º por el siguiente: “La administración del Estado será funcional y territorialmente descentralizada, o desconcentrada en su caso, de conformidad a la ley.


“Los órganos del Estado promoverán el fortalecimiento de la regionalización del país y el desarrollo equitativo y solidario entre las regiones, provincias y comunas del territorio nacional.”.


Cabe señalar que los incisos introducidos en los artículos 1º y 3º, no corresponden a modificaciones del Senado, sino a indicaciones hechas por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados.


Posteriormente, se incorpora el siguiente artículo 8º, nuevo, que consagra y fortalece el principio de probidad:


“Artículo 8º.- El ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones. 


“Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen. Sin embargo, sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.”.


La publicidad es básica en todos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, igual que la probidad de quienes participan en el ejercicio de la función pública.


En el Capítulo II, “Nacionalidad y Ciudadanía”, se sustituye el número 3º del 
artículo 10, por el siguiente: “Los hijos de padre o madre chilenos, nacidos en territorio extranjero. Con todo, se requerirá que alguno de sus ascendientes en línea recta de primer o segundo grado haya adquirido la nacionalidad chilena en virtud de lo establecido en los números 1º,4º y 5º.” Es decir, casos de quienes obtienen en el actual texto de nacionalidad en conformidad a la ley.


Asimismo, se reemplaza el número 4º, eliminándose la exigencia de renunciar a la nacionalidad anterior para adquirir la chilena. Ahora, no se exigirá a los extranjeros que renuncien a la suya para obtener la carta de nacionalización en conformidad a la ley.


Respecto del artículo 11, que se refiere a las causas por las cuales se pierde la nacionalidad chilena, se establece claramente que se pierde: “Por renuncia voluntaria manifestada ante autoridad chilena competente. Esta renuncia sólo producirá efectos si la persona, previamente, se ha nacionalizado en país extranjero;”. De esta manera, no se deja a nadie sin nacionalidad.


En relación con quienes tienen la calidad de ciudadanos, a que se refiere el artículo 13, se agregó el siguiente inciso tercero, nuevo: “Tratándose de los chilenos a que se refiere los números 3º y 5º del artículo 10, el ejercicio de los derechos que les confiere la ciudadanía estará sujeto a que hubieren estado avecindados en Chile por más de un año.”. Es decir, los hijos de padre o madre chilenos nacidos en territorio extranjero y los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley deben haber estado avecindados en Chile por más de un año.


Por otra parte, los nacionalizados en conformidad al número 4º, es decir, los extranjeros que obtuvieren la carta de nacionalización en conformidad a la ley, pueden optar a cargos públicos de elección popular sólo después de cinco años de estar en posesión de ella.


Con respecto a la suspensión del derecho de sufragio a que se refiere el artículo 16, en el número 2º se restituye la expresión “procesada” por “sujeta a prisión preventiva”, a fin de adecuar la Constitución a la reforma procesal penal.


A continuación, se agregó un inciso tercero al artículo 18 que no se encuentra entre las proposiciones del Senado, y que se refiere al sistema proporcional, tema muy importante que ha salido a la discusión pública y que también se ha tratado en la Cámara de Diputados. Tal inciso dispone: “En las elecciones de diputados y de senadores se empleará un procedimiento que dé por resultado una efectiva proporcionalidad en la representación popular, así como una adecuada representación de las regiones del país.”.


Quienes presentamos la indicación consideramos que no contraviene el espíritu del acuerdo político con el Senado, y señala claramente que será una ley orgánica constitucional la que establecerá el procedimiento para la elección de los senadores. Es un principio que se consagra en la Constitución, que se refiere a la proporcionalidad que debe existir en la elección de los parlamentarios y a la adecuada representación de las regiones.


En el número 2º del artículo 19, capítulo III, “De los Derechos y Deberes Constitucionales”, se agrega el siguiente párrafo final: “La ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.”.


Este texto, que no estaba en el proyecto aprobado por el Senado, fue propuesto íntegramente por la Comisión.


Por otra parte, se sustituye el párrafo segundo del número 4º del artículo 19. Recordemos que dicho número consagra el respeto y la protección a la vida privada y pública y a la honra de la persona y de su familia. Su inciso segundo, establece: “La infracción de este precepto, cometida a través de un medio de comunicación social, y que consistiere en la imputación de un hecho o acto falso, o que cause injustificadamente daño o descrédito a una persona o a su familia, será constitutiva de delito....”, etcétera.


Pues bien, este párrafo fue derogado expresamente por el Senado. Por su parte, nuestra Comisión sustituyó dicho párrafo por el siguiente: “La ley establecerá un sistema integral y efectivo de protección de estos derechos. Dicha ley podrá establecer la responsabilidad solidaria de los dueños de los medios de comunicación por las indemnizaciones que procedan.”.


La norma se refiere al respeto y protección a la vida privada del artículo 19


A continuación, en la letra f) del número 7º, se reemplaza la expresión “inculpado” por “imputado o acusado”, para adecuarla a la reforma procesal penal.


En el número 16º del mismo precepto se incluye un inciso nuevo relativo a los colegios profesionales, en los siguientes términos: “Los colegios profesionales constituidos en conformidad a la ley y que digan relación a tales profesiones, estarán facultados para conocer de las reclamaciones que se interpongan sobre la conducta ética de sus miembros. Contra sus resoluciones podrá apelarse ante la Corte de Apelaciones respectiva. Los profesionales no asociados serán juzgados por los tribunales especiales establecidos en la ley.”.


Recordemos que esto no estaba considerado en el actual texto constitucional, razón por la cual siempre se ha hecho notar la carencia de facultades de los colegios profesionales para sancionar las faltas a la ética de sus asociados. Por eso incorporamos esta disposición, sin perjuicio de los reclamos que se puedan hacer ante las cortes de apelaciones.


En el artículo 25 del Capítulo IV, “Gobierno”, se sustituyen sus incisos primero y segundo. El primero dispone: “Para ser elegido Presidente de la República se requiere tener la nacionalidad chilena de acuerdo a lo dispuesto en los números 1º, 2º y 3º del 
artículo 10, tener cumplidos treinta y cinco años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio.”.


Esto es interesante, porque hoy la Constitución exige haber nacido en el territorio nacional. Ahora ya no será necesario haber nacido en el territorio nacional; bastará tener la nacionalidad chilena de acuerdo con lo dispuesto en los números 1º, 2º y 3º del artículo 10. Es decir, puede ser hijo de padre o madre chilenos nacido en el extranjero. 


El nuevo inciso segundo dispone: “El Presidente de la República durará en el ejercicio de sus funciones por el término de cuatro años y no podrá ser reelegido para el período siguiente.” Éste es uno de los acuerdos más importantes logrados con el Senado. 


En el inciso primero del artículo 26 se agrega la oración siguiente:


“La elección se efectuará conjuntamente con la de parlamentarios, en la forma en que lo determine la ley orgánica constitucional respectiva, noventa días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones.”.


Luego se agregan los incisos cuarto y quinto, relacionados con el procedimiento a seguir en caso de muerte de un candidato a la presidencia. 


El inciso cuarto dispone: “En caso de muerte de uno o de ambos candidatos a que se refiere el inciso segundo, el Presidente de la República convocará a una nueva elección en el plazo de treinta días, contado desde la fecha del deceso. La elección se celebrará el domingo más cercano al nonagésimo día posterior a la convocatoria.”.


Por su parte el inciso quinto establece: “Si expirase el mandato del Presidente de la República en ejercicio antes de la fecha de asunción del Presidente que se elija en conformidad al inciso anterior, se aplicará, en lo pertinente, la norma contenida en el inciso primero del artículo 28.”. 


En el artículo 28 se sustituye el inciso primero por el siguiente: “Si el Presidente electo se hallare impedido para tomar posesión del cargo, asumirá, mientras tanto, con el título de Vicepresidente de la República, el Presidente del Senado; a falta de éste, el Presidente de la Cámara de Diputados, y la falta de éste, el Presidente de la Corte Suprema.”. 


La diferencia con el texto aprobado por el Senado, el de la Comisión agrega al Presidente de la Cámara de Diputados, que no estaba considerado. 


El artículo 29, que fue sustituido, establece que el Presidente de la República, en caso de impedimento temporal, será subrogado, con el título de Vicepresidente de la República, por el ministro titular a quien corresponda de acuerdo con el orden de precedencia legal; a falta de éste, por el ministro titular que siga en ese orden de precedencia y, a falta de todos ellos, por Presidente del Senado, el Presidente de la Cámara de Diputados y el Presidente de la Corte Suprema, cuestión que tampoco estaba establecida en el texto aprobado por el Senado. 


En cuanto a la vacancia del cargo de Presidente de la República, el nuevo artículo 29 dispone en el inciso tercero lo siguiente: “Si la vacancia se produjere faltando menos de dos años para la próxima elección presidencial, el Presidente será elegido por el Congreso Pleno por la mayoría absoluta de los senadores y diputados en ejercicio. La elección por el Congreso será hecha dentro de los diez días siguientes a la fecha de la vacancia y el elegido asumirá su cargo dentro de los treinta días siguientes.”.


Continúa el inciso cuarto: “Si la vacancia se produjere faltando dos años o más para la próxima elección presidencial, el Vicepresidente, dentro de los diez primeros días de su mandato, convocará a los ciudadanos a elección presidencial para el sexagésimo día después de la convocatoria. El Presidente que resulte elegido asumirá su cargo el décimo día después de su proclamación.”. 


Por otra parte, se elimina la atribución del Presidente de convocar a legislaturas extraordinaria y ordinaria, puesto que ahora habrá un solo tipo de legislatura. Esto se enmarca en las atribuciones especiales del Presidente de la República a que se refiere el artículo 32. Asimismo, se suprime toda mención a los senadores vitalicios y a los senadores designados, en virtud de la supresión del inciso cuarto del artículo 30. 


En lo relativo a los ministros de Estado, se agrega un inciso segundo al artículo 37 que dispone lo siguiente: “Sin perjuicio de lo anterior, los Ministros deberán concurrir personalmente a las sesiones especiales que la Cámara de Diputados o el Senado convoquen para informarse sobre asuntos que, perteneciendo al ámbito de atribuciones de las correspondientes Secretarías de Estado, acuerden tratar.”. 


En relación con los estados de excepción, se sustituyen los artículos 39, 40 y 41 de la Constitución, de modo de proteger mejor y debidamente los derechos y garantías constitucionales durante los estados de asamblea, de sitio, de catástrofe y de emergencia.


Se establece que una ley orgánica constitucional regulará los estados de excepción, así como su declaración y la aplicación de las medidas legales y administrativas que proceda adoptar al amparo de cualquiera de ellos.


En relación con el capítulo V, “Congreso Nacional”, en el artículo 44, entre los requisitos para la elección de diputado, se elimina el de residencia.


En la parte pertinente al Senado, se reemplaza el artículo 45, por el siguiente: “El Senado se compone de miembros elegidos en votación directa por circunscripciones senatoriales, en consideración a las regiones del país. La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de senadores, las circunscripciones senatoriales y la forma de su elección.


“Los senadores durarán ocho años en su cargo y se renovarán alternadamente cada cuatro años, correspondiendo hacerlo en un período a los representantes de las regiones de número impar y en el siguiente a las regiones de número par y de la Región Metropolitana.”.


En esta parte se eliminan los senadores vitalicios y designados, uno de los grandes avances en esta reforma constitucional y consecuencia de los acuerdos políticos más relevantes que se han logrado en el Congreso Nacional.


Para ser elegido senador se rebaja la edad de cuarenta a treinta y cinco años. 


En materia de vacancia de parlamentarios, se establece que las vacantes de diputados y las de senadores se proveerán por el ciudadano que señale el partido político al que pertenecía el parlamentario que produjo la vacante en el momento de ser elegido, lo cual es diferente a lo que existe, ya que el compañero de lista es el que reemplaza al que deja la vacante. 


Los parlamentarios elegidos como independientes no serán reemplazados.


Los parlamentarios elegidos como independientes que hubieren postulado integrando lista en conjunto con uno o más partidos políticos, serán reemplazados por el ciudadano que señale el partido indicado por el respectivo parlamentario en el momento de presentar su declaración de candidatura.


El reemplazante deberá reunir los requisitos para ser elegido diputado o senador, según sea el caso.


En esta parte, la Comisión agregó una disposición interesante, al señalar que un diputado podrá ser nominado para llenar el puesto de senador, debiendo aplicarse, en este caso, las normas de los incisos anteriores para llenar la vacante que deja el diputado, el que cesará en su cargo al asumir como senador. 


Este es un punto que debemos afinar con el Senado.


La Cámara quedó a cargo de definir la fiscalización y la Comisión acordó, en forma unánime, todo lo relativo a su facultad.


Se sustituye el número 1) del artículo 48 de la Constitución por el siguiente: “1) Fiscalizar los actos del Gobierno. Para ejercer esta atribución la Cámara puede:

a)
Adoptar acuerdos o sugerir observaciones, con el voto de la mayoría de los diputados presentes, los que se transmitirán por escrito al Presidente de la República, quien deberá dar respuesta fundada por medio del Ministro de Estado que corresponda, dentro de treinta días.”.


Es decir, hay un plazo perentorio dentro del cual el ministro debe dar respuesta a cuestiones que requiera la Cámara.


El inciso segundo de la nueva letra a) dispone:


“Sin perjuicio de lo anterior, cualquier diputado con el voto favorable de un tercio de los miembros presentes de la Cámara, podrá solicitar determinados antecedentes al Gobierno. El Presidente de la República contestará fundadamente por intermedio del Ministro de Estado que corresponda, dentro del mismo plazo señalado en el párrafo anterior.


Es decir, dentro de los mismos treinta días, plazo que no existe hoy.


Y, por último, de manera similar a lo que hoy existe, se establece en el inciso tercero:


“En ningún caso los acuerdos, observaciones o solicitudes de antecedentes afectarán la responsabilidad política de los Ministros de Estado.”.


La letra b) del número 1) del artículo 48 dispone:


“b) Citar a un Ministro de Estado, a petición de a lo menos un tercio de los diputados en ejercicio, a fin de formularle preguntas en relación con materias vinculadas al ejercicio de su cargo. Con todo, un mismo Ministro no podrá ser citado para este efecto más de tres veces dentro de un año calendario, sin previo acuerdo de la mayoría de los diputados en ejercicio.”.


Esto es algo extremadamente importante y novedoso, dentro de las facultades fiscalizadoras.


“La asistencia del Ministro será obligatoria y deberá responder a las preguntas y consultas que motiven su citación.


La letra c), nueva, del número 1) del artículo 48 establece:


“c) Crear comisiones especiales investigadoras a petición de a lo menos dos quinto de los diputados en ejercicio, con el objeto de reunir informaciones relativas a determinados actos de Gobierno.”.


Esto no existe. Las comisiones investigadoras no están en la Constitución, sino en el Reglamento de la Cámara.


“Las comisiones investigadoras, a petición de un tercio de sus miembros, podrán despachar citaciones y solicitar antecedentes. Los Ministros de Estado, los demás funcionarios de la Administración y el personal de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, que sean citados por estas comisiones, estarán obligados a comparecer y a suministrar los antecedentes y las informaciones que se les soliciten.


“La ley orgánica constitucional del Congreso regulará el funcionamiento y las atribuciones de las comisiones investigadoras y la forma de proteger los derechos de las personas citadas o mencionadas en ellas.”.


Se modifican las atribuciones del Congreso Nacional, a fin de regular mejor sus facultades para la tramitación de los tratados.


Por otra parte, se establece que no podrán ser candidatos a diputado y senador los subsecretarios.


Se suprime el número 7 del artículo 54. Por eso, en adelante podrán ser candidatos a diputado y senador los dirigentes gremiales y vecinales.


Se agrega al mismo artículo 54 el siguiente número 10: “Los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea, el General Director de Carabineros, el Director Nacional de la Policía de Investigaciones y los oficiales pertenecientes a las Fuerzas Armadas y a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.”.


Así, no podrán ser candidatos a diputado o senador. Su inhabilidad dura un año después de cesar en el cargo.


El artículo 56 dispone: “Ningún diputado o senador, desde el momento de su proclamación por el Tribunal Calificador de Elecciones, puede ser nombrado para un empleo, función o comisión de los referidos en el artículo anterior.


“En el caso de ser nombrado Ministro de Estado o agente diplomático durante el ejercicio de su función parlamentaria, el partido político al que pertenezca o, en el caso de ser independiente, aquel que lo hubiere postulado integrando una lista conjunta, deberá proponer a la Cámara respectiva, una terna para que ésta elija al suplente, mientras dure el impedimento temporal producido por los respectivos nombramientos. Terminados éstos, reasumirá sus funciones en plenitud y quedará sin efecto la subrogancia por el solo ministerio de la ley.


“No obstante lo anterior, no podrá reasumir la función parlamentaria aquel diputado o senador que, siendo Ministro de Estado, fuere destituido como consecuencia de una acusación constitucional en su contra.”. 


Sin lugar a dudas, este tema dará lugar a debate en la Sala. 


Mediante el inciso final que se agrega al artículo 57 se establece la posibilidad que los diputados o senadores renuncien a los cargos cuando les afecte una enfermedad grave que les impida desempeñarlos y así lo califique el Tribunal Constitucional.


En virtud del inciso final que se agrega al artículo 64, una comisión especial, integrada por igual número de diputados y senadores, deberá informar periódicamente a la Sala de cada Cámara en relación con la ejecución de la ley de presupuestos del sector público. La comisión podrá citar a todo funcionario público para informar acerca de la ejecución presupuestaria, sin perjuicio de estar facultada para requerir informes acerca de dicha materia. 


Esto es consecuencia de una indicación de la Cámara y tiene por objeto una mayor participación en la vigilancia del manejo presupuestario.


En el artículo 79 quedó claramente establecido que la Corte Suprema tendrá igualmente la superintendencia directiva, correccional y económica de los tribunales militares en tiempo de guerra. Por lo tanto, ellos estarán sujetos a la Corte Suprema en este aspecto.


Luego se deroga la facultad de la Corte Suprema de declarar la inaplicabilidad para casos específicos todo precepto legal contrario a la Constitución. Con la supresión del artículo 80, esta materia pasa al Tribunal Constitucional.


En cuanto al Ministerio Público, a raíz de una proposición de la Cámara de Diputados, con la cual está de acuerdo el Senado, se modifica el artículo 80 C para establecer que el fiscal nacional durará ocho años en su cargo, en vez diez, y cesará en funciones a los 75 años. 


A petición del Senado y de la Cámara de Diputados, se bajó de cuatro séptimos a mayoría el quórum para remover al fiscal nacional y a los fiscales regionales por parte de la Corte Suprema.


En los artículos 81, 82 y siguientes se establecen una serie de normas relativas al Tribunal Constitucional. Estará integrado por diez miembros que serán designados de la siguiente forma: 

a)
Tres abogados por el Presidente de la República;

b)
Cuatro abogados elegidos por el Congreso Nacional y 

c)
Tres abogados elegidos por la Corte Suprema en una votación secreta que se celebrará en sesión convocada para tal efecto.


Las personas referidas en las letras anteriores durarán nueve años en sus cargos y se renovarán por parcialidades cada tres. Deberán tener a lo menos quince años de título de abogado, haberse destacado en la actividad profesional, universitaria o pública, no podrán tener impedimento alguno que las inhabilite para desempeñar el cargo de juez, etcétera.


Los abogados que corresponden al Congreso Nacional serán nombrados, a razón de dos por cada una de las ramas del Congreso Nacional, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio.


Los miembros del Tribunal Constitucional serán inamovibles y no podrán ser reelegidos, salvo lo dispuesto en el inciso siguiente. Cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad.


En caso que un miembro del Tribunal Constitucional cese en su cargo, se procederá a su reemplazo por quien corresponda, de acuerdo con el inciso primero de este artículo y por el tiempo que falte para completar el período del reemplazado.


El Tribunal podrá funcionar en pleno o en salas, de acuerdo a lo que disponga la ley orgánica constitucional. El quórum para sesionar será de, a lo menos, cuatro quintos de sus respectivos miembros. El Tribunal adoptará sus acuerdos por simple mayoría, salvo los casos en que se exija un quórum diferente y fallará de acuerdo a derecho.


Una ley orgánica constitucional determinará la planta, remuneraciones y estatuto del personal del Tribunal Constitucional.


Se establece que son atribuciones del Tribunal Constitucional, entre otras:


Ejercer el control de constitucionalidad de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de las normas de un tratado que versen sobre materias propias de estas últimas, antes de su promulgación.


Resolver sobre las cuestiones de constitucionalidad de los auto acordados dictados por la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y el Tribunal Calificador de Elecciones.


Resolver sobre las cuestiones de constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de ley o de reforma constitucional y de los tratados sometidos a la aprobación del Congreso.


Resolver las cuestiones que se susciten sobre la constitucionalidad de un decreto con fuerza de ley.”


Decidir la inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable en conformidad a lo dispuesto en el número anterior.


En definitiva, se dispone una serie de otras atribuciones, las cuales, en aras del tiempo, sugiero a los señores diputados leer en el informe.


El artículo 83 establece: “Contra las resoluciones del Tribunal Constitucional no procederá recurso alguno, sin perjuicio de que puede, el mismo Tribunal, conforme a la ley, rectificar los errores de hecho en que hubiere incurrido.


“Las disposiciones que el Tribunal declare inconstitucionales no podrán convertirse en ley en el proyecto o decreto con fuerza de ley de que se trate, o en auto acordado, en su caso.


“Las sentencias que declaren la inconstitucionalidad respecto del todo o parte de una ley o de un decreto con fuerza de ley del cual la Contraloría hubiera tomado razón, se publicarán en el Diario Oficial dentro de los tres días siguientes a su dictación y la norma declarada inconstitucional se entenderá derogada desde dicha publicación.


“En el caso de los números 7.º y 14.º del artículo 82 el todo o parte del decreto supremo impugnado se entenderá derogado desde la publicación en el Diario Oficial de la sentencia que acoja el reclamo.”.


Estos números se refieren a las atribuciones del Tribunal Constitucional, de decidir la inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable en conformidad a lo dispuesto en el número anterior y de pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de los parlamentarios, respectivamente.


Esta materia, referida al Tribunal Constitucional, está pendiente, a fin de someterlo a un análisis conjunto con el Senado, para lo cual se ha acordado no votarlo hoy, sino con posterioridad.


Por el número 49 se sustituye el inciso final del artículo 87 para establecer que: “El Contralor General de la República será designado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado, adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio, por un período de ocho años y no podrá ser designado para el período siguiente. Con todo, al cumplir 75 años de edad, cesará en su cargo. Recordemos que hoy no hay un período determinado para que cese en el cargo.


El artículo 90 establece que las Fuerzas Armadas dependientes del Ministerio encargado de la Defensa Nacional están constituidas única y exclusivamente por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. Existen para la defensa de la patria y son esenciales para la seguridad nacional. Por lo tanto, se deja fuera a Carabineros e Investigaciones que en la actualidad dependen del Ministerio de Defensa.


Su inciso segundo dice: “Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública están integradas sólo por Carabineros e Investigaciones. Constituyen la fuerza pública y existen para dar eficacia al derecho, garantizar el orden público y la seguridad pública interior, en la forma que lo determinen sus respectivas leyes orgánicas. Dependen del Ministerio encargado de la seguridad pública.”. Eso significa que van a depender del ministerio que se cree en su oportunidad sobre la seguridad pública.


Por el número 51 se sustituye el inciso segundo del artículo 93 por el siguiente: “El Presidente de la República, mediante decreto fundado e informado previamente a la Cámara de Diputados y al Senado, podrá llamar a retiro a los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea, y al General Director de Carabineros, en su caso, antes de completar su respectivo período.”.


El nuevo artículo 95 cambia el sentido del Consejo de Seguridad Nacional y a quiénes lo pueden convocar, de una forma totalmente distinta a como hoy dispone la Constitución. Dice: “Habrá un Consejo de Seguridad Nacional encargado de asesorar al Presidente de la República en las materias vinculadas a la seguridad nacional y de ejercer las demás funciones que esta Constitución le encomienda. Será presidido por el Jefe de Estado y estará integrado por los Presidentes del Senado -aquí agregamos-, de la Cámara de Diputados y de la Corte Suprema, por los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, por el General Director de Carabineros y por el Contralor General de la República.


“En los casos que el Presidente de la República lo determine, podrán estar presentes en sus sesiones los ministros encargados del gobierno interior, de la defensa nacional, de la seguridad pública, de las relaciones exteriores y de economía y finanzas del país.”.


El artículo 96 indica: “El Consejo de Seguridad Nacional se reunirá cuando sea convocado por el Presidente de la República y requerirá como quórum para sesionar el de la mayoría absoluta de sus integrantes. El Presidente del Senado, el Presidente de la Cámara de Diputados o el Presidente de la Corte Suprema podrán solicitar fundadamente al Presidente de la República que lo convoque, debiendo éste hacerlo para dentro de los treinta días siguientes.”.


Recordemos que en la actual Constitución dos integrantes pueden solicitarlo. 


Luego, el inciso tercero del nuevo artículo 96 dispone:


“Las actas del Consejo serán públicas, a menos que la mayoría de sus miembros determine lo contrario.”. 


Se reemplaza el inciso segundo del artículo 99 por el siguiente: “La creación, supresión y denominación de regiones, provincias y comunas; la modificación de sus límites, así como la fijación de las capitales de las regiones y provincias, serán materia de ley orgánica constitucional.”. Según la actual Constitución Política, son materia de ley de quórum calificado.


En el artículo 120 presentamos una indicación referida al plebiscito. Este tema será muy debatido por la Sala. 


Dice: “El Presidente de la República podrá consultar también a la ciudadanía mediante plebiscito en caso de que una de las Cámaras rechazare en general un proyecto de reforma constitucional iniciado por mensaje que la otra hubiere aprobado.


“La convocatoria a plebiscito, en este caso, se efectuará dentro de los treinta días siguientes a aquel en que la cámara de origen tome conocimiento del rechazo del proyecto que ella hubiere aprobado y se ordenará mediante decreto supremo que fijará la fecha de la votación plebiscitaria, la que no podrá tener lugar antes de treinta ni después de sesenta días contados desde la publicación de dicho decreto.


“El decreto de convocatoria contendrá el proyecto aprobado por la cámara de origen, con la indicación de haber sido rechazado por la cámara revisora.


“En lo demás, se aplicará lo previsto en los incisos tercero y cuarto del artículo precedente.”.


Por el número 58 se deroga una serie de disposiciones transitorias.


Por el número 59 se incorporan las siguientes disposiciones transitorias:


“Cuadragésima primera.- En tanto no se creen los tribunales especiales a que alude el párrafo cuarto del Nº 16º del artículo 19, las reclamaciones motivadas por la conducta ética de los profesionales que no pertenezcan a colegios profesionales serán conocidas por los tribunales ordinarios”.


“Cuadragésima segunda.- El mandato del Presidente de la República en ejercicio será de seis años, no pudiendo ser reelegido para el período siguiente”.


“Cuadragésima tercera.- El Senado estará integrado únicamente por senadores electos en conformidad con el artículo 45 de la Constitución Política de la República y la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios actualmente vigentes.


“Las modificaciones a la referida Ley Orgánica sobre Votaciones Populares y Escrutinios que digan relación con el número de senadores, las circunscripciones existentes y el sistema electoral vigente, requerirán del voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio.


“Los senadores en actual ejercicio incorporados o designados en conformidad a las letras a), b), c), d), e) y f) del artículo 45 que se derogan, continuarán desempeñando sus funciones hasta el 10 de marzo de 2006”.


“Cuadragésima cuarta.- Las modificaciones al artículo 47, en lo concerniente a la provisión de vacancias de cargos parlamentarios, comenzarán a regir con ocasión de la próxima elección de diputados y senadores”.


“Cuadragésima quinta.- Los actuales Ministros del Tribunal Constitucional cesan en su cargo por el solo ministerio de esta reforma constitucional, con fecha 31 de diciembre de 2005.”.


“Cuadragésima sexta.- Se entenderá que los tratados internacionales aprobados por el Congreso Nacional con anterioridad a la fecha de entrada en vigor de las enmiendas al Capítulo VII, que versen sobre materias que conforme a esta Constitución deben ser aprobadas por la mayoría absoluta o las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio, cumplen con estos requisitos.”.


“Cuadragésima séptima.- Las reformas introducidas al Capítulo VII entrarán en vigor dentro de seis meses contados desde la publicación de la presente reforma constitucional”.


“Cuadragésima octava.- Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública seguirán siendo dependientes del Ministerio encargado de la Defensa Nacional hasta que se dicte la nueva ley que cree el Ministerio encargado de la Seguridad Pública.”. Es decir, mientras no se dicte dicha ley, Carabineros e Investigaciones seguirán dependiendo del Ministerio de Defensa Nacional.


“Cuadragésima novena.- El Estado chileno podrá reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional de acuerdo a las condiciones previstas por el tratado aprobado en la ciudad de Roma, el 17 de julio de 1998, por la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el establecimiento de una Corte Penal Internacional.”.


Recordemos que faltaba una reforma a la Constitución para que nuestro Estado reconozca la jurisdicción de la Corte Penal Internacional. Eso es lo que mencionó un fallo del Tribunal Constitucional a raíz de nuestro intento por aprobar la jurisdicción de la Corte.


“Quincuagésima. Las modificaciones dispuestas en el artículo 54, Nº 2, comenzarán a regir después de la próxima elección general de parlamentarios”.


El artículo 2º establece: “Autorízase al Presidente de la República para que, mediante decreto supremo, pueda dictar un texto refundido, coordinado y sistematizado de la Constitución Política de la República dentro del plazo de un año desde la aprobación de la presente reforma.”.


Es cuanto puedo informar sobre los aspectos fundamentales de esta reforma constitucional.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En discusión el proyecto.


Hago presente que los comités parlamentarios dispondrán de cuatro horas para el debate, distribuidas proporcionalmente de acuerdo con los siguientes tiempos: Unión Demócrata Independiente 70 minutos, Democracia Cristiana 50 minutos, Partido por la Democracia 42 minutos, Renovación Nacional 42 minutos y Comité Socialista y Radical 36 minutos.


Por acuerdo de los jefes de los comités parlamentarios, sólo hasta una hora antes del tiempo señalado para la votación se podrán renovar indicaciones y pedir votaciones separadas.


El partido Demócrata Cristiano, el Partido por la Democracia y el partido Socialista y Radical Social Demócrata hicieron llegar a la Mesa los nombres de los diputados que intervendrán. Lo mismo pido a la Unión Demócrata Independiente y a Renovación Nacional, si lo estiman oportuno.


En el tiempo de la Democracia Cristiana, y hasta por veinte minutos, tiene la palabra el diputado señor Zarko Luksic.


El señor LUKSIC.- Señor Presidente, esta reforma constitucional es histórica.


Desde el comienzo de la República, desde 1830 en adelante, encontramos tres grandes constituciones: la de 1833, la de 1925 y la de 1980.


Los tres textos constitucionales, dictados en un período de casi 200 años, han tenido importantes modificaciones. La de 1833, en 1874; la de 1925, en 1971, y la de 1980, en dos ocasiones: en 1989 y ahora. Históricamente se han modificado a través del Congreso. La de 1833 fue estudiada por un grupo de notables; la de 1925 también, pero además, fue ratificada mediante un plebiscito, y la de 1980, es de orígenes espurios y de contenido antidemocrático. Sin embargo, en 1989 fue legitimida al ser ratificada por el plebiscito y, ahora, lo es desde el momento que es conocida por los órganos que han sido constitucionalmente ungidos a través de la soberanía popular.


En Chile nunca ha habido asamblea constituyente. Sólo ha existido la figura de las comisiones constituyentes, y la que hoy tenemos -reitero- a través del procedimiento normal del ejercicio constituyente que tiene esta Cámara de Diputados.


La actual Constitución, que nació espuria en su origen y autoritaria en su contenido, es parte de la transición del régimen autoritario a un régimen plenamente democrático. 


Don Patricio Aylwin, en 1993 dijo: “Se terminó la transición”. Lo decía en términos de la estabilidad y de la gobernabilidad. Estábamos en un Estado en forma, con una Constitución y con órganos elegidos. Se terminó la transición, desde el punto de vista de la estabilidad y la gobernabilidad. Sin embargo, quedó pendiente la transición institucional y eso es lo que hoy estamos debatiendo. Me atrevería a decir, con justa razón, que con la reforma de importantes instituciones, estaríamos terminando la transición institucional de un régimen autoritario a uno auténticamente democrático. 


Las reformas que hoy estamos conociendo terminan con los enclaves autoritarios, con los resabios de la Carta Fundamental de 1980, la carta autoritaria, como el Consejo de Seguridad Nacional, la inamovilidad de los comandantes en jefe, los senadores designados y la integración anómala del Tribunal Constitucional. Fortalecen la descentralización del Estado, dando inicio a un camino de democratización de las autoridades regionales; fortalecen la participación y la función fiscalizadora de la Cámara de Diputados, y constituyen un nuevo Tribunal Constitucional, integrado por abogados designados y elegidos por órganos legítimamente constituidos, como son el Presidente de la República, la Cámara de Diputados, el Senado y la Corte Suprema.


Hace décadas que hemos entrado a formar parte de los países que van en camino al desarrollo económico, pero estaban pendientes la modernización y la búsqueda del desarrollo institucional.


Pasemos a analizar los institutos que vamos a modificar.


La carta fundamental de 1980 contemplaba un Consejo de Seguridad Nacional, que fue reformado en 1989. Dicho Consejo tenía la atribución de representar a todas las autoridades las materias que, a su juicio, eran contrarias a la seguridad nacional. Incluso podía acusarnos de dictar leyes que atentaban contra la seguridad nacional. Además, que estaba integrado mayoritariamente por los comandantes en jefe. Es cuestión de recordar cuantas veces fue convocado por el general Pinochet en la década del 90. 


Hoy, con estas modificaciones, el Consejo de Seguridad Nacional pasa a ser exclusivamente un órgano asesor, y es lo lógico que así lo sea, y entre sus integrantes se incluye al Presidente de la Cámara de Diputados.


También se termina con la inamovilidad de los comandantes en jefe de las Fuerzas Armadas y del general director de Carabineros. Chile era uno de los pocos países en que el Presidente de la República podía nombrarlos, pero no removeros. Con la reforma podrá nombrar y remover.


Otra institución que se reforma es la de los senadores designados. Se termina con la distorsión del principio de representatividad. Como todos sabemos, el Senado está integrado no sólo por personeros elegidos directamente por el pueblo, sino también por senadores que, como lo indica su nombre, son designados en virtud de su experiencia, como ex rectores y ex ministros, pero que claramente constituyen una distorsión al principio de representación, base de la democracia.


No quiero abundar más sobre esta materia, porque, desde los inicios de los gobiernos democráticos, es vastamente conocida nuestra denuncia y nuestra posición de eliminar dicha institución, al igual que la de los senadores vitalicios.


Respecto de la integración del Tribunal Constitucional, materia que se dejará pendiente, se pedirá informe complementario. Sin embargo, quiero llamar la atención de la honorable Sala, en el sentido de que el proyecto que nos envió el Senado no contempla que la Cámara de Diputados pueda designar abogados integrantes del Tribunal Constitucional, lo que nos parece gravísimo, porque atenta contra nuestras potestades. 


Deseo recordar que la reforma de 1971 a la Constitución de 1925 sí contemplaba que la Cámara de Diputados podía designar un integrante del Tribunal Constitucional, al igual que el Senado. Pero hoy, la cámara alta, utilizando un argumento erróneo, a mi juicio, nos dice: “El Senado está para nombrar, y la Cámara, para fiscalizar”. Sostengo que no es así. No hay ningún tratadista que señale que el Senado tenga alguna atribución exclusiva para nombrar. La cámara alta se ha atribuido -o arrogado, como bien dice el diputado Walker- algunas potestades, no para nombrar, sino para ratificar el nombramiento de determinados funcionarios, como los ministros de la Corte Suprema y el Fiscal Nacional. Por lo tanto, nadie podría decir que dicha cámara tiene la facultad exclusiva e inalienable de nombrar autoridades. Reitero: es un tema que quedará pendiente, a la espera de un informe complementario.


Habíamos dicho que uno de los objetivos de esta reforma era fortalecer la función fiscalizadora de la Cámara de Diputados. Para ello, es necesario perfeccionar una serie de instrumentos que utilizamos los diputados, pero que son de dudosa constitucionalidad. 


Se mantienen las atribuciones de la Cámara para adoptar acuerdos o sugerir observaciones, con el voto de la mayoría de los diputados presentes, y con el voto favorable de un tercio de los miembros presentes para pedir antecedentes al Ejecutivo. Pero agregamos la atribución de la interpelación. Es decir, podremos citar a los ministros a este hemiciclo para hacerles preguntas y contrapreguntas sobre alguna materia que nos interese fiscalizar, y será obligación del secretario de Estado asistir y contestarlas. Lógicamente, el ministro podrá pedir que se declare la sesión como reservada o secreta.


Para que esta atribución no se preste para una politización u obstaculización del trabajo del Ejecutivo, hemos limitado las citaciones a tres veces en el año, pero se podrá aumentar con el voto favorable de la mayoría absoluta de los diputados en ejercicio.


Siguiendo con la función fiscalizadora, consagramos la creación de comisiones investigadoras a petición de a lo menos dos quintos de los diputados en ejercicio. A su vez, las comisiones investigadoras, a petición de un tercio de sus miembros, podrán despachar citaciones y solicitar antecedentes.


Éste es un gran logro, porque, por un lado, se consagra la comisión investigadora, pero también se le establecen ciertos límites. Muchas de las comisiones investigadoras han resultado un fracaso y han devenido en un desprestigio a esta honorable Corporación. ¡Bienvenidas las comisiones investigadoras, pero bien hechas y con un objetivo muy bien determinado!


Otra materia de gran interés es la consagración del principio de probidad. 


Quiero llamar la atención sobre un gran peligro que notamos algunos diputados y que fue motivo de discusión en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Desde el momento en que desaparecen los enclaves autoritarios o se transforman en órganos constitucionales con legitimidad en su integración y en sus facultades, observamos el peligro de que sean integrados o subsumidos por el Presidente de la República y por el Senado. Por eso es tan importante para la Cámara su exigencia de integrar el Tribunal Constitucional o el Consejo de Seguridad Nacional. El peligro de terminar con los enclaves autoritarios es el traspaso del poder que representan. El Senado quiere que se lo traspasemos a ellos. 


Es importante -insisto en este punto- que, además de fortalecer nuestras facultades fiscalizadoras, también seamos capaces de participar en la integración de esos organismos que eran autoritarios, pero que serán democratizados, como ocurrirá con el Consejo de Seguridad Nacional y con el Tribunal Constitucional.


También hago presente que estamos por un sistema electoral proporcional. Se ha presentado una indicación en la que abogamos por la proporcionalidad de la representación. Sin embargo, no queremos llamar a engaño. La fórmula para alcanzar un sistema electoral proporcional la hemos dejado a la ley orgánica sobre votaciones populares y escrutinios, cuyas modificaciones requerirán el voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores; es decir, tendrá un quórum de reforma constitucional. No obstante, en primer lugar, dejamos abierta la posibilidad de consagrar la proporcionalidad y, en segundo lugar, establecemos la obligación de dictar para ello una ley orgánica. De este modo abrimos la posibilidad de que el país se democratice completamente al elegir un Congreso con representación proporcional.


Reitero: éste es un día histórico, ya que son pocas las veces en que el Congreso Nacional se transforma en constituyente. Sus funciones son legislativas, fiscalizadoras y, la más importante, la más excelsa desde el punto de vista institucional, es la constituyente. Hoy lo estamos cumpliendo, y es importante para la historia de la Cámara y para el país.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Maximiano Errázuriz.


El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, referirnos en cinco horas a toda una reforma constitucional que implica modificaciones sustanciales a la Constitución, es poco tiempo; más aún, si esas cinco horas se tienen que dividir entre los distintos Comités, ya que a la mayoría les toca menos de una hora.


Pienso renovar algunas indicaciones. Por ejemplo, se establece que la nacionalidad chilena se pierde “Por renuncia voluntaria manifestada ante autoridad competente. Esta renuncia sólo producirá efectos si la persona, previamente, se ha nacionalizado en país extranjero.”. 


Presentamos indicación para que la nacionalidad chilena no se pierda aunque se renuncie a ella y se adquiera la de otro país, si ello es requisito necesario para que esa persona pueda trabajar en el extranjero. Con la redacción del proyecto, el señor Claudio Arrau no hubiera sido chileno, porque tuvo que renunciar a la nacionalidad chilena y adquirir la estadounidense para trabajar en Estados Unidos. Considero que si una a persona se le exige que renuncie a la nacionalidad chilena y adquiera la del país en que vive para poder trabajar, se la está presionando verdaderamente para que lo haga, por lo que, jurídicamente, no debiera perderla.


Otro punto que me preocupa, y que se relaciona con casos que veo a diario en las comunas de La Pintana y Puente Alto, se refiere a los colegios profesionales. El proyecto contiene una norma que dice: “Los colegios profesionales constituidos en conformidad a la ley y que digan relación a tales profesiones, estarán facultados para conocer de las reclamaciones que se interpongan sobre la conducta ética de sus miembros.”. Más adelante agrega: “Los profesionales no asociados serán juzgados por los tribunales especiales establecidos en la ley.”. Pero es muy difícil que una persona, que se siente estafada por un abogado, contrate a otro para que lo patrocine en una demanda a un colega ante los tribunales de justicia si es que no está asociado al colegio profesional. Y que cada día son menos los profesionales que se inscriben en los colegios, pues les exigen pagar cuotas y su afiliación no les representa ninguna ventaja. En consecuencia, soy partidario de establecer que los colegios profesionales conocerán y sancionarán las conductas éticas de sus respectivos profesionales, estén o no asociados, para evitar que se tenga que recurrir al patrocinio de abogados para reclamar ante los tribunales cuando se trata de un profesional que no está asociado.


También me preocupa que el artículo 57 de la Constitución no aparezca modificado, por lo que quiero pedir el apoyo a mis colegas para hacerlo. Tiempo atrás conversé con el entonces diputado Aldo Cornejo, la diputada Laura Soto y otros parlamentarios la situación planteada por el inciso tercero del artículo 57, que dice que cesará en el cargo el diputado o senador que actuare “como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo,...”. El Ministerio de Justicia no aceptó mi patrocinio de solicitudes de personalidad jurídica en favor de corporaciones y fundaciones, que era gratuito, so pretexto de que se trataba de gestiones administrativas de carácter particular. Cuando reclamé al Ministerio de Justicia, me respondieron que eran instrucciones del Consejo de Defensa del Estado. Fui al Consejo de Defensa del Estado, donde me respondieron que ellos emitían opinión, pero quien resolvía en definitiva era el Ministerio de Justicia. Interpuse un recurso de protección contra las señoras Clara Szczaranski y Soledad Alvear, en ese momento ministra de Justicia. Perdí en la corte de apelaciones respectiva por dos votos a uno, pero gané en la Corte Suprema cinco votos a cero.


Por lo tanto, necesitamos precisar qué se entiende por gestiones administrativas de carácter particular. Diría que las gestiones de ese tipo que están prohibidas realizar a los diputados y senadores son las de carácter remunerado. De lo contrario, el día de mañana mi colega Juan Bustos podría interceder por una pensión atrasada para una señora de Quilpué, y algún funcionario del INP podría decirle: “Mire, vamos a estudiar el asunto.” Pero después es perfectamente posible que alguien podría denunciar que la del colega es una gestión administrativa de carácter particular y éste podría perder el cargo.


En consecuencia, soy partidario de precisar el inciso tercero del artículo 57 para evitar que esta materia quede en la indefinición. Si estamos haciendo reformas constitucionales profundas, abordemos temas como éste, para evitar situaciones complejas en el futuro.


Podría hablar sobre muchas otras materias, pero quiero dejar tiempo a mis colegas. Por lo demás, es mejor reservarse algunos minutos para la discusión del resto de la tarde.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora Laura Soto.


La señora SOTO (doña Laura).- 
Señor Presidente, tras 25 años, con la discusión en la Sala de este conjunto de reformas sustantivas a la Carta Fundamental, comienza a sellarse la suerte definitiva de un modelo de sociedad política y de institucionalidad pública que, ideado en medio de la guerra fría, pretendió ir contra la historia, transformando a Chile en una especie de ínsula neoconservadora, marcada por el pensamiento tomista del más viejo cuño, y anclada en las lógicas de poder del siglo XIX, en lugar de mirar y proyectarse al siglo XXI.


Chile, a diferencia de todos los países que han realizado procesos de transición desde regímenes autoritarios, no elaboró una nueva Constitución. En Argentina, Uruguay, Brasil, en América Latina; en España, Italia y Alemania, en Europa, el retorno a la democracia fue acompañado de la búsqueda y el logro de un gran consenso constitucional. En Chile, en cambio, optamos por un camino distinto, el de transitar por los estrechos senderos diseñados con mano ingenieril por los arquitectos y mentores del régimen autoritario.


Las reformas que conocemos hoy -hay que reconocerlo- son el fruto de un acuerdo político que valoramos, pero que nos impide avanzar, como una especie de camisa de fuerza, más de lo que aquí se expresa.


En realidad, como dijo el diputado señor Zarco Luksic, a pesar de esta limitación, al menos hay cuestiones que dan cuenta de otro Chile hoy día. Hemos barrido con los enclaves autoritarios, cuestión que hay que celebrar, porque llevamos mucho tiempo detrás de esto. Hoy lo hemos conseguido. Se termina la tutela militar y la inamovilidad de los comandantes en jefe de las Fuerzas Armadas y del general director de Carabineros; se consagra la generación democrática de las cámaras legislativas; se perfecciona el estatuto de los derechos y garantías constitucionales, punto en el cual cobra especial importancia el reconocimiento -quiero decirlo aquí con fuerza, pues hay mucha gente que está tras esta cuestión tan justa- de nuestros pueblos originarios, que hoy aprobaremos; se perfecciona el sistema de control político, para evitar excesos del poder de un gobierno que sigue siendo extremadamente autónomo y poderoso; terminamos con el oprobio de que los hijos de chilenos nacidos en el extranjero no son chilenos. En la actualidad, hay una nueva mirada, se hace justicia con ellos. Además, se deja en claro la naturaleza y alcances del Consejo de Seguridad Nacional.


Sin embargo, hay algo que nos duele profundamente, porque desde la vuelta a la democracia se ha enarbolado como un símbolo de una democracia verdadera: terminar con el sistema electoral binominal. Es un tema pendiente que eclipsa los avances realizados. Ese sistema impide la representación de todas las fuerzas políticas en los hemiciclos del Congreso Nacional. Chile no logrará superar el test de la blancura democrática mientras partidos políticos que obtienen más de medio millón de votos a nivel nacional no puedan tener un escaño en esta Sala, que el pueblo legítimamente les ha dado, pero que el conservadurismo de unos pocos les niega. La Derecha no quiere y se opone, porque, como ha dicho muchas veces el Presidente Lagos, para ella es lo mismo 33 que 66. Más que una cuestión doctrinaria, se trata de un sistema electoral que permite a algunos seguir conservando privilegios que, a nuestro juicio, son ilegítimos.


Chile quiere más democracia. La sociedad avanza con más rapidez y decisión que las elites políticas, en orden a construir un sistema de vida más justo, en el que no haya discriminación ni exclusión, sino participación. Ello sólo será posible cuando, entre otras cosas, tengamos un régimen político más abierto y más legitimado, donde el poder se reparta entre más personas a lo largo y ancho del territorio nacional.


Por lo menos, hemos avanzado en materia de regionalismo, y podemos decir que el Presidente de la República tiene la facultad de convocar a un plebiscito cuando existan discrepancias entre ambas cámaras del Congreso Nacional respecto de un proyecto de reforma constitucional. Sin embargo, lo anterior no es suficiente. Pensando en eso, he presentado a la consideración de la Cámara de Diputados un conjunto de indicaciones tendientes a reformar el régimen político del país. Lo hice a sabiendas de que no había ni interés, ni voluntad de enfrentar un proceso de reforma radical y profunda de nuestra forma de gobernarnos y de relacionarnos con la sociedad. Ese será el debate del mañana.


Acabada la transición política y abiertas las puertas a todos nuestros compatriotas, tendremos que sentarnos a pensar con calma si realmente tenemos el mejor sistema de gobierno para asegurar la sustentabilidad de una democracia pluralista, moderna y más dinámica.


La sociedad chilena está ad portas de cambios paradigmáticos. El poder presidencial, heredero de la oligarquía decimonónica y del poder real de la época de la Colonia, comienza a ser cuestionado. El Congreso Nacional aparece como una asamblea necesaria, pero no suficiente para absorber la demanda de participación y de decisión colectiva del pueblo. También ha entrado en cuestión el modelo de control político y jurídico de los actos de los órganos públicos. Las regiones comienzan a asomarse con fuerza como el nuevo espacio de desarrollo de la civilidad y de la democracia, con autonomía y libertad para asumir nuevos rumbos. El Congreso Nacional y sus procedimientos legislativos se convierten, a veces, en un obstáculo para el desarrollo de un país. En ese sentido, un sistema unicameral, siguiendo la experiencia de la política comparada, aparece como una alternativa digna de estudio. En fin, son nuevas formas de ver el mundo y de concebir la sociedad y sus anhelos de cambio.


Antes de terminar, quiero expresar, en nombre de los diputados de la Comisión, nuestra molestia por haber tenido que trabajar de un modo realmente inaceptable. Tuvimos muy poco tiempo, con lo cual también contribuimos a presionar a la Secretaría.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Juan 
Bustos.


El señor BUSTOS.- Señor Presidente, esta reforma es ciertamente la más trascendental que ha vivido el país en las últimas décadas. Tiene por objeto claramente una nueva Constitución y configura al Congreso Nacional como un poder constituyente, tal como lo señaló el diputado Zarko Luksic. Es decir, implica un cambio radical de un modelo político autoritario, producto de una mentalidad dictatorial que gobernó Chile durante su época más trágica y horrorosa. Por consiguiente, es un cambio hacia la democratización, con el objeto de que no quede dentro de nuestro sistema ningún enclave autoritario ni atisbo de lo que pensó el dictador para el país.


Reitero: esta reforma es la más profunda que se ha llevado a cabo en el último tiempo, sin perjuicio de que todavía quedan algunos aspectos importantes que deberían desarrollarse en el futuro.


En primer lugar, se hace un conjunto de reformas democratizadoras fundamentales. Se eliminan a los senadores designados y vitalicios, con el objeto de que sea el pueblo quien elija a todos los diputados y senadores y, por tanto, que no haya personas nombradas a espalda de la ciudadanía.


Se establece la facultad del Presidente de la República para remover a los comandantes en jefe de las Fuerzas Armadas y al general director de Carabineros. Las autoridades militares están al servicio y bajo las autoridades de carácter civil. Es decir, se dispone la subordinación de las autoridades militares, como debe ser en cualquier estado de derecho y país democrático.


Se reduce el Consejo Nacional de Seguridad a un órgano simplemente consultivo, porque no puede haber ningún organismo más allá de la voluntad soberana de la ciudadanía.


Lamentablemente, ha quedado fuera de la Constitución el sistema binominal y los temas electorales han quedado entregados a la ley orgánica constitucional sobre votaciones populares y escrutinios. Para nosotros era indispensable que en la Constitución se estableciera el marco fundamental al que debe referirse dicha ley, esto es, la instalación de un sistema de carácter proporcional, con el objeto de que todas las fuerzas sociales y políticas existentes en el país pudiesen tener la representación que les corresponde, y no de un sistema binominal que restringe la democracia al no permitir la expresión de todas las fuerzas políticas en el Congreso.


Por eso aprobamos una disposición para que en las elecciones de diputados y de senadores se emplee un procedimiento que dé como resultado una efectiva proporcionalidad en la representación popular. De esa manera, estimamos que dentro de la Constitución queda establecido el marco en el que debe moverse la ley orgánica constitucional sobre votaciones populares y escrutinios. Lamentablemente, sabemos que esto fue aprobado por todos los miembros de la Concertación que integran la Comisión, con los votos en contra de los de la Alianza, y que no tendremos el quórum necesario, porque este conglomerado político no quiere la efectiva democratización del país; no quiere que todas las fuerzas políticas estén representadas en el Congreso.


En ese mismo sentido hemos planteado la convocatoria a plebiscito, de modo que el Presidente de la República podrá consultar a la ciudadanía mediante ese mecanismo en caso de que una de las cámaras rechazare en general un proyecto de reforma constitucional, iniciado en mensaje y que la otra hubiere aprobado, como es lo propio en un estado de derecho.


También, desde una perspectiva democratizadora y de la pluralidad de un sistema democrático, hemos aprobado, por la mayoría de la Comisión, con los votos en contra de los diputados de la Alianza que la integran, el reconocimiento de los pueblos indígenas, con todos sus derechos. Sabemos que la Alianza no quiere la diversidad en nuestra nación; no quiere la pluralidad de culturas; no quiere el reconocimiento de las diferentes etnias y de los pueblos originarios. Pero denunciamos a la Alianza, tal como lo hicimos respecto del sistema binominal y de la democratización efectiva del sistema político.


Por otra parte, ha habido profundas reformas que implican la modernización institucional del país. La labor fiscalizadora de la Cámara de Diputados ha sido fundamental. Pero hasta el momento, esta función ha sido una simple práctica y, muchas veces, perniciosa para su prestigio, porque no está regulada. Por eso, mediante la reforma, en la Constitución Política se establecen en forma clara y precisa las facultades fiscalizadoras de la Cámara de Diputados, la conformación de las comisiones investigadoras y la interpelación a los ministros respecto de temas específicos.


Igualmente importante es lo referido a la modernización del Tribunal Constitucional, de manera que tenga las facultades propias de este tipo de institución existente en todos los estados de derecho, tanto latinoamericanos como europeos, entre ellas, pronunciarse sobre la inaplicabilidad de la ley, facultad que ahora recae en la Corte Suprema, erga omnes, es decir, como un recurso de inconstitucionalidad. En forma clara hemos establecido que el tribunal conocerá estos asuntos en sala, la cual adoptará sus acuerdos por simple mayoría.


Por otro lado, desde el punto de vista de su conformación, dicho tribunal estará constituido sobre la base de la decisión de los tres poderes del Estado en forma equilibrada. De esa manera, sólo podrán ser miembros del Tribunal Constitucional abogados, con la calificación correspondiente, nombrados por la Corte Suprema, por el Presidente de la República y por el Congreso Nacional, pero en forma equitativa entre ambas cámaras, porque ambas conforman el Poder Legislativo y, por tanto, las dos deben participar en el nombramiento de sus integrantes.


También se ha introducido una serie de reformas fundamentales en relación con los derechos establecidos en el artículo 19 de la Constitución -posteriormente, el diputado Carlos Montes se referirá a ellas en forma expresa-, como el recurso de protección respecto del derecho a la educación, la derogación del delito de difamación en lo relativo a la vida privada y el establecimiento por ley de una protección efectiva a la vida privada.


Se ha fortalecido el rol de la Cámara de Diputados. Su presidente integrará el Cosena y, en caso de vacancia del cargo de Presidente de la República, tendrá preferencia en el orden de prelación respecto del presidente de la Corte Suprema.


Por último, se ha hecho una serie de reformas formales para sustituir términos que todavía se contemplan en la Constitución, como “procesado”, ahora obsoleto, que no están de acuerdo con la reforma procesal penal.


En definitiva, se ha realizado una reforma integral de las disposiciones de la Carta Fundamental. Por lo tanto, tenemos pleno derecho a decir que hoy contamos con una nueva Constitución y que ha desaparecido para siempre la de 1980, del dictador Augusto Pinochet.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Edgardo Riveros.


El señor RIVEROS.- Señor Presidente, comparto lo señalado por quienes me antecedieron en el uso de la palabra, en el sentido de que hay algunos aspectos que quedan pendientes, aun cuando esta reforma avanza significativamente en el perfeccionamiento de nuestra Carta Fundamental.


Una de las tareas pendientes consiste en hacer más representativo nuestro sistema de elección de diputados y senadores, es decir, terminar con el sistema binominal. Ello queda entregado a una norma legal de carácter orgánico constitucional. Si queremos perfeccionar la Constitución de manera adecuada, debemos abocarnos a esta materia.


Me referiré a tres temas específicos, que han sido objeto de reforma: la nacionalidad, el perfeccionamiento en materia de aprobación de los tratados internacionales, como facultad del Congreso Nacional, y una norma transitoria que habilita para que nuestro país ratifique el estatuto de la Corte Penal Internacional.


Respecto de la nacionalidad, resulta significativa la modificación al número 3º del artículo 10 de la Constitución, que elimina el requisito de avecindamiento por más de un año en Chile para los hijos de chilenos nacidos en el extranjero. Con esto se hace justicia a muchos hijos de compatriotas, que también son nuestros compatriotas, que por el solo hecho de no poder avecindarse en nuestro país por más de un año, no tienen la nacionalidad chilena ni la del país en que nacieron, porque en esos países existe el principio del jus sanguinis y no el del jus solis y, en definitiva, quedan como apátridas. Eso es lo que soluciona esta modificación.


La enmienda al número 1º del artículo 50 salva una omisión del texto actual: el quórum con que deben aprobarse los tratados internacionales. Se dice en la Constitución que deben someterse a los trámites propios de una ley, pero sin establecer el quórum exigido para aprobarlos, los que pueden incidir en una ley orgánica constitucional, de quórum calificado o de quórum simple. En esto se actuó de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. Incluso, hay un informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado sobre la materia, pero no habíamos tenido ocasión de modificar el texto constitucional. Ahora se establece que la aprobación de un tratado requerirá, en cada cámara, de los quórum que corresponda, en conformidad al artículo 63 de la propia Carta Fundamental.


Otro aspecto que cabe destacar es que por primera vez se aborda lo relativo a las reservas a los tratados internacionales, sobre todo cuando son planteadas por el Congreso como condición para aprobarlos. Desde ese punto de vista, hay todo un tratamiento constitucional establecido en el número 1º del artículo 50, al cual no me referiré en particular, como también al retiro de la reserva y a la denuncia de los tratados por el Presidente de la República.


En síntesis, las modificaciones introducidas al número 1º del artículo 50 van en una línea adecuada y de lógico y completo perfeccionamiento de las normas de aprobación de los tratados por el Congreso Nacional, partiendo de la base que la facultad para negociarlos y ratificarlos, por imperio de la propia norma constitucional, está radicada en el Presidente de la República, en virtud del número 17º del artículo 32 de nuestro texto constitucional.


El último punto al cual me quiero referir dice relación con la norma habilitante para que nuestro país pueda, de una vez por todas, ratificar el estatuto de la Corte Penal Internacional, la cual está encargada de juzgar situaciones muy específicas que tienen que ver con el derecho humanitario afectado por situaciones relacionadas con estados de guerra, como son los crímenes de genocidio, de lesa humanidad, de guerra y de agresión. Ese es el punto específico al cual se refiere el estatuto de la Corte Penal Internacional. Lo digo porque muchas veces esto no se entiende y se confunden los términos, lo cual quedó de manifiesto en la discusión que tuvimos en su momento sobre el particular.


La Corte Penal Internacional funciona en virtud del principio de universalidad. Situaciones de la magnitud que hemos señalado obligan a que la comunidad internacional, en su conjunto, pueda actuar frente a ellas a través de un tribunal permanente, como la Corte Penal Internacional, y no de tribunales ad-hoc, los cuales han actuado, pero con la precariedad jurídica de haber sido creados después de ocurridos los hechos. Los tribunales de Nuremberg y Tokio, después de la segunda guerra mundial, son un ejemplo de ello.


En nuestros días, tenemos a los tribunales que juzgan la situación de Ruanda y de la ex Yugoslavia. La Corte Penal Internacional corrige esta situación al constituirse como tribunal permanente. En sus estatutos está claramente consagrado el principio de la irretroactividad, esencial en materia penal, y el requisito de la complementariedad, que debemos tener presente, sobre todo si respetamos y creemos en nuestro estado de derecho, porque la jurisdicción de la Corte sólo operará en caso de que nuestro Estado no esté en condiciones de remediar la situación. Tendríamos muy poca credibilidad en nuestro sistema jurídico si pensáramos que el principio de la complementariedad no va a actuar de manera clara y eficiente en nuestro caso.


Los países latinoamericanos, en particular nuestros vecinos, ratificaron el estatuto de la Corte Penal Internacional. Argentina, además, tiene un fiscal en esa corte; Bolivia y Perú ya lo ratificaron. Pero nosotros aún no lo hacemos, porque un fallo del Tribunal Constitucional señaló que era necesario que su reconocimiento estuviera permitido por la Constitución. Ahora, estamos utilizando el mismo método al que recurrió Francia, Portugal e Irlanda, entre otros estados, es decir, establecer una norma constitucional habilitante en los términos en que está la disposición cuadragésima novena transitoria.


Por último, en esta materia hay un hecho palmario. La globalización no es sólo económica, también tiene contenido humano. Por lo tanto, este tipo de tribunales lo que busca es resguardar el imperio de los derechos fundamentales de la persona, particularmente en los tipos penales que he señalado.


He planteado todos estos argumentos para convocar, ojalá a la totalidad de la Sala, a votar favorablemente dicha disposición y evitar que después alguien diga que no lo sabía, y que de haberlo sabido la hubiese aprobado.


Coloqué énfasis en toda esta argumentación para entregar antecedentes precisos, jurídicos y políticos, con el objeto de que la disposición sea aprobada.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Francisco Bayo.


El señor BAYO.- Señor Presidente, coincido plenamente con lo dicho por quienes me precedieron en el uso de la palabra, en el sentido de que las proposiciones de reforma a nuestra Carta Fundamental significan un gran avance.


Sin embargo, me preocupa lo relacionado con el artículo 1º, que incorpora el concepto de pueblos indígenas.


Quiero recordar que cuando se estudió el proyecto de ley indígena fue acompañado de una reforma constitucional que incorporaba este concepto. La comisión especializada que redactó la ley indígena, presidida por el señor Francisco Huenchumilla, actual alcalde de Temuco, rechazó de inmediato esa presentación por estimar que existía un hecho básico, elemental: en nuestra Constitución, el concepto de pueblo es cuantitativo, no étnico. Todas las referencias que se hacen en los diferentes artículos de la Carta Fundamental apuntan a cantidad, el plebiscito lo define el pueblo. Reitero: el concepto es cuantitativo, no étnico. Por lo tanto, en esa oportunidad se estimó que no era conveniente aprobar ese proyecto de reforma entregado a nuestra decisión, reitero, hace casi diez años.


Por otro lado, en el derecho internacional el concepto de pueblo tiene una connotación ligada a la autonomía de los Estados.


En mi opinión, esto tiende más hacia la desintegración que a la integración. Creo que debemos preservar el criterio de integración y perfeccionar lo que tenemos. Por eso he repuesto una de las indicaciones rechazadas en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Además, pienso que ello es consecuente con lo que demostró el excelente trabajo que se desarrolló durante la presidencia de don Eduardo Frei Ruiz-Tagle: los diálogos regionales, en los cuales quedó demostrado claramente que la inmensa mayoría de los indígenas no avala las discriminaciones entre las diferentes etnias.


Por lo tanto, hay que ampliar el concepto de integración a todas las etnias.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Aníbal Pérez.


El señor PÉREZ (don Aníbal).- Señor Presidente, estamos llegando al final de un proceso político-legislativo que ha sido emblemático para todos los gobiernos de la Concertación. Si uno revisa sus programas de gobierno comprobará que este tema, las reformas constitucionales, siempre ha sido un elemento sustancial, valórico y ético de lo que entendemos por democracia.


En cambio, la Oposición, toda la Derecha, sin distinción, siempre negó los votos para aprobar reformas constitucionales, porque está en su esencia y siempre ha querido mantener el actual sistema, basado en el autoritarismo y en la exclusión. Así lo demuestra la historia de estos más de quince años de democracia.


En relación con este tema, voy a leer un fragmento de un artículo escrito hace cuarenta y tres años por un joven chileno. Dice: “En 1936 la misión del Caudillo fue salvar a España del comunismo. En 1942 su misión era crear un órgano legislativo que preservara fielmente al pueblo. Hoy su misión final es consolidar el estado corporativo, para garantizar que, a su muerte, todo se desarrolle por los cauces normales.”.


El caudillo al que se refiere la cita es, por cierto, el general Francisco Franco; el joven idealista que le escribió esas loas era Jaime Guzmán Errázuriz y el artículo es el ensayo “¡Viva Franco, arriba España!”, que llenó buena parte de la revista escolar de 1962 del Colegio de los Sagrados Corazones.


Creo que ahí está, probablemente, la semilla que germinó casi veinte años después en la Constitución de 1980. Digámoslo claramente: ha existido una profunda animadversión por la democracia y la creencia de que se requiere un gobierno fuerte, autoritario y dictatorial para que imponga disciplina en la sociedad. 


Hoy, después de veinte años, los diputados del PPD estamos relativamente contentos y alegres. En primer lugar, porque, de alguna manera, hemos convencido a la Derecha de que estaba equivocada en lo que planteó. 


Diría que le hemos doblado la mano, hemos hecho un “gallito” y hoy los tenemos bastante derrotados, porque si vamos a las actas de las discusiones legislativas de hace quince años, el discurso de la Derecha era totalmente distinto del de hoy. Hemos logrado convencerla de que estaba equivocada en sus planteamientos respecto del estado de derecho que quiere el país. 


Es verdad que a partir de esta reforma tendremos una democracia de mejor calidad, habrá mejores instituciones políticas para canalizar los anhelos de progreso y cambios de la sociedad. 


Hemos terminado, con el apoyo de los colegas de la Derecha, con las instituciones de los senadores designados y vitalicios. Me alegro y estoy contento porque se convencieron de que mantener ese enclave de la dictadura era inadecuado y atentaba contra la soberanía popular. 


En segundo lugar, hemos terminado con la inamovilidad de los comandantes en jefe de las Fuerzas Armadas, y agradezco el apoyo de la Oposición, que hasta hace un tiempo, siempre nos negó los votos para aprobar esta reforma a la Constitución. 


En tercer lugar, hemos reformulado el Consejo de Seguridad Nacional. También hemos dado categoría constitucional a los pueblos indígenas. Además, hemos aumentado las facultades de fiscalización de la Cámara de Diputados. 


Por cierto, hemos avanzado una enormidad, pero, pese a lo anterior, no estamos plenamente satisfechos porque falta enfrentar un tema fundamental para tener un sistema democrático en esencia. 


No hemos querido abordar la modificación del sistema electoral binominal, que excluye a muchas fuerzas políticas del país, no porque no tengamos los deseos de hacerlo, sino porque esta vez los estimados colegas de la Derecha no nos han dado la mayoría. 


Hasta hace uno o dos años la gente no entendía lo que era el sistema binominal, pero ha sido tanto lo que hemos martillado, que hoy sí lo entiende. Por eso, no comprenden que un 33 por ciento sea igual a un 66 por ciento, cuestión que las personas rechazan, repudian y reprueban. 


Ojalá que en un tiempo más, así como se han convencido de las ventajas de reformar la Constitución en los aspectos mencionados, los colegas de la Derecha asuman que están equivocados y nos den los votos para aprobar una reforma al sistema electoral. 


El PPD hoy quiere hacer un emplazamiento a esta nueva Derecha democrática que ha surgido en el país, para ver si es cierto que es democrática. El nuevo líder en la centro derecha, Sebastián Piñera, que dice que él es esencialmente democrático, planteó que el sustento de su candidatura presidencial está en que los ciudadanos tienen todo el derecho a optar entre varios candidatos, no sólo de la Derecha o la de Izquierda. 


Pues bien, queremos que Sebastián Piñera haga ese planteamiento ante todo el país e instruya a sus parlamentarios, a los diputados y senadores de RN, para que voten a favor del cambio del sistema electoral binominal. De lo contrario, el suyo sería un liderazgo de papel, sin valor alguno. ¿Cómo un líder, con el 70 por ciento de apoyo del consejo general de su partido no va a ser capaz de instruir a sus diputados para que voten de determinada forma en el Congreso Nacional? Queremos comprobar si efectivamente existe un espíritu democrático de esta nueva Derecha, o es la misma de siempre, que dice una cosa pero hace otra. 


Por eso, en el PPD queremos que al día siguiente de aprobada esta reforma constitucional -no el próximo año ni en algunos meses más- los diputados que estemos de acuerdo presentemos una moción para reformar el sistema electoral con el fin de que la soberanía popular se exprese en toda su magnitud, no como ocurre hoy, que queda amarrada a lo que pueden opinar dos bloques políticos por muy importantes que sean.


De esa manera caminaremos hacia una verdadera democracia.


El PPD va a apoyar esta reforma, pero quiero agregar, y lo digo responsablemente, que si no podemos cambiar el sistema electoral en este Gobierno, no les quepa la menor duda de que en el próximo gobierno de la Concertación nuevamente lo intentaremos, pues ahí se reunirán los votos para hacerlo.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Arturo Longton.


El señor LONGTON.- Señor Presidente, quiero pedirle al colega Aníbal Pérez que no se ponga nervioso, porque después de tantos años ya estamos aprobando las reformas constitucionales más duras. ¡Aguántese un poquito!


Le recuerdo al colega que hace seis o siete años, la bancada de Renovación Nacional aprobó las reformas constitucionales que hoy estamos discutiendo, pero posteriormente fueron rechazadas en el Senado. Por tanto, tenemos autoridad moral para sostener lo que estamos diciendo.


En todo caso, me quiero referir a una indicación, que vamos a reponer, relacionada con las garantías constitucionales que para mí, por lo menos, y para muchos abogados, es uno de los capítulos más importantes de nuestra Constitución.


La letra i) del número 7º, del artículo 19 habla del derecho a la indemnización por error judicial. Sin embargo, en la práctica, la Corte Suprema, en virtud de lo establecido en un auto acordado, reiteradamente ha rechazado peticiones de indemnización por error judicial. Cientos de personas han sido privadas de libertad y condenadas injustamente, pero cuando se reconoce ese error, ya han perdido su familia, sus bienes, y el Estado no ha sido capaz de indemnizarlos. En verdad, no sólo se trata de la voluntad que no ha tenido la Corte Suprema, sino también de la forma en que está redactada la norma. Al no ser escuchadas estas personas por nuestros tribunales de justicia, han recurrido a tribunales internacional, a la OEA, a la Comisión de Derechos Humanos que han acogido sus demandas y le han ordenado al Estado de Chile no sólo a indemnizar, sino a pedir perdón a quienes han sido condenados injustamente. Eso ha sido una vergüenza para el país.


Por tanto, vamos a reponer la indicación que propone eliminar en la letra i) del número 7º del artículo 19, la palabra “injustificadamente” antes de “errónea o arbitraria”, con el fin de que se señale: “la resolución que la Corte Suprema declare errónea o arbitraria”, la cual fue rechazada en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Con su aprobación haremos posible el pago de indemnización a tantas personas que injustamente han sido condenadas.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Isabel Allende.


La señora ALLENDE (doña Isabel).- Señor Presidente, soy de las personas que cree, como ya lo han mencionado mis colegas, que estamos dando un paso muy importante.


No ha sido fácil. Han pasado muchos años. Alguien habló una vez de una “transición casi interminable”, y comparto un poco esa idea. Ha sido difícil esperar 16 años para terminar con temas que jamás habían sido parte de la Constitución y nunca formaron parte de nuestra tradición. Hoy tenemos la posibilidad histórica de acabar con todo aquello que se ha conocido como los elementos autoritarios que introdujo esta Constitución. Se ha dicho con toda claridad que esta carta fundamental fue hecha a espaldas del pueblo chileno, en un momento en que no había libertad de asociación, de opinión, de funcionamiento de partidos políticos y que ha sido muy difícil para nosotros introducirle los cambios necesarios.


Celebro que, después de muchos años, en el Senado hayan logrado entrar en la senda del acuerdo. Reconozco la participación de los senadores señores Viera-Gallo, Andrés Zaldívar y de otros que tuvieron la capacidad de lograrlo.


Hay muchos temas a los cuales me quiero referir, pero es imposible desarrollarlos en seis minutos. Por eso, mencionaré sólo tres. Primero, celebro profundamente que, ¡por fin!, los hijos de los ciudadanos chilenos y chilenas nacidos en el extranjero no van a necesitar el año de avecindamiento para adquirir la nacionalidad. Es lo mismo que debió haberse hecho hace muchos años, si no hubiera existido el cálculo menor o la ausencia de generosidad en no pensar en la calidad de vida de esas personas. Lo puedo decir como testimonio personal, porque ese caso se vivió respecto de miembros de mi familia.


En segundo lugar, quiero hacer constar un hecho para la historia fidedigna de la ley. Presenté una indicación que posibilita el derecho a voto de los chilenos en el extranjero. En un mundo globalizado, como el actual, donde se supone que vamos avanzando en la profundización de la democracia, no logro entender que por mero cálculo político, de ingeniería electoral, no seamos capaces de hacer un gesto para permitir que voten los chilenos radicados en el exterior. En mis viajes al extranjero se me han acercado ciudadanos chilenos a preguntarme cuándo serán considerados.


Aun cuando no es parte del acuerdo, quiero que quede constancia de mi indicación, que fue rechazada. Por ese rechazo implica mirar la política con pequeñez, lo que nos hace daño y no hace confiables a los políticos ni a los partidos políticos. Espero que el costo político quede claro. Aquí hay una oposición cerrada de los partidos de la Alianza, que sólo miran esta reforma desde el punto de vista del cálculo electoral. Es decir, para ellos no tiene importancia alguna que los chilenos radicados en el exterior se sientan parte del país y quieran ser partícipes de un proceso democrático, cual es elegir a la más alta autoridad. Lo lamento, pero seguiré luchando por eso.


Otro tema pendiente y significativo, aunque algunos no piensen igual, es cambiar el sistema binominal por uno más proporcional, que permita que todas las expresiones ciudadanas tengan la posibilidad de acceder a este Congreso Nacional. Me gustaría ver en estos escaños a representantes de organizaciones partidarias, quienes tendrían ese derecho si se tomara en serio la palabra pluralidad o pluralismo.


Para terminar, quiero destacar dos aspectos. No se ha dicho lo suficiente respecto de que hemos puesto fin a una de las muchas arbitrariedades que contiene esta Constitución, como son las restricciones para que dirigentes gremiales o sindicales puedan postularse al Congreso. Con ello, hemos avanzado un paso más hacia la democratización, lo cual me alegra.


Por último, si reconocemos que no hay nada más importante que la persona humana y sus derechos esenciales, no puedo entender que hoy no seamos capaces de aprobar la reforma constitucional que permita la ratificación de la Corte Penal Internacional. El colega Riveros también se refirió al tema. Ese tribunal constituye una instancia eficaz para evitar la impunidad en los casos más graves y donde no funcione la justicia nacional.


De los 139 países signatarios, noventa han ratificado el reconocimiento de la Corte Penal Internacional, entre ellos, países vecinos como Argentina, Bolivia y Perú. Además, quiero decir a diputados de la Alianza que presentaron en su oportunidad un requerimiento al Tribunal Constitucional, órgano que falló sobre la necesidad de reformar la Constitución para este reconocimiento, que ahora tienen la oportunidad de concurrir con sus votos a la aprobación de esta reforma y permitir, como Congreso Nacional, ratificar este reconocimiento. Con ello darán una señal a nuestra sociedad de que no sólo les interesa un país con el cual comerciar y no se trata de ceder soberanía cuando se trata de tratados comerciales, sino, como dije al inicio de mi intervención, de demostrar que los derechos de las personas son esenciales. 


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Antonio Leal.


El señor LEAL.- Señor Presidente, es indudable que estamos dando un paso importante en la democratización de nuestra carta fundamental. Una de las bases esenciales de toda sociedad es disponer de un marco constitucional que reúna el consenso en el cual se sientan representados todos los ciudadanos y las ciudadanas de este país.


Así ocurrió con la Constitución de 1925. Más allá de las diferencias que se plantearon en grandes debates nacionales respecto del derecho de propiedad consagrado en su artículo 10 y de las modificaciones introducidas en los años ‘60 a la ley general de elecciones, marcó un hito en el desarrollo institucional de este país, porque el conjunto de las fuerzas políticas y de los sectores representados de la sociedad chilena se sentían parte de ese texto constitucional. 


Pero no ha sido así a partir de los años 80 en adelante, pues una inmensa mayoría de chilenos hemos sentido que la actual Constitución no nos representa y que ha sido impuesta por voluntad de la dictadura de Pinochet, e incluso en los años de democracia, cuando se ha reelecto el Congreso Nacional, se ha mantenido como una Constitución que viola la voluntad soberana de la mayoría de los chilenos y no los representa. 


Hoy damos un paso para elaborar un texto constitucional que servirá de base para una convivencia democrática, con un conjunto de normas institucionales que sentimos que nos representan a todos, en la medida en que consagra un estado de derecho democrático.


Me parece relevante que, a partir de ahora, los parlamentarios sean elegidos por el pueblo y no tengamos un Senado con senadores vitalicios y con senadores designados, situación que durante todos estos años ha tergiversado la voluntad soberana de los chilenos.


Me parece importante la eliminación del carácter de garante, completamente anómalo, que las Fuerzas Armadas han tenido durante todos estos años de la institucionalidad en nuestro país. ¡Fin a la tutoría militar! Es lo que estamos consagrando al eliminar las funciones del Consejo de Seguridad Nacional o al otorgar al Presidente de la República facultad para remover a los comandantes en jefe de las instituciones militares. ¡Fin a la seguridad nacional!, idea que persiguió la Constitución de Pinochet e hizo que los militares tuvieran la tutoría respecto de nuestras instituciones democráticas.


Conjuntamente con desmontar la carta fundamental que heredamos del régimen militar y que la Derecha se negó a modificar durante muchos años, hoy avanzamos en aspectos que me parecen significativos. Aun cuando me habría gustado que la mención a los pueblos indígenas hubiera sido directamente a sus derechos, me parece que damos un paso importante al hablar de la consagración de los pueblos indígenas.


Si mi amigo y colega el diputado Bayo, lee “La Tercera” de hoy, encontrará una foto bellísima de la Reina Isabel de Inglaterra, quien se reunió con el presidente de la federación de pueblos indígenas de Naciones Unidas. Hago presente lo anterior porque el pueblo araucano ya existía antes que el pueblo chileno -por supuesto, cientos de años antes que el diputado señor Bayo y de quien habla-, tal como los diaguitas y los alacalufes. Hay pueblos indígenas cuya cultura y tradición han subsistido. En el norte, los aimaras y los collas pertenecen a pueblos indígenas que se reconocen constitucionalmente con estas enmiendas.


Me parece importante la mención que se hace al plebiscito, pero tengo una profunda frustración, ya que sólo está referido a las reformas constitucionales. Es decir, otros temas que estén en la Constitución Política no pueden ser plebiscitados. Sólo está referido al desacuerdo en una reforma constitucional que requiere de un determinado quórum en ambas ramas del Congreso, oportunidad en que el Presidente de la República puede llamar a un plebiscito.


Sin embargo, me parece importante que se consagre en la Constitución Política un principio a la no discriminación. Lo digo porque en la mañana me reuní con el padre del joven Ángelo Pozo Ramírez, asesinado por grupos neonazis hace pocos días, en Quillota. Junto a los diputados señores Eduardo Díaz, Felipe Salaberry y otros colegas de Renovación Nacional, de la Democracia Cristiana y del Partido Socialista, aprobamos esta mañana -bajo la sabia presidencia del diputado señor Aguiló-, en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, el proyecto de ley que establece normas para estatuir la no discriminación, la tolerancia y el respeto a la diversidad. Me parece muy importante que ello quede consagrado en la Constitución Política.


Por último, considero lamentable que no hayamos sido capaces de modificar el sistema electoral binominal mayoritario, el cual dispone subsidios a determinado sectores minoritarios y exclusiones odiosas, las que no hacen que este sistema político sea plenamente representativo. Es una lástima que no podamos elegir a los intendentes y a los presidentes de los consejos regionales, lo que hace que en estas normas constitucionales no haya una verdadera regionalización. Avanzamos a un paso demasiado tímido respecto de lo que quieren las regiones.


Asimismo, es una lástima que no tengamos una región décimo cuarta, porque en un mundo globalizado los cientos de miles de chilenos que viven en el extranjero debieran ser parte de una gran región, de una gran visión de un país que camina hacia el bicentenario, el que también tendría que estar integrado por aquellos chilenos que en la actualidad viven en el extranjero y que lo harán a futuro, muchos de los cuales viajan a Chile en forma constante, porque -reitero- vivimos en un mundo globalizado, característica que han asumido los textos constitucionales de otros países, pero que no ha sido incluida en esta reforma constitucional.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra la diputada señora María Pía Guzmán.


La señora GUZMÁN (doña María Pía).- Señor Presidente, creo que debemos felicitarnos, porque hemos llegado a un gran acuerdo, posterior al de 1989.


Quiero decir al diputado señor Leal que estoy consciente de que faltan muchas cosas, pero respecto de todas las observaciones que acaba de señalar, referidas a regionalización, autonomía de las comunas y otras, estaba absolutamente dispuesta para que su señoría hubiera presentado todas las indicaciones del caso en la Comisión de Constitución.


El señor LEAL.- ¡Fueron presentadas, pero se rechazaron!


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Ruego a la diputada señora María Pía Guzmán dirigirse a la Mesa, para evitar debates.


Puede continuar con el uso de la palabra su señoría.


La señora GUZMÁN (doña María Pía).- Señor Presidente, la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia trató de hacer un trabajo serio y en el menor tiempo posible. Es importante dejar constancia de que mientras este proyecto estuvo cinco años en el Senado, la Comisión de Constitución ha tenido que trabajar en dos meses. De hecho, hace una hora atrás todavía estábamos dando los último toques para lograr este acuerdo.


Lo primero que debo señalar es que hemos trabajado sobre la base del acuerdo político del Senado, y lo más importante es mantenerlo, porque terminar con la institución de los senadores designados y vitalicios ha sido el anhelo de muchos militantes de Renovación Nacional, desde hace muchos años.


Por otro lado, es un avance la remoción de los comandantes en jefe de las Fuerzas Armadas por el Presidente de la República. Como se dijo, es propio de un sistema democrático. 


También hemos avanzado en materia de nacionalidad y ciudadanía.


La diputada Allende señaló que no se había avanzado en cuanto a otorgar derecho a voto a los chilenos residentes en el extranjero. Quiero decirle que el hecho de que no estar de acuerdo con ella no significa que sea menos democrática.


Considero que cada persona tiene derecho a elegir a sus autoridades. Las personas son las que se benefician o perjudican con la elección de determinado Presidente de la República, senador o diputado. Somos quienes vivimos en Chile los que vamos a beneficiarnos o a perjudicarnos si elegimos a una buena o a una mala autoridad. Por lo tanto, es a nosotros a quienes nos corresponde decidir. Ésa es mi posición y la de muchas personas. En realidad, es una opinión bastante transversal.


Es importante dejar constancia de la norma transitoria propuesta por el ministro Insulza, relativa a que todo lo que tenga que ver con el sistema electoral y con el número de circunscripciones y de senadores se traslade de la Constitución Política a una ley orgánica constitucional, sin perjuicio de que se aumenta el quórum para aprobar determinadas materias. Creo que es un avance. 


En estos momentos, no pediría cambiar el sistema electoral. Es posible revisarlo y llegar a un acuerdo, pero considero que en vísperas de una campaña presidencial y parlamentaria, resulta absolutamente irresponsable plantearlo, porque vamos a aprobar normas que tendrán que ver más con lo político contingente que con una Constitución Política que deberá regirnos por muchos años.


Quiero referirme a dos aspectos de la reforma que no se han destacado suficientemente. 


En primer lugar, al artículo 8º, nuevo, que dispone que son públicos los actos de Gobierno y que sólo una ley de quórum calificado podrá establecer su secreto o reserva.


Hoy los problemas generados por la aplicación de la ley de probidad relacionados con la transparencia de los actos de Gobierno se deben a que cada servicio, incluso mediante un reglamento, puede decretar el secreto y la confidencialidad de los actos propios de sus funciones. Eso, obviamente, lleva a que nada sea transparente.


Ahora, queda establecido en términos muy amplios el principio de publicidad de los actos de los órganos del Estado.


En segundo lugar, respecto de los pueblos indígenas, estoy de acuerdo en que se debe proteger todo lo relacionado con sus tradiciones culturales. El Diccionario de la Lengua Española, más allá de lo que cada uno quiera entender, señala que pueblo es un grupo humano que se gobierna con autonomía. La palabra apropiada es etnia, que tiene que ver con una raza originaria. El diputado Francisco Bayo repuso una indicación para que sea ésta la palabra utilizada. De esa manera, estamos ciento por ciento de acuerdo con aprobar dicha norma. No queremos tener problemas a futuro respecto de la divisibilidad o unidad de la nación chilena.


Otro asunto que deseo plantear se refiere a la residencia de dos años en una región para ser diputado o senador.


Si queremos fortalecer la regionalización, como lo establece el artículo 3º, no podemos borrar con el codo lo que hemos escrito con la mano, porque lo que importa -cada vez me doy más cuenta de ello- para representar bien a un distrito o región es vivir ahí y estar cerca de la gente. Los cargos no sólo se ganan, también se sirven, y para servirlos bien hay que vivir en el distrito que uno representa.


También quiero destacar que hemos dado lugar a un gran segundo acuerdo político que tiene por objeto otorgar a la Cámara de Diputados ciertas facultades que siempre debió tener, de manera que no esté sometida al excesivo presidencialismo de nuestro sistema de gobierno que consagra la Constitución. Es así como el Presidente de la Cámara de Diputados formará parte del Consejo de Seguridad Nacional; la Cámara de Diputados será informada sobre la remoción de los comandantes en jefe; el Presidente de la Cámara subirá en la prelación de vacancia del Presidente de la República, y, quizás lo más importante, en el sistema de fiscalización se incorporará la obligación del Presidente de la República de responder, por la vía del ministro correspondiente, dentro de un plazo fatal de treinta días, todas las observaciones o acuerdos formulados por uno o más diputados. Más aún, podremos citar a los ministros, con el acuerdo -si no me equivoco- de un tercio de los diputados en ejercicio, todas las veces que sea necesario, con el objeto de que nos informen sobre algún problema contingente; no para pronunciar grandes discursos, como ocurre en las sesiones especiales, sino para que respondan preguntas sobre asuntos concretos que se indicarán en la convocatoria correspondiente y otras consultas que surjan durante la sesión. No más discursos, sino una “interpelación” -aunque no al estilo inglés- a los ministros para que respondan sobre los problemas contingentes más graves.


Por último, respecto de las urgencias, quiero dejar en claro que a Renovación Nacional le interesa muchísimo trabajar bien en la Cámara de Diputados, pero con el actual uso que se da a las urgencias no es posible hacerlo. Hay comisiones atiborradas de proyectos con urgencia y no se sabe por dónde comenzar, lo que genera gran desorden.


Corresponde, entonces -se presentó una indicación en ese sentido que después fue modificada, pero aún hay problemas para llegar a un acuerdo-, que si el Presidente de la República considera que un proyecto debe tramitarse con determinada urgencia, se lo haga saber a la Cámara, para que ésta lo califique y se llegue a un acuerdo. Es decir, se trata de que el sistema de urgencias opere a través de acuerdos entre la Cámara de Diputados y el Ejecutivo.


Tal como se lo señalé al ministro Insulza, esperamos que se nos den a conocer los proyectos de discusión inmediata. Lo que queremos es lograr acuerdos en materia de urgencias, de manera que las comisiones trabajen en forma ordenada y efectiva.


Se podrían decir muchas otras cosas más sobre esta reforma constitucional. Hemos trabajado arduamente y habríamos preferido tener más tiempo para su estudio. Aquí no ha habido una discusión de ideas; debemos recalcarlo. En dos meses -aunque tuvimos tres largas sesiones cada semana- no se puede hacer una discusión de fondo. Por ejemplo, sobre el Tribunal Constitucional, cuestión que no vamos a poder votar hoy, porque debemos llegar a acuerdo con el Senado; de lo contrario, cualquiera referencia al Tribunal Constitucional se nos caerá y quedaremos con lo que existe hoy día en que, incluso, hay miembros nombrados por el Cosena, y es obvio que no queremos eso. Por lo tanto, esa materia se sacó y habrá un informe complementario de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia respecto de ella. 


Pero el problema más grave no dice relación sólo con su integración, sino con sus facultades. Una de ellas es la cuestión de constitucionalidad y la otra, el amparo extraordinario, temas respecto de los cuales no hemos discutido a fondo. Me alegro que vuelva a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia y de que lo podamos revisar con los senadores, porque eso nos permitirá discutirlo con expertos y constitucionalistas, a fin de encontrar la mejor forma de que el Tribunal Constitucional, máxima instancia interpretativa de la Constitución, realice sus funciones en forma efectiva. 


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Camilo Escalona.


El señor ESCALONA.- Señor Presidente, en esta reforma constitucional, la bancada socialista me encomendó la tarea de referirme al tema relacionado con los pueblos indígenas. 


No comparto la opinión de que no hemos tenido tiempo suficiente para tener este debate. En verdad, lleva por lo menos 15 años, desde que se reinstaló el Congreso Nacional en marzo de 1990, cuando comenzó la transición democrática. Se han hecho diversos esfuerzos, algunos limitados y con un éxito parcial, otros sin éxito. Pero, sería faltar a la verdad insistir en que no ha habido debate, porque ha sido larguísimo. 


De pronto los ciudadanos se preguntan cómo gastamos tanto tiempo en estos debates, pero lo que ocurre es que ahora se han creado las condiciones para llegar a acuerdos que nos permitirán aprobar estas reformas constitucionales. De hecho, muchos de nosotros llegamos en 1990 con la idea de que en ese primer período legislativo íbamos a aprobarlas, pero no fue posible. Yo no tenía las canas de ahora, como tampoco las tenía el colega que preside la sesión; otros tenían abundante cabellera que ahora ya no tienen. En realidad, pasó mucho tiempo para que, finalmente, pudiéramos crear las condiciones y llegar a este acuerdo constitucional, que permitirá depurar a nuestra Constitución de aquellos aspectos más antidemocráticos, propios de la mentalidad autoritaria con que fue concebida. En ese sentido, la eliminación de los senadores designados y de la inamovilidad de los comandantes en jefe constituyen una base muy significativa.


Ahora bien, entrando en materia, quiero pedir a la Sala que apruebe la redacción del último párrafo del inciso sexto -que ha pasado a ser séptimo- del artículo 1º que dice en su parte final: “Especialmente, la ley garantizará el derecho a conservar, desarrollar y fortalecer la identidad, idiomas, instituciones y tradiciones espirituales, sociales y culturales de los pueblos indígenas que forman parte de la Nación chilena.”. Ésta fue la redacción que aprobó la Comisión. Y me preocupa el anuncio que hizo la diputada señora Pía Guzmán, en cuanto a que habría una indicación del diputado Bayo para reemplazar las palabras “pueblos indígenas” por el término “etnias”, porque no es concordante con los avances que afortunadamente hemos logrado en esta materia.


Todo el sentido de la reforma en este aspecto es reconocer a los pueblos originarios, de norte a sur, incluso, a aquellos que desafortunadamente ya no existen a causa del desarrollo histórico y porque el Estado no fue capaz de asegurar su conservación a lo largo del tiempo. 


El sentido es reconocer, como dice este párrafo, que la nación chilena está constituida por diferentes pueblos indígenas y que es deber del Estado conservar, desarrollar y fortalecer su identidad, idiomas, instituciones y tradiciones espirituales, sociales y culturales.


Si alguien tuviera la preocupación de que esto pudiera ser atentatorio contra la nación chilena, ello está perfectamente resuelto con la incorporación en el mismo artículo del párrafo siguiente: “La Nación chilena es una e indivisible.”.


Es decir, ha habido un esfuerzo serio y de fondo por resolver ambas cosas. En el mundo globalizado en que vivimos es esencial tener una nación. Es parte de la aspiración de los pueblos. En esta vorágine de consumo y de pérdida de identidad, la nación constituye parte del patrimonio cultural esencial de cada persona. El sentirse chileno es propio de la identidad cultural de la que formamos parte y es lógico defender y preservar el sentido nacional. Eso está cautelado por esta redacción: “La Nación chilena es una e indivisible.”.


Al mismo tiempo, el derecho internacional ha avanzado al reconocer que en una nación, en su diversidad y pluralismo, existen pueblos indígenas que deben ser reconocidos y respetados.


He dicho.


El señor OJEDA (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Jorge Burgos.


El señor BURGOS.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero resaltar la importancia de este proceso de reformas constitucionales, que ha sido largo y dificultoso. Como decía con razón el diputado Camilo Escalona, muchos esperábamos que se hubiera dado en los primeros años de la democracia naciente, en 1990, pero no ocurrió así. Pasaron varios años, hubo muchos hechos, cayeron directivas de partidos políticos porque tenían una tesis distinta de la que parecía ser la mayoritaria en sus bancadas, en fin. 


Hemos logrado un buen acuerdo político -como dijimos en la discusión general- que pone término a lo que, con razón, se denomina el trípode conservador de la Constitución de 1980, en sus orígenes, fundamentalmente radicada en el Tribunal Constitucional, en la Corte Suprema y en el Consejo de Seguridad Nacional. Éste, en buena parte, se desarma. Probablemente en varios aspectos, para algunos faltan materias, faltan cosas, pero debemos estar contentos con lo que se ha hecho.


En general, la Constitución se puso al día con la reforma procesal penal. Aunque parezca increíble, estaba atrasada, tenía una serie de conceptos que daban cuenta de un sistema judicial que está perdido en el tiempo.


Como se ha resaltado, hemos logrado que se reconozca de mejor manera la potestad exclusiva y excluyente de fiscalización de la Cámara de Diputados. Para eso, hay una serie de artículos -no los voy a mencionar-, pero el solo hecho de poner las comisiones investigadoras en sede constitucional es un avance notable. Ello obliga a actuar con mucha responsabilidad. 


Cuando se toma la decisión de que una minoría sustancial, pero minoría, pueda conseguir crear comisiones investigadoras, por cierto, es una buena cosa, desde el punto de vista del desarrollo democrático, mas es una obligación actuar con ecuanimidad y de manera rigurosa. De lo contrario, se puede prestar -espero que no sea así- para objetivos que no son los buscados. 


Hay una serie de avances muy importantes respecto de la Cámara de Diputados. Se hace mayor claridad en el orden sucesorio de su Presidente y se respeta lo que debe ser, en fin.


Quiero hacer algunas consideraciones sobre un capítulo que, a mi juicio, es muy importante. Viene del Senado y vamos a proponer votarlo con el quórum necesario entre las normas que no fueron objeto de indicaciones. Me refiero al relativo a los estados de excepción, muy bien logrado e importante para la ciudadanía.


Como principio esencial, creo que la forma en que está redactada esa norma termina con la lógica de la seguridad nacional y todo el mal recuerdo -incluso dramático en algunos casos- que ella implica para la inmensa mayoría de los chilenos. En lugar de esa lógica, que tuvo un costo tan grande, se incorpora la de la democracia en los estados de excepción. Lo digo porque, desde luego, desaparece toda función del Consejo de Seguridad Nacional en relación con la declaración de los estados de excepción y, en su reemplazo, entra a tallar el Congreso Nacional -el Senado y la Cámara de Diputados-, que asumirá un rol preponderante en la materia.


Quiero recordar algunas normas constitucionales. 


En el artículo 40, número 2º, inciso tercero, se establece que: “... el Presidente de la República, previo acuerdo del Consejo de Seguridad Nacional, podrá aplicar el estado de sitio de inmediato, mientras el Congreso se pronuncia sobre la declaración.”. Esa norma está vigente. Por fortuna, en estos 15 años de democracia jamás ha habido que declarar ese estado, pero, de haberse hecho, podía concurrir el Consejo de Seguridad Nacional, órgano constitucional que no representa la soberanía, al cual, en la reforma, lo ponemos en su exacta dimensión, pues lo liberamos, entre otras cosas, de su participación en la declaración de los estados de excepción. 


Creo que ése es un aspecto medular que debemos valorar.


También, a la hora de la lógica de la democracia en los estados de excepción -aspecto muy importante-, se establecen garantías judiciales respecto de las medidas administrativas -no menores- en relación con derechos sustanciales que pueden afectarse o conculcarse a raíz de dicho estado. En la reforma constitucional se establecen garantías judiciales expresas y explícitas. Así, en el artículo 41 D se dispone que: “Los tribunales de justicia no podrán calificar los fundamentos ni las circunstancias de hecho -a mi juicio, sí los hechos, pero no dichas circunstancias- invocados por la autoridad para decretar los estados de excepción,...”. “No obstante, respecto de las medidas particulares que afecten derechos constitucionales, siempre existirá la garantía de recurrir ante las autoridades judiciales a través de los recursos que corresponda.”.


La norma vigente, contenida en el artículo 41, número 3º, de la Constitución Política del Estado, establece que: “Los tribunales de justicia no podrán, en caso alguno, entrar a calificar los fundamentos ni las circunstancias de hecho invocadas por la autoridad para adoptar las medidas en el ejercicio de las facultades excepcionales que le confiere esta Constitución. La interposición y tramitación de los recursos de amparo y de protección que conozcan los tribunales -se entiende que durante los estados de excepción- no suspenderán los efectos de las medidas decretadas, sin perjuicio de lo que resuelvan en definitiva respecto de tales recursos.”. Ésa es la norma constitucional vigente, y la misma o una muy parecida de las actas constitucionales 1, 2 y 3, fue la que permitió que presidentes de la Corte Suprema, al inaugurar los años judiciales, dijeran que jurídicamente no estaban habilitados para conocer recursos de amparo y de protección. Esa norma permitió, desde el punto de vista jurídico, cometer una serie de brutalidades o, digámoslo de frentón, de delitos gravísimos en aras de la supuesta seguridad nacional. 


Con la norma que se incorpora, nunca más podrá haber jueces que se amparen en esa argumentación. Ese solo avance constituye, a mi juicio, un elemento central que permite aplaudir y fuerte la reforma constitucional en estudio.


Creo que buena parte de los diputados que hemos participado en la discusión de la iniciativa, hemos presentado indicaciones. Muchos hubiéramos querido avanzar más, en particular, por ejemplo, respecto del glosario de los derechos esenciales o de las garantías constitucionales. En relación con muchas de esas garantías, nuestra Constitución no está a la par de los derechos denominados de tercera generación. Sin embargo, hubo que deponer cuestiones que nos parecían lógicas, en el ánimo de que la reforma constitucional avanzara. Se obtuvo un buen compromiso político de todas las bancadas, como pude comprobar en la Comisión de Constitución. 


En lo personal, no me fue fácil retirar una indicación, presentada con otros diputados de la Democracia Cristiana, cuyo objeto era poner fin a la posibilidad de que, a través de la Constitución o por ley de quórum calificado, se estableciera la pena de muerte. Por mis convicciones religiosas, más que por mi posición política, creo que la pena de muerte no procede nunca. ¡Nunca! Cuando se suprimió, desde el punto de vista del Código Penal, se avanzó en Chile en esta materia, pero no es bueno que se mantenga en la Constitución la posibilidad de aplicarla por ley de quórum calificado.


Hubo muchas renuncias como las señaladas. Probablemente, en materia de pueblos indígenas, algunos diputados querían modificaciones más concretas, pero todos tuvimos que ceder un poco. Así se debe actuar en política para avanzar en un asunto muy importante, básico y esencial.


Los poderes Ejecutivo y Legislativo y la gente que ha trabajado en la reforma puede sentirse orgullosa de lo que hemos desarrollado. Le va a servir a nuestra democracia y al país.


He dicho. 


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Accorsi.


El señor ACCORSI.- Señor Presidente, como diputado que sólo tiene la experiencia de un período legislativo, quiero decir que éste es un día histórico para Chile. Después de esta sesión, el país será más democrático. 


¿Por qué nos hemos demorado quince años para realizar estas reformas? Por el sistema binominal y por los senadores designados y vitalicios. En el Congreso Nacional no está reflejada la voluntad popular y por eso hemos tenido que negociar. Si en la Cámara de Diputados y en el Senado se expresara la voluntad popular, hace mucho tiempo que habríamos realizado las reformas constitucionales necesarias para que Chile fuera democrático.


¡Cómo no vamos a sentir vergüenza de tener senadores designados y vitalicios! ¿Qué les contestamos a nuestros hijos cuando nos preguntan por la forma en que se eligen esos senadores?


Además, he querido intervenir porque considero que tenemos una deuda con los chilenos que viven en el extranjero. Ellos deben gozar del derecho de votar, porque son tan chilenos como todos nosotros.


El sistema binominal enferma el alma nacional, a las personas y a los partidos, y produce segregación. Es como si en una familia los hermanos pelearan contra los hermanos. En las elecciones parlamentarias debemos enfrentarnos con nuestros correligionarios, con nuestros aliados y con personas con las cuales hemos trabajado juntos. Este sistema es perverso, y por eso es necesario cambiarlo. También es muy importante que adquiramos el compromiso de luchar por que a la brevedad posible se envíe un proyecto de reforma al sistema electoral que permita realmente que la voluntad popular se exprese en el Congreso Nacional.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado señor René Manuel García.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, primero quiero aclarar, con mucha fuerza, para que no quede ninguna duda -porque, al parecer, cualquiera sea la forma en que uno vote, en la Sala todo siempre pasa a ser parte de un paquete-, que votaré favorablemente el inciso referente a los pueblos indígenas, porque creo que es un justo reconocimiento. Veremos lo que acontece más adelante, porque algunos quieren realizar cambios mucho más progresistas. Sin embargo, considero que ha quedado bien expresado en el texto de esta reforma.


Respecto de lo que señaló mi amigo y colega Enrique Accorsi, debo aclarar que esta tarde el país no será más democrático; sólo lo será en un 50 por ciento, porque aún falta que se apruebe en el Senado. En consecuencia, esperemos que eso ocurra y después podremos hablar de una democracia plena, cuando se apruebe en el Senado.


El inciso segundo del artículo 3º del proyecto dice: “Los órganos del Estado promoverán el fortalecimiento de la regionalización del país y el desarrollo equitativo y solidario entre las regiones, provincias y comunas del territorio nacional.”.


Por su parte, el inciso tercero, nuevo, que se agrega al artículo 18 señala: “En las elecciones de diputados y de senadores se empleará un procedimiento que dé por resultado una efectiva proporcionalidad en la representación popular, así como una adecuada representación de las regiones del país.”. 


Aquí hablamos de proporcionalidad, de un sistema que favorece a las regiones, de la última defensa que tenemos quienes pertenecemos a ellas y que queremos mantener inalterable.


Pero, además, se quiere modificar el artículo 44 en el sentido de suprimir el plazo de dos años de residencia en la región que requiere un ciudadano para ser elegido diputado. Pregunto, por ejemplo, si los habitantes de Concepción, más de un millón, son tan ignorantes que tienen que llevarles un candidato de Santiago. O si en Antofagasta no hay nadie capaz de ser candidato a diputado, a senador o a Presidente de la República. No, tiene que ser un señor de Santiago para sacar la presión de esa olla que tienen los partidos, donde están los eternos candidatos que quieren emigrar a regiones. ¿Ésa es la explicación que tenemos para aprobar esto?


Entonces, cuando hablamos de regionalización, una región fuerte -como lo hemos dicho en todas partes-, seamos consecuentes. Confío en la gente de mi región: en los alcaldes, concejales, senadores, diputados e intendentes.


Me da mucha pena cuando las regiones son invadidas por gente que no las conoce. Sobre todo, cuando representa a distritos o circunscripciones agrícolas y no son capaces de distinguir un toro de una vaca y hablan de agricultura y de lo que nunca han visto en su vida.


En consecuencia, pido que la modificación al artículo 44 se vote separadamente, no quiero que se vote como el resto de la reforma. Ésta es la oportunidad de defender a la gente de las regiones. Estamos consolidando una reforma. ¡Claro que todos queremos un Chile más democrático, que el Presidente tenga facultades, que los senadores sean elegidos y que haya un reconocimiento a los pueblos indígenas! Todos estamos de acuerdo. Pero también hay que tener dignidad. No podría pasearme por mi región después de aprobar un artículo para llenar cargos con gente que no es de ahí. Creo que las regiones merecen ser representadas por gente que ha nacido en ellas y que tiene intereses propios. ¿O acaso es más digno arrendar una casa por un mes o comprar un sitio de 5 mil metros cuadrados y decir que pertenece a ella cuando la visita quince días al año y no sabe lo que pasa allí?. 


En consecuencia, señor Presidente, 
-perdónenme que lo diga tan duramente- mientras Dios me dé fuerzas para estar aquí, voy a defender a las regiones. No necesito vestirme de negro y hacerme llamar federal con ese fin. Las defiendo porque creo en ellas. Mis ancestros, mis tatarabuelos han sido regionalistas. Nadie de mi familia ha vivido en Santiago o en otras partes. No estoy diciendo que sea malo vivir en Santiago ni tampoco que allí no haya gente capaz; pero, también la gente de regiones se ha educado, ha vivido, ha vibrado y las ha hecho crecer. 


Quiero reafirmar aquí nuestro compromiso de hacer un Chile mejor y más regionalista. No pensemos en las regiones sólo para aumentar los cupos de senadores y que gente de Santiago los ocupe. 


Reitero mi petición para que este artículo se vote en forma separada y hago un llamado a los diputados de regiones para que no atiendan órdenes de partido en ese sentido, no se dejen influenciar y se den cuenta de que lo importante es que las regiones estén representadas por gente que realmente viva allí y vibre con ellas. 


Por eso, me siento orgulloso de representar a la región de La Araucanía y de tener la voz de las personas que creen en su gente.


He dicho. 


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.


El señor MEZA.- Señor Presidente, estamos construyendo la historia de nuestra patria y, desde luego, todo lo que aquí se dice tiene incidencia en el futuro de nuestros hijos y de los que hoy habitamos este lindo Chile.


Espero que aprobemos este conjunto de reformas a la Constitución de 1980 que, desde luego, democratizará algo más la vida de todos nosotros.


Quiero hacer referencia a dos temas en particular.


El primero es la injusticia del sistema binominal, donde vastos sectores de la vida nacional se encuentran absolutamente excluidos y no pueden ejercer, en forma proporcional a sus fuerzas electorales, el legítimo derecho de ser representados en este Poder Legislativo.


La ley electoral binominal exceptúa injustamente a esos sectores, los cuales no tienen por qué dar, en estos momentos, pruebas de vocación democrática para estar en el Congreso. Por lo tanto, sería bueno que entre todos exigiéramos cambiarlo por otro que dé garantías a todas las chilenas y chilenos y que, en forma proporcional, entregue la representación parlamentaria.


El segundo tema dice relación con los pueblos indígenas.


Quiero recordar a las diputadas y diputados que, según el Censo de 2002, en Chile viven alrededor de setecientos mil indígenas, quienes representan al 5 por ciento de la población, y que en la ley Nº 19.253, denominada ley indígena, hay ocho pueblos reconocidos: mapuche, aymara, rapa nui, quechua, kawashkar, colla, yagán y atacameño, distribuidos entre Putre y Puerto Williams, incluyendo el territorio insular. En todos los países latinoamericanos son reconocidos constitucionalmente y no existe ninguna división; por el contrario, se ha conseguido su integración plena a la sociedad. Sólo Chile y Uruguay no practican este reconocimiento democrático. Países sajones, como Estados Unidos y Canadá, por ejemplo, tienen exitosas experiencias al respecto. En Suiza reconocen su multiculturalidad con sus pueblos alpinos, franceses, alemanes, italianos, que han resistido hasta guerras mundiales.


Chile nació como una sociedad multicultural y pluriétnica y, sin embargo, su estado se construyó sobre la base de una sola cultura: la occidental. Hoy es de toda justicia reconocer en la Constitución el pacto social fundamental de que somos una sociedad multicultural. En este reconocimiento debe considerarse el carácter de pueblo de las agrupaciones indígenas primigenias del país. “Pueblos indígenas” es la mejor denominación, no sólo porque sociológicamente corresponde, sino porque los indígenas se llaman a sí mismos como pueblos.


El Gobierno ha insistido durante una década y media para que el Congreso Nacional dé este reconocimiento, pero éste se ha negado insistentemente. Creo que deberíamos ir más allá aún de lo que nos propone el texto que estamos debatiendo y reconocer también a nuestros pueblos indígenas los derechos políticos y territoriales que les son tan sentidos. No debemos tener miedo, porque la soberanía no se alterará de ningún modo.


Tal vez, el texto que se ha propuesto para la aprobación de la Sala no es el mejor, pero, indudablemente, es un avance importante. Por lo tanto, invito a todas las diputadas y diputados y, en especial, a los de Oposición, a votar favorablemente, como lo haremos los diputados radicales, el reconocimiento constitucional de todos los pueblos originarios. No hay duda de que los avances democráticos, como los partos, son complejos, pero en esta oportunidad dependen fundamentalmente de la grandeza de cada una y cada uno de nosotros, en cuanto seamos capaces de entregar este reconocimiento que permitirá que extranjeros y otros países del mundo miren de forma distinta nuestra nación.


Debemos ponernos a la altura de la modernidad y de los derechos que corresponden a cada una y a cada uno de los chilenos que vivimos en este suelo y bajo este cielo.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado señor Gonzalo Uriarte.


El señor URIARTE.- Señor Presidente, hemos escuchado largas intervenciones y de todas se desprende que la reforma constitucional ha llegado a buen término. Con ella mejora aún más el estado de derecho del país.


Principios básicos como la subsidiariedad del Estado, esto es, que el Estado esté al servicio de la persona y no la persona al servicio del Estado; la autonomía de los cuerpos intermedios y el derecho de propiedad, entre otros, no sólo quedan incólumes, sino, además, se fortalecen con la reforma.


Se mejoran sustancialmente las facultades fiscalizadoras de la Cámara de Diputados, requisito fundamental, además, para el equilibrio de los poderes. No es consistente con una democracia verdadera el decir una cosa y hacer otra. Por ejemplo, que una autoridad hable de democracia y no conteste oficios de fiscalización, o que un ministro diga que se responden todas las consultas o los antecedentes que pide la Oposición y que, en los hechos, eso no ocurra dentro de plazo ni de forma.


Con las reformas en discusión se fortalecen facultades que hoy tiene la Cámara de Diputados. Una, por ejemplo, es la de poder formar comisiones investigadoras con el acuerdo de los dos quintos de los diputados; no como ahora en que se requiere de la mayoría simple que impide a la minoría de turno conocer los antecedentes. Habrá más democracia porque habrá más equilibrio de poderes.


Se perfecciona el sistema de citación a los ministros y se otorga a los diputados la posibilidad de conseguir información no sólo a través de oficios de fiscalización, sino también de solicitación de antecedentes. Todos sabemos que muchos de los oficios de fiscalización que se piden, particularmente desde este lado del hemiciclo, no son respondidos en tiempo y forma por las autoridades de gobierno.


Además, se perfecciona nuestra Carta Fundamental en el capítulo -tal vez, el más importante- referido al Tribunal Constitucional. No sólo se uniforma la jurisprudencia, pues se radica en una misma sede la inaplicabilidad y los requerimientos por inconstitucionalidad, sino también se faculta al Tribunal Constitucional para derogar normas inconstitucionales.


Otra reforma, respecto de la cual ningún señor diputado ha hecho alusión, es aquella que fortalece las facultades de la Cámara de Diputados puesto que le permite participar en el proceso de aprobación de los tratados internacionales, particularmente en el caso de las reservas. Ahora podremos fiscalizar, tal vez no como quisiéramos, pero sí de mejor manera.


Con el diputado Darío Paya hemos renovado una indicación en cuanto a establecer una inhabilidad muy sana, cual es que quienes ocupen jefaturas de servicio con gran actividad fiscalizadora, o que se desempeñen en funciones de alta exposición pública, no puedan ser candidatos a diputados o senadores. Con ello se pretende dar mayor transparencia al ejercicio de determinadas funciones públicas que, ocupadas como trampolín político, normalmente se desvirtúan.


En resumen, apoyamos un conjunto de reformas que fortalecen los derechos individuales y los capítulos más importantes de nuestra Constitución, que van a permitir, sin duda, utilizar este instrumento como un pilar fundamental para proyectar nuestro país a una nueva era: la de la igualdad de oportunidades.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).-Tiene la palabra el diputado señor Eduardo Díaz.


El señor DÍAZ.- Señor Presidente, en relación con las indicaciones al artículo 1º de la Constitución, y en el contexto de las demandas de los chilenos de origen indígena, éstos señalaron claramente que el tema del reconocimiento constitucional no estaba dentro de sus prioridades, sin perjuicio de lo cual, en caso de abordarse, debe hacerse correctamente, sin discriminar a nadie y a partir de los hechos históricos.


Respaldo y hago propia la política indígena del gobierno del Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle, que se materializó en los diálogos comunales de Mideplán de 1999. Esta fue la más participativa encuesta en terreno, con los interesados en forma directa, sin intermediarios. Es el instrumento válido para hacer un correcto diagnóstico del tema y actuar en consecuencia.


El universo seleccionado para este estudio incluyó 658 comunidades, lo que implicó la participación de 3.599 dirigentes. Allí se expresaron las demandas principales de los campesinos chilenos de origen araucano, las que se agrupan en los siguientes ámbitos y orden de prioridades:


Infraestructura y servicios, 39 por ciento; económico productivo, 30,32 por ciento; tierras, 10,85 por ciento; sociopolítico, 6,91 por ciento; rescate cultural, 1,50 por ciento.


Hago propia dicha forma de actuar del Presidente Frei, porque escuchando a los destinatarios y sus prioridades es como hay que diseñar las políticas públicas para que sean exitosas. Herencia de esos diálogos y de esa política es, por ejemplo, el programa “Orígenes”, que ataca el problema de la pobreza de los chilenos de origen araucano en su real dimensión, atiende la demanda principal de pobreza para entregar a las comunidades la oportunidad de cuidar la cultura ancestral: desarrollo con identidad.


Hay que pagar la deuda que la nación tiene con los compatriotas de origen indígena, que son los más pobres, más excluidos, más discriminados y más marginados del bienestar y de los beneficios del desarrollo.


La política pública en materia indígena debe trazarse escuchando a los que participaron en los diálogos y actuar según el orden de prelación de sus demandas. La reforma constitucional se enmarca en el 6,91 por ciento del ámbito sociopolítico antes visto.


Sobre el reconocimiento constitucional, hay que tener presente la historia de algunos de sus elementos. Desde el siglo XV, la corona de Castilla consideró que los primeros ocupantes que poblaban América, a su llegada, eran seres humanos con alma, igual a los castellanos que conquistaban, y encomendó y exigió su respeto y evangelización. Podemos ver las historias de Francisco de Vittoria, Fray Bartolomé de Las Casas y los trabajos de los jesuitas, dominicos y franciscanos. De esta forma, se indujo a un profundo mestizaje y aculturamiento que se plasmó en la formación de un pueblo chileno esencialmente mestizo.


Los araucanos siempre vivieron en estado tribal, es decir, conformando tribus que no luchaban por su soberanía territorial. Éstos llegaron a ser fieles leales de la corona de Castilla hasta después de la Independencia de Chile y avanzada la República. De tal modo, los principales conflictos durante el Chile monárquico se produjeron por el trueque y el robo de mujeres y caballos, teniendo entre sus protagonistas a mestizos de todos los bandos en conflicto.


Los araucanos, junto a los castellanos, pasaron a conformar la matriz en que se forjó el pueblo chileno, y defendieron a Chile, como el que más, en la guerra contra la Confederación Perú-Boliviana y en la del Pacífico. Un gran ejemplo es Juan Lorenzo Colipí, héroe de las batallas del puente Buin y del puente Llaclla.


El pueblo chileno recibió, además, el aporte étnico, durante los siglos XIX y XX, de croatas, chinos, italianos, árabes, palestinos, judíos, alemanes, coreanos, japoneses y muchos otros, y considero francamente injusto ignorarlos y discriminarlos en cualquier texto constitucional. Nunca Chile ha manifestado asomos de xenofobia.


Dejando establecido que no es prioridad de los chilenos de origen indígena un reconocimiento, estamos dispuestos a hacerlo, pero de manera integradora, no discriminatoria, considerando el rico mestizaje del país. Lo contrario, sería traicionar nuestra historia al construir artificialmente grupos étnicos antagónicos entre sí y distintos al pueblo chileno. El camino debe ser de mayor unidad e integración, en lugar de centrarse en la división y discriminación.


Un ejemplo de cómo puede hacerse bien este reconocimiento lo encontramos en el derecho comparado, artículo 7º de la nueva Constitución colombiana, cuyo texto señala: “El Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la nación colombiana.”.


La indicación que propuse, que fue rechazada en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, pero que hoy se repone, cumple todos esos objetivos. Por eso, hago un llamado a los diputados para aprobarla.


La actual propuesta del Ejecutivo no reconoce la multietnicidad de Chile -que es lo que queremos-, porque excluye a los descendientes de otras etnias, que han hecho un importante aporte a la nación chilena. Por eso, propongo mejorarla sustituyendo la frase “los pueblos indígenas de dicha propuesta”, por “todas las etnias”. De esta forma, se reconoce a todos los grupos humanos que contribuyeron a la formación de Chile, incluidas las etnias indígenas.


Por lo tanto, si ello no es posible, anuncio mi abstención.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Eugenio Tuma.


El señor TUMA.- Señor Presidente, estoy sorprendido con la intervención del diputado señor Díaz, cuando nos habla de la ninguna importancia que puede tener una Constitución para los pueblos.


Desde luego, han sido los historiadores quienes le han dado su real importancia a las Cartas Fundamentales de 1833, de 1925, y también a la de 1980, que tanto defendió el señor diputado Díaz.


En una encuesta ciudadana no necesariamente debiera estar, en el primer lugar de las prioridades, la reforma constitucional. Lo que realmente debiera importarnos es tener una Carta Fundamental que sea el marco de una legislación justa y que reconozca la realidad del país.


Con la indicación del diputado señor Díaz, para reemplazar la palabra “pueblos” por “etnias”, estaríamos volviendo atrás. Nosotros planteamos la necesidad de reconocer a los pueblos originarios para que dejen de tener el carácter de invisibles. Así fueron consagrados en todas las constituciones, porque nunca han sido considerados. Por primera vez, en este Congreso Nacional, esperamos votar favorablemente el reconocimiento constitucional de la etnia, con existencia real, pero como pueblo.


El diputado señor Díaz dice que hay que darle el mismo tratamiento que se da a las etnias. Eso es distinto. Yo soy descendiente de palestinos, como otros lo serán de españoles, alemanes, ingleses, que llegaron voluntariamente, como inmigrantes, a participar en los destinos del país. En tanto, los pueblos originarios participaron obligadamente. Nunca participaron voluntariamente en el diseño del Estado. Todas las políticas y programas, toda la legislación orientada a los pueblos indígenas sólo han logrado reducir su población; en algunos casos se ha llegado hasta eliminarlos. Incluso se les han disminuido sus espacios territoriales. Les recuerdo que, a la fecha de creación del estado de Chile, poseían 33 millones de hectáreas; sin embargo, al año 1990, sólo tenían 300 mil hectáreas. Pero hoy, gracias a las políticas públicas de los gobiernos de la Concertación, tienen 750 mil hectáreas.


Esta reforma es un avance en ese sentido. Es cierto que no me satisface la redacción de la norma, que sólo reconoce a los pueblos indígenas, sin precisar cuál será la forma de hacerlo: si vamos a darles la posibilidad de tener representación en los distintos niveles de la sociedad; en el nivel municipal, en los consejos regionales de aquellas regiones en las que hay presencia indígena; en fin, que tengan representación nacional, equivalente al número de su población, que asciende a un millón de personas, esto es, 10 por ciento de los ciudadanos inscritos. Incluso, en la Cámara de Diputados podrían tener 12 diputados, elegidos mediante un registro especial para los indígenas. 


Por qué no implementar -si se aprueba la reforma y se les reconoce como pueblo- políticas o instrumentos que permitan discriminar en favor de los pueblos indígenas de una manera distinta de las otras etnias. No podemos plantear que los pueblos originarios están en la misma condición que las etnias de inmigrantes.


La norma no sólo debió contemplar el reconocimiento de los pueblos indígenas, sino también los mecanismos de participación social, de reconocimiento territorial, de privilegio para la explotación de los recursos naturales, de privilegio de patentes para el uso de plantas medicinales y de todo lo proveniente del suelo y del subsuelo. Sin embargo, no lo hace. 


No obstante, el hecho de que la Cámara de Diputados reconozca, al menos, la existencia de los pueblos indígenas. constituye un gran avance, el que nos permitirá, en el futuro, legislar para discriminar. Discriminar también significa igualar, es decir, discriminar positivamente; y ellos no están en igualdad de condiciones con el resto de la población: han perdido tierras, han perdido muchas veces su dignidad, han perdido oportunidades, porque la sociedad, del modo como hemos construido el Estado, no ha dado a los pueblos originarios las mismas oportunidades que han tenido los inmigrantes o los mestizos. 


Reitero: no me satisface completamente esta reforma, pues tiene contenidos que la diluyen, como la frase propuesta al final del inciso séptimo del artículo 1º, que establece que la “Nación chilena” sigue siendo una sola nación, como si atentáramos contra el Estado unitario. Todos los países de América Latina con presencia indígena tienen un reconocimiento constitucional de sus pueblos originarios y ello no amenaza el estado unitario. Creo que ése es un temor a la democracia, a la verdad y a la realidad, absolutamente infundado. 


Por lo tanto, planteo algo distinto de lo propuesto por el diputado Díaz, y digo que debemos reconocer la existencia de los pueblos indígenas de esta tierra. No son, como se ha dicho, campesinos pobres, no son legatarios privilegiados de los pacificadores de La Araucanía. Son pueblos dignos, con una historia de lucha, que hace mucho tiempo tomaron la decisión de hacerse cargo de la construcción de su propio futuro.


Es hora de que consagremos esa posibilidad en la Constitución; es hora de que reconozcamos la dignidad de los pueblos originarios. Esta Constitución debe reconocerlo, respaldarlo y fomentarlo. 


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora María Angélica Cristi.


La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señor Presidente, he escuchado atentamente todas las intervenciones y tengo algo que decir a los chilenos que escuchan este debate. 


Es obvio que las reformas constitucionales son tremendamente importantes para los países. El cambio más esencial que se puede hacer a nuestras leyes está en la Carta Constitucional. Por lo tanto, lo que hoy debatimos, trascenderá en el futuro del país. 


No crean los chilenos que estos cambios constitucionales van a resolver sus problemas. Las reformas constitucionales no terminan con la delincuencia, la cesantía y la pobreza, ni tampoco mejoran la salud, que es lo que verdaderamente importa a los chilenos. En las encuestas, la reforma constitucional o el sistema binominal aparecen con un pequeño porcentaje de interés por parte de la población.


No obstante, no puedo dejar de referirme a una materia en particular. 


Terminar con la inamovilidad de los comandantes en jefe es tremendamente grave y sólo nos llevará a politizar las Fuerzas Armadas. Actualmente, el Presidente de la República puede y tiene formas de removerlos, por lo que establecerlo de manera explícita en la Constitución, sólo acarreará el peligro de que ellos sean absolutamente dependientes y serviles del jefe del Estado de turno y se politicen, ya que surgirá la posibilidad de que sean nombrados por un nuevo período; además, estarán subordinados totalmente a él, que es lo que algunos desean. Considero tremendamente peligroso y nefasto que el Presidente de la República decida, por cualquier motivo, no sólo remover a un comandante en jefe, sino a cualquier otro miembro de las Fuerzas Armadas. Con esta modificación se politiza a las Fuerzas Armadas y se les quita una tremenda preponderancia en el país, lo cual es inconveniente, para dejarlas absolutamente subordinadas al poder civil. Los militares aún pueden ayudar, por ejemplo, en la administración de defensa y en muchas materias relativas a las ramas de las Fuerzas Armadas. Lo que se pretende aquí es terminar con la influencia del poder militar en cualquier área del país y dejarlas bajo la dependencia del Presidente de la República.


Por lo tanto, sé que hay acuerdo para que esta modificación sea aprobada, pero la considero innecesaria y altamente peligrosa para el futuro de nuestro país, debido a la posible politización de las Fuerzas Armadas, lo cual podríamos lamentar.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Ojeda.


El señor OJEDA.- Señor Presidente, se están introduciendo 59 modificaciones a la Constitución Política. Sin embargo, me referiré sólo a una en especial, porque ya hablé sobre otra durante la discusión en general.


Quiero apoyar la modificación de la letra b) al artículo 1º de la Constitución, que sustituye el inciso sexto, que ha pasado a ser séptimo, que señala que la ley garantizará “la identidad, idiomas, instituciones y tradiciones espirituales, sociales y culturales de los pueblos indígenas que forman parte de la Nación chilena.” De alguna manera, se adopta el concepto de pueblos indígenas, que tanto hemos intentado introducir en la Constitución Política del Estado. Con ello se da cumplimiento en gran parte, aunque no del todo, al compromiso de Nueva Imperial, de 1989, acordado por el entonces Presidente de la República, don Patricio Aylwin. Por primera vez queda establecido en nuestra Carta Fundamental el término “pueblos indígenas”. Durante muchos años se trabajó para su reconocimiento constitucional, porque es deber del Estado reconocerlos. Los intentos fracasaron en dos oportunidades por falta de quórum: una en la Cámara de Diputados y otra, en el Senado.


Sin embargo, esta modificación no tendría sentido si no se aprobara también el proyecto aprobatorio del Convenio 169 de la OIT, sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, cuya tramitación está inconclusa, pues no ha sido despachado por el Congreso Nacional. No obstante, contamos con la ley Nº 19.253, sobre fomento, protección y desarrollo de las comunidades indígenas, que creó la Conadi.


Por lo tanto, estamos en deuda con dichas comunidades; hay una institucionalidad insuficiente, egoísta e incompleta. Queremos llegar a lo óptimo, lo justo y lo necesario, con equidad y justicia. En consecuencia, con esta modificación damos un gran paso.


El reconocimiento constitucional de los pueblos indígenas es una aspiración y una necesidad, como también un atributo y un merecimiento. ¿Cuál es el temor a incorporar este concepto en la Carta Fundamental? ¿Queda salvaguardada la integridad del Estado? Es una aprensión errada de quienes pretenden ver en este concepto una concepción de independencia y autonomía del Estado chileno, ya que si bien la modificación constitucional utiliza el concepto “pueblos”, a la vez enfatiza que “forman parte de la Nación chilena”, para evitar cualquiera duda y suspicacia de separación o de independencia. Pueblo es un concepto sociológico, y no implica, por ningún motivo, la idea de grupos que tiendan a la independencia del Estado en que habitan. De hecho, eso no ha ocurrido en los países en que en sus constituciones incluyen en forma expresa a los pueblos indígenas, como Canadá, Colombia, México, Nicaragua, Paraguay y Venezuela. La autonomía es un argumento repetido y sin consistencia, pues no ocurre en ninguno de los países que utilizan ese concepto.


La Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato ha hecho un esfuerzo valioso por analizar, concluir y proponer materias que impliquen renovar o rectificar el trato y la situación de las comunidades indígenas. Propone como elemento vital el reconocimiento constitucional de esos pueblos. Nuevo trato significa nuevo enfoque. La Comisión recomienda las bases sobre las que debe sustentarse una política de Estado hacia los pueblos indígenas. Allí se formó la convicción de la necesidad de un nuevo trato hacia los pueblos indígenas, pero no puede haber nuevo trato sin reconocimiento constitucional, y no puede haber reconocimiento sin valorar a esas etnias, que implican una cultura, una historia, una tradición y un gran aporte al país.


Esos pueblos son la gente que habita su tierra, son sufridos y emprendedores; viven en el norte y en el sur del país, en Temuco y en San Juan de la Costa, y requieren un trato acorde a su dignidad e historia, para darles la consideración que se merecen como culturas y como etnias.


No busquemos pretextos ni argumentos que frenen este avance y progreso que le estamos dando a esta concepción. La fuerza de la razón unida al sentimiento es más fuerte.


Anuncio mi voto favorable la reforma, en especial al inciso que señalé.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Ulloa.


El señor ULLOA.- Señor Presidente, después de escuchar distintas intervenciones, me parece muy importante señalar que no hay que olvidar que el sistema electoral obedece a la necesidad de estructurar el Estado de acuerdo con el bien que se desea cuidar.


El constituyente de 1980 privilegió la unidad nacional, y desde esa perspectiva hay que entender su definición por el sistema binominal, que no es antidemocrático. De hecho, cualquier persona que estudie ciencias políticas sabe que es una muestra de profunda ignorancia señalar que un sistema es más democrático que otro. Si se califica de antidemocrático al sistema binominal, qué cabe esperar del sistema uninominal de Inglaterra o de otros sistemas que no corresponden a un sistema proporcional, el que, desde luego, tiene ventajas, pero también severas limitaciones.


En ese sentido, hay una colisión de intereses entre los sectores políticos que desean mantener su cuota de poder, los cuales siempre van a buscar la proporcionalidad, y el país en general, cuyos intereses están mejor resguardados con un sistema que permite que los grandes bloques operen hacia el centro, que no con un mecanismo que, en la práctica, tiende a la fragmentación, como ocurrió en Chile, y que, de alguna manera, explica la grave crisis que vivió el país.


Por otra parte, quiero señalar mi discrepancia respecto de otras materias.


Entiendo que la argumentación política hace aconsejable llegar a algunos acuerdos en determinados momentos, pero no puedo dejar de manifestar mi discrepancia respecto de la eliminación de dos temas.


El primero es la eliminación del requisito de residencia, que ya se ha señalado.


Sin embargo, no quiero profundizar en ese tema, porque muchos se han referido a él, sino que lo haré en relación con dos materias que se han eliminado en el artículo 90, referido a las Fuerzas Armadas.


Por una parte, se eliminó su condición de garantes del orden institucional. Francamente, me parece un error que las Fuerzas Armadas dejen de estar presentes en el proceso democrático. Por el contrario, pienso que debieran estar incorporadas en el modelo democrático. De hecho, la ley que crea la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones reconoce que las labores de inteligencia realizadas por las Fuerzas Armadas y policiales garantizan la estabilidad de la democracia. Desde esa perspectiva, reitero que constituye un error suprimir tal disposición, aunque comprendo que haya posturas distintas.


Por otra parte, a mi juicio también constituye un error y un paso atrás pensar que la inmovilidad de los comandantes en jefe, como está planteada hoy, deja sin posibilidades de operar al Presidente de la República. Ello no es así, porque los hechos han demostrado que el Presidente de la República puede remover a un comandante en jefe con las actuales disposiciones constitucionales.


Esta modificación me parece una especie de manipulación de las Fuerzas Armadas, cosa que considero altamente negativa. Lo digo en los mismos términos que lo hicieron hace algunos años, si no me equivoco, en 1970, Patricio Aylwin y Eduardo Frei Montalva, quienes señalaron como altamente inconveniente la intervención del mundo político en las Fuerzas Armadas.


Siento que este es un paso equivocado, por lo que, por lo menos, manifiesto mi discrepancia con esta modificación que se pretende introducir a la Constitución.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alejandro Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, los temas de la reforma constitucional son muchos, y me hubiera gustado pronunciarme respecto de varios. Lamentablemente, las limitaciones de tiempo me lo impiden, por lo que sólo me referiré a uno: la modificación que introduce la letra b) al artículo 1º de la Constitución, que ha sido ampliamente debatida.


La reforma constitucional que otorga reconocimiento a los pueblos indígenas transgrede lo dispuesto en el artículo 34 de la denominada ley indígena, que señala en forma clara que no se pueden realizar reformas que tengan injerencia o relación con nuestros indígenas sin consulta a las organizaciones de dichos pueblos.


Por su parte, el artículo 7º del convenio 169 de la OIT señala que no es posible, sin consentimiento previo e informado de los pueblos, establecer reformas a la Constitución Política. Eso no lo hemos cumplido o lo hemos cumplido a medias.


Hemos recorrido un largo camino desde la aprobación de la llamada ley indígena para devolver a los pueblos originarios lo que siempre les perteneció.


Nos hemos empeñado en que el Estado les otorgue pan, pero con una sistemática negación de libertad. Le hemos entregado el programa Orígenes, la Conadi, el Mideplán, recursos del BID y del Fondo Indígena, pero no les hemos reconocido derechos especiales que les permitan llevar su propia forma de vida; tampoco hemos reconocido que usurpamos sus tierras. El informe de la Comisión Verdad Histórica y Nuevo Trato así lo establece, al igual que la devolución de las tierras, que ha sido importante, ha develado que nuestro Estado las había usurpado, por lo que tienen derecho a que les sean restituidas.


En materia de derechos políticos, aún falta reconocer que las autoridades de los pueblos indígenas, en los ámbitos de su competencia, puedan decidir situaciones de manera rápida y sencilla, de acuerdo con su cultura. La verdad es que hay una distancia entre esa cultura y la legislación a la que día a día intentamos que ellos adhieran. 


Quiero señalar que el Poder Judicial ha sido cuestionado incluso por el relator de las Naciones Unidas, señor Rodolfo Stavenhagen, por el caso de los loncos Aniceto Norín y Pascual Pichún. Eso, desgraciadamente, continúa vigente. Ellos están detenidos, y el Ministerio Público y la reforma judicial han demostrado que hoy se discrimina a los indígenas. El Ministerio Público no logra dar plenas garantías dentro del estado de derecho para que ellos tengan justicia. 


Muchos reclamamos sobre el sistema binominal; decimos que margina a los partidos políticos minoritarios. Sin embargo, con las minorías étnicas o llamados pueblos originarios ocurre lo mismo. 


Hemos intentado hacer una propuesta mucho más completa, desde ya, muy diferente a la que ha planteado el diputado señor Eduardo Díaz, quien insiste, de manera majadera, en eliminar el concepto pueblo y reemplazarlo por etnia. 


Esa discusión la hemos tenido con las propias comunidades. Es importante recordar que hemos intentado un texto, no autoritario ni retórico -como son las mayorías de las Constituciones de América Latina, que son letra muerta-, dentro de la prudencia, apelando a la conciencia en particular de los parlamentarios, que permita recoger ampliamente lo que hoy muchas comunidades han planteado o que las organizaciones con vida propia han señalado. 


El reconocimiento del derecho a la tierra, al idioma propio o al multilingüismo, el establecimiento de normas sobre patrimonio cultural, el reconocimiento del carácter multicultural de la nación chilena, el reconocimiento a la generación de sus propias autoridades y el derecho de la participación son elementos clave. 


Teniendo presente la generación de esta reforma y reconociendo que el concepto pueblo permite un avance, anuncio mi abstención sobre este artículo. 


He dicho. 


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.


El señor ROBLES.- Señor Presidente, estamos ante una de las reformas más importantes en la vida del país. La reforma de la Constitución Política de la Republica es, tal vez, una de las cosas más serias que hacemos los parlamentarios. 


Lo cierto es que cuando discutimos en esta Sala los representantes del pueblo y nos tenemos que abocar a dar nuestra mirada a los cambios tan importantes en la Constitución en tres o cuatro minutos, lo que podemos hacer es prácticamente nada. 


Que nosotros mismos nos neguemos la posibilidad de explicar a nuestra gente lo que pensamos, me parece poco adecuado. Por lo tanto, voy a referirme sólo a dos o tres de las materias que se van a cambiar. 


En primer lugar, me parece fundamental que aprobemos la indicación que agrega un inciso tercero, nuevo, en el artículo 18 de la Constitución, que dice: “En las elecciones de diputados y senadores se empleará un procedimiento que dé por resultado una efectiva proporcionalidad en la representación popular,...”. 


Hay un sector muy importante de chilenos que no están representados en el Congreso y que tienen expresión real en las urnas, por ejemplo, en la elección de concejales, porque, evidentemente, el sistema binominal impide que se represente a toda la ciudadanía como corresponde desde el punto de vista de las distintas visiones de la realidad que se concretan en acciones diversas. 


Me parece que nuestro país no llegará a ser democrático si todas las expresiones no están representadas en este Congreso. Que se quede afuera cerca de un 10 por ciento de la población que piensa de manera distinta a los que aquí estamos es impresentable. 



Por eso, incluir esta norma en la Constitución es básica para después reformar la ley de elecciones y cambiar el sistema binominal. Hacia allá tenemos que conducir nuestros pasos. 


Además, es muy importante que la ciudadanía esté atenta a la forma en que votan sus parlamentarios en este sentido. 


También me parece básico que estemos entregando de nuevo la tuición ética a los colegios profesionales, como ocurre al cambiar el numeral 16 del artículo 18 de la Constitución.


Los colegios profesionales siempre tuvieron el control ético de sus afiliados. Quitárselo fue un acto que atentó contra los profesionales; volver a entregárselo permite avanzar.


Aun cuando me quedan tan pocos minutos, no puedo dejar de referirme a la indicación, que en el artículo 44 de la Constitución suprime la exigencia de tener residencia en la región o distrito electoral a que postula. Creo que ello obedece a intereses de parlamentarios centralistas -de Santiago-, porque no me cabe otra explicación respecto de incorporar este tipo de modificación a la Constitución.


Por tanto, pido que esta indicación se vote en forma separada. No es posible que una persona que representará a quienes votarán por ella no viva en el mismo lugar que sus electores. ¿Cómo es posible que alguien pretenda representar a los ciudadanos de Vallenar o de Atacama si nunca ha vivido ahí? Tampoco es posible que un parlamentario represente a un ciudadano a la distancia, sin vivir en el lugar donde pueda ser elegido.


En verdad, aquellos que plantearon suprimir en el artículo 44 la exigencia de tener residencia en la región a que pertenezca el distrito electoral correspondiente tienen una visión demasiado centralista de lo que debe ser la representación del pueblo.



Resulta evidente que este tema se ha tratado en forma errónea. Estoy absolutamente seguro de que quienes representamos a regiones no podemos aceptar que en ellas no haya una persona capaz y de méritos para llegar al Congreso y representar a la gente de su región.


En verdad, cuando uno lee la Constitución y observa los cambios que se han hecho, se da cuenta de que algunos son bastante importantes; otros, solamente un barniz. 


Digo con toda franqueza al señor Presidente que discutir la Constitución Política de la República en este Congreso en sólo cuatro minutos que me han asignado, me parece una insolencia ante las atribuciones que tenemos como representantes del pueblo. Considero que la Mesa no ha estado acertada, porque todos tenemos derecho a expresar nuestros planteamientos, sobre todo en representación de la gente que ha votado por nosotros.


He dicho.


El señor LETELIER, don Felipe 
(Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Egaña.


El señor EGAÑA.- Señor Presidente, me voy a referir puntualmente, por lo escaso del tiempo, a un caso muy discutido: al sistema binominal.


Aquí se ha descalificado reiteradamente el sistema electoral binominal, tildándolo de antidemocrático. Creo que todos los sistemas electorales vigentes en distintas naciones tienen ventaja y desventajas, cada uno con sus características. Recomendaría a los colegas que lo han impugnado no descalificarlo sin contar con mayores antecedentes.


Quiero traer a la memoria de la Sala que en las elecciones municipales se han utilizado cuatro sistemas de votación. No sé si eso es antidemocrático o no democrático. Sólo voy a dar una cifra, porque sería muy largo hacer una relación en detalle del actual sistema electoral. En la última elección municipal, la Concertación, con el 49 por ciento de los votos, obtuvo el 78 por ciento de los alcaldes. ¿Alguien podría decir que ese sistema es antidemocrático? No; corresponde a las características del sistema que se estableció para la elección de alcaldes, que es distinto al que se aplicó para los concejales.


Por lo tanto, no acepto que en forma tan liviana se descalifique un sistema electoral, como el binominal, que ha dado estabilidad al país. Sin duda, puede ser que haya pequeñas minorías que no estén representadas, pero si analizamos las cifras en el caso parlamentario, veremos que siempre han estado bordeando alrededor del 5 por ciento. En otros sistemas electorales, aquel que no llega a esa cifra no participa en la próxima elección.


Por lo tanto, a muchos de los colegas que han intervenido respecto de este tema les recomiendo revisar en la Biblioteca del Congreso Nacional la abundante literatura acerca de los distintos sistemas electorales y sus particularidades, a fin de que no descalifiquen y digan de buenas a primeras que el sistema binominal es antidemocrático.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Ceroni.


El señor CERONI.- Señor Presidente, sin duda, esta reforma a la Carta Fundamental constituye un paso muy importante y significativo hacia la democracia.


Obviamente, la ampliación de la facultad fiscalizadora de la Cámara de Diputados, la eliminación de los senadores vitalicios y designados, el cambio en el Consejo de Seguridad Nacional y en el Tribunal Constitucional, la sujeción de los comandantes en jefe del Ejército, de la Armada, de la Fuerza Aérea, del general director de Carabineros y del director nacional de la Policía de Investigaciones al Presidente de la República, fortalecen nuestro sistema democrático.


A muchos parlamentarios, en especial de la Concertación, nos habría gustado tener un texto mejor y más claro para haber cambiado el sistema binominal, pero no se pudo hacer debido a los acuerdos políticos en virtud de los cuales estamos concretando esta reforma.


Cabe reconocer que la Comisión trabajó en un ambiente de muy alto nivel. Tanto los parlamentarios de Gobierno como de Oposición hemos trabajado en forma muy seria en el tema de las reformas constitucionales.


También quiero referirme a algo que dijo una honorable diputada en el sentido de que este tema no es interesante para la gente. Creo que ése es un grave error. Con seguridad se afirmó que no es de interés para la gente, porque no tiene que ver con la seguridad ciudadana o con el desempleo.


A mi juicio, eso es no entender lo que son las reformas constitucionales y no hacer que un Estado sea más democrático. En la medida en que un Estado es más democrático, con un parlamento integrado en forma democrática, por supuesto que las leyes van a ser mucho más democráticas y van a representar adecuadamente los intereses de la gente. Además, darán mejor respuesta en materia de seguridad ciudadana, de desempleo y se podrán hacer muchas cosas de modo más eficiente.


Por ello, creo que la reforma a la Constitución tiene un gran sentido y es importante para la gente, pero hay que explicársela bien.


Por último, quiero poner énfasis en la importancia de la disposición cuadragésima novena mediante la cual el Estado chileno podrá reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional. Debido a su importancia, debemos aprobar ese punto. En la práctica, todos los países de América Latina y de la Unión Europea reconocen a la Corte Penal Internacional. Sería muy lamentable que rechazáramos esa norma y nos quedásemos marginados del reconocimiento de su jurisdicción, que es de extrema importancia, sobre todo para muchos delitos que no son debidamente juzgados.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Para terminar la discusión de las reformas constitucionales, tiene la palabra el diputado señor Carlos Montes.


El señor MONTES.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero valorar lo que significa esta reforma constitucional. La superación de los enclaves autoritarios es un tremendo paso hacia el fortalecimiento de la democracia. Se hizo un gran trabajo en el Senado y está claro que, con la excepción del sistema binominal, hemos dado un paso muy importante respecto de dichos enclaves. Es una buena noticia para el país.


La pregunta que cabe es si esto es suficiente para hablar de una nueva Constitución. No soy abogado ni constitucionalista, pero hay principios y conceptos fundamentales que no están considerados, lo cual obliga a pensar en una nueva Constitución, sobre la base de estos acuerdos. 


Por ejemplo, el hecho de que en ninguna parte se mencione la ciudad, lugar donde vivimos y compartimos los seres humanos; que no se trate el tema de la equidad y de la igualdad y la necesidad de enfrentar la desigualdad; que se siga consagrando el carácter subsidiario del Estado en una sociedad con las complejidades de la nuestra, plantea la convicción de que en estas enmiendas no se consideraron algunos conceptos y principios esenciales.


Quizás lo más fundamental y que aún sigue pendiente es que esto no ha sido suficientemente discutido por la sociedad. La Constitución supone que hay una voluntad colectiva, que se constituye un proyecto-país en cierta visión de las reglas fundamentales que nos unen como sociedad. Si bien la reforma en estudio significa un paso importante, porque sienta las bases de un acuerdo, se necesita avanzar hacia una nueva Constitución que el pueblo chileno haga propia, que abra un gran debate y refleje la voluntad nacional.


Quiero focalizar mi intervención en tres aspectos muy puntuales. En primer lugar, valoro que se haya establecido el recurso de protección en relación con el derecho de la educación, porque en este ámbito se producen muchos abusos. Es fundamental que quienes sientan esa discriminación, abuso, exclusión, segregación, etcétera, tengan la posibilidad de hacer uso de ese recurso.


Hay un fallo del Tribunal Constitucional sobre la acreditación para concursar como directores de colegios. En verdad, ese debió ser motivo de un recurso de protección o, al menos, de un debate mucho mayor, porque no tiene fundamento alguno y no está considerado que los niños tienen derecho a una educación de mejor calidad. 


No tengo tiempo para profundizar en esta materia, pero llamo a la Derecha a votar a favor esta norma -entiendo que lo harán en contra- para establecer el recurso de protección respecto del derecho a la educación.


En segundo lugar, la reforma no modifica el sistema binominal, lo cual constituye una gran limitación -se trata de un aspecto muy importante del sistema político- pues rigidiza la institucionalidad, que pierde dinamismo y limita la capacidad de cambios e innovaciones. En la medida en que las nuevas corrientes, pensamientos y opiniones de distinto tipo, no tengan posibilidades de expresarse ni de influir, limita la institucionalidad democrática, distancia a la política de la dinámica concreta de un país, reproduce a las autoridades -dos tercios son reelectos en cada elección-, tiende a mantener un marco de ideas y cuesta incorporar los nuevos impulsos que existen en la sociedad.



La competencia al momento de optar y la circulación de ideas son conceptos muy importantes y esenciales de la democracia, no los bloques rígidos. 


Sabemos que la Derecha quiere mantener los privilegios que tiene con el sistema binominal. Lo lamentamos y esperamos que en algún momento reflexione y se dé cuenta de que esto tiene que ver con la calidad de la democracia. Hemos planteado que esto se aplique en una próxima elección, pero hay que reflexionar al respecto.


Sebastián Piñera debe definirse acerca de esta materia. Antes dijo que no estaba de acuerdo con el sistema binominal; hoy le cobramos la palabra y queremos saber qué dice al respecto, ya que él era partidario de modificar. Hay que profundizar la democracia en este aspecto.


En tercer lugar, quiero referirme al Estado subsidiario, a esta rigidez ideológica de tener tan circunscritas las facultades y las limitaciones del Estado, lo que resta capacidad a los municipios para actuar en ciertas materias. Es tremendamente limitante ese concepto, pero no tengo tiempo para desarrollar la idea. En todo caso, creo que deberíamos flexibilizar la capacidad del Estado y de los municipios para unirse con empresas o con instituciones de otro tipo. Lamento que la reforma constitucional no enfrente este aspecto, tan fundamental para el desarrollo de las comunas y para solucionar problemas.


Repito: se trata de un gran paso, pero hay conceptos y principios fundamentales que ojalá podamos incorporar más adelante en una nueva reforma constitucional.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Cerrado el debate.


-Con posterioridad la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Corresponde votar la reforma constitucional, originada en moción, que modifica la composición y atribuciones del Congreso Nacional, la aprobación de los tratados internacionales, la integración y funciones del Tribunal Constitucional y otras materias que indica, el que se encuentra en segundo trámite constitucional.


Se votarán en primer lugar las siguientes disposiciones que no fueron objetos de indicaciones ni modificaciones:


En el artículo 1º los números 3, que requiere de 74 votos para su aprobación; 6 letra b), que requiere 67 votos para su aprobación; 7, que requiere 67 votos para su aprobación; 10, que requiere 67 votos para su aprobación; 14, que requiere 67 votos para su aprobación; 19, que requiere 67 votos para su aprobación; 20, que requiere 67 votos para su aprobación; 37, que requiere 67 votos para su aprobación; 41, que requiere 67 votos para su aprobación; 42, que requiere 67 votos para su aprobación; 50, que requiere 74 votos para su aprobación; 54, que requiere 67 votos para su aprobación; 56, que requiere 74 votos para su aprobación; y 59 Nºs. 2, 6 y 7, que requiere 67 votos para su aprobación. 


El señor INSULZA (ministro del Interior).- Pido la palabra.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el ministro del Interior, señor José Miguel Insulza.


El señor INSULZA (ministro del Interior).- Señor Presidente, tengo entendido que los números 5, letra b), y 7 del artículo 1º se someterán a un informe complementario. 


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Señor ministro, los números 2 y 5 del artículo 1º están para el informe complementario.


El señor INSULZA (ministro del Interior).- Señor Presidente, quiero explicar brevemente esta situación.


El número 7 del artículo 1º dice: Agrégase al artículo 13, el siguiente inciso tercero, nuevo: 


“Tratándose de los chilenos a que se refieren los números 3º y 5º del artículo 10, el ejercicio de los derechos que les confiere la ciudadanía estará sujeto a que hubieren estado avecindados en Chile por más de un año.”.


Eso es parte del acuerdo político. Por lo tanto, llamo a votarlo a favor. Pero en la Comisión se planteó la posibilidad, a través del número 5, letra b), de sustituir el número 3º, del artículo 10 por el siguiente: 


“3º Los hijos de padre o madre chilenos, nacidos en territorio extranjero. Con todo se requerirá que alguno de sus ascendientes en línea recta de primero o segundo grado haya adquirido la nacionalidad chilena en virtud de lo establecido en los números 1º, 4º y 5º.”.


El Ejecutivo hizo presente que el número 3º que acabo de leer no estaba en el acuerdo político, pero que estábamos disponibles para aceptar uno de los dos. Es decir, o se acepta la ascendencia de dos grados o el avecindamiento de los hijos de chilenos para los efectos de ejercer la ciudadanía, pero señalamos taxativamente que no estábamos dispuestos a aceptar ambos números.


Por lo tanto, me parece procedente votar los números 5 y 7 en conjunto. Hemos dicho que es uno u otro, pero en ningún caso aprobar uno ahora y dejar el otro para después.


Gracias, señor Presidente.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Darío Paya.


El señor PAYA.- Señor Presidente, es sobre un planteamiento hecho hoy por el Ejecutivo, en el sentido de incorporar entre las materias que quedarán sujetas a un informe complementario exclusivamente lo que está consignado en el número 5. Ahora, en el fondo, está vinculado con el número 7 y, en ese sentido, el ministro tiene razón.


Lo que no cuestionamos es la posibilidad de eliminar el requisito de avecindamiento en Chile por más de un año. Si al ministro le parece razonable, no tenemos inconveniente en que el número 7 también se incluya en el informe complementario, si ello implica abrir la puerta a que también sea modificado. Pero nosotros lo dábamos por despachado por ser parte del acuerdo político.


En consecuencia, no hay oposición para incluirlo, aunque me parece contradictorio con el acuerdo político.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Entonces, ¿habría acuerdo de la Sala para incluir el número 7 en el informe complementario?


Acordado.


En votación los números 3, 6, 10, 14, 19, 20, 37, 41, 42, 50, 54, 56 y 59, números 2, 6 y 7, del artículo 1º.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 105 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobados.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Díaz, 



Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), 
Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don 
Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), 
Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, 
Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña 
Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Corresponde votar las siguientes disposiciones contenidas en el acuerdo político que se alcanzó en el Senado por los distintos partidos: números 5, letras a) y c); 6, letra a); 24, 51 y 59, número 3. Todos requieren de 67 votos afirmativos, salvo el número 51 que requiere de 74 votos afirmativos para su aprobación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 103 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobados.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cubillos (doña Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, Forni, 
Galilea (don Pablo), Galilea (don José 
Antonio), García (don René Manuel), 
García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, 
Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña 
Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don 
Víctor), Prieto, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, 
Sepúlveda (doña alejandra), Silva, Soto 
(doña Laura), Tapia, Tohá (doña Carolina), Tuma, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación las siguientes disposiciones que forman parte de los acuerdos alcanzados por senadores y diputados: números 4, 8, 9, 12, letras b) y d); 13, letra b); 15, 16, 17, 18, 21, 22, 26, 27, 28, 29, 30, 32, letras a), c), d) y e); 33, 34, 35, 38, 40, 43, 44, 45, 49, 52, 53, 57 bis, 58 y 59, número 4.



La señora GUZMÁN (doña Pía).- Señor Presidente, pido la palabra para hacer una precisión.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra su señoría.


La señora GUZMÁN (doña Pía).- En el número 34, son parte del acuerdo los incisos primero y cuarto, y en el número 59, sólo el numeral 4.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Así lo señalé, señora diputada, pero lo voy a reiterar. En el número 34, los incisos primero y cuarto, y en el número 59, el número 4.


Todos estos numerales requieren 67 votos afirmativos para su aprobación, salvo los números 4, 12, 13, 52 y 53, que requieren 74 votos.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 105 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, 
Escalona, Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, 



Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), 
Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, 
Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña 
Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
A continuación, corresponde votar los números para los cuales se pidió votación separada.


En votación el número 1, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 74 señores diputados.


El señor DÍAZ.- Señor Presidente, pido la palabra.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra su señoría.


El señor DÍAZ.- Señor Presidente, ¿hay una indicación renovada respecto de ese artículo?


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Señor diputado, la indicación será leída en el momento oportuno.



Tiene la palabra la diputada señora Pía Guzmán.


La señora GUZMÁN (doña Pía).- Señor Presidente, si se rechaza el número 1, no tendría sentido alguno la indicación de los diputados señores Bayo, Vargas y Palma y de la señora Lily Pérez. Por lo tanto, habría que votar primero la indicación y, posteriormente, el número 1, letra b).


El señor LUKSIC.- Señor Presidente, pido la palabra.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra su señoría.


El señor LUKSIC.- Señor Presidente, la relación está dada entre la letra a) del número 1 que señala: “La Nación chilena es una e indivisible”, y el número 2, mediante el cual se sustituye el artículo 3º, que dispone: “El Estado de Chile es unitario. Los órganos del Estado promoverán el fortalecimiento de la regionalización del país y el desarrollo equitativo y solidario entre las regiones, provincias y comunas del territorio nacional.”.


Si aprobamos el número 2, relacionado con la regionalización, estaríamos aprobando también el número 1, letra b), que establece que la Nación chilena es una e indivisible, porque el Estado es unitario.


-Hablan varios señores diputados a la vez.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Juan 
Bustos.


El señor BUSTOS.- Señor Presidente, el número 1 tiene dos aspectos que están estrechamente unidos: la letra a), que dice que la nación chilena es una e indivisible, y la letra b), que en el fondo hace un reconocimiento 



a los pueblos originarios. Por lo tanto, las letras a) y b) están absolutamente relacionadas.


Gracias, señor Presidente.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora María Pía Guzmán.


La señora GUZMÁN (doña María Pía).- Señor Presidente, sólo para reiterar lo que ya señalé.


La indicación repuesta se refiere a que el Estado reconoce a todas las etnias que integran la nación chilena. Por lo tanto, está directamente relacionada con el número 1 letra b), que se refiere a los pueblos indígenas. De manera que tenemos que votar primero la indicación repuesta y posteriormente el número 1.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Señora diputada, la Mesa no lo entiende así y, por lo tanto, voy a poner en votación, primero, el número 1 y luego la indicación señalada.


En votación el número 1, para cuya aprobación se requiere del voto afirmativo de 74 señores diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 53 votos; por la negativa, 25 votos. Hubo 25 abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazado, porque no se alcanzó el quórum requerido de 74 votos afirmativos.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Encina, Escalona, Espinoza, Galilea (don José Antonio), 
García (don René Manuel), Girardi, 
González (don Rodrigo), Hales, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, 
Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Ojeda, Olivares, Ortiz, 
Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), 
Riveros, Robles, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña Carolina), Tuma, Valenzuela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados.

Bayo, Bertolino, Cardemil, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Forni, Galilea (don Pablo), 
García-Huidobro, Guzmán (doña Pía), Kast, Kuschel, Martínez, Molina, Monckeberg, Palma, Paya, Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Ulloa, Uriarte, Urrutia, 
Varela y Vilches.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Alvarado, Álvarez, Araya, Barros, Bauer, Díaz, Dittborn, Egaña, González (doña 
Rosa), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Leay, Longueira, Lorenzini, 
Masferrer, Melero, Navarro, Norambuena, Pérez (don Ramón), Recondo, Rojas, Rossi, Salaberry y Von Mühlenbrock.


El señor TUMA.- Pido copia de la votación, señor Presidente.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Edgardo Riveros.


El señor RIVEROS.- Señor Presidente, quiero que la Mesa explicite las consecuencias de la votación que se ha producido, pues queda la sensación de que se rechazó todo el artículo, lo que sería extremadamente grave.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Bayo.


El señor BAYO.- Señor Presidente, concordando con lo que dice el diputado señor Riveros, vuelvo a plantear lo que ya se dijo, en cuanto a que votemos primero la indicación, porque su resultado seguramente cambiará la votación del número 1.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Cito a reunión a los jefes de los comités parlamentarios.


Se suspende la sesión.


-Transcurrido el tiempo de suspensión:


El señor ASCENCIO (Presidente).- Continúa la sesión.


Se va a votar la indicación renovada de los diputados Bayo, Vargas, Palma; Pérez, doña Lily, y Díaz, para intercalar un inciso cuarto al artículo 1º de la Constitución Política, cuya aprobación requiere el voto afirmativo de 74 señores diputados.


El señor Secretario le va a dar lectura.


El señor LOYOLA (Secretario).- 
“El Estado reconoce a todas las etnias, las cuales integran la nación chilena. La ley promoverá el respeto y desarrollo de sus culturas, lenguas, organización social y costumbres, y garantizará a sus integrantes la participación que les corresponde en iguales términos que a todos los demás chilenos.”.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 19 votos; por la negativa, 58 votos. Hubo 21 abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazada.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Bayo, Cardemil, Cornejo, 
Díaz, Galilea (don Pablo), Guzmán (doña Pía), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (doña Carmen), Longton, Martínez, Masferrer, Palma, Pérez (doña Lily), Tapia, Vilches, Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Ascencio, Barros, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Encina, Espinoza, Forni, García (don René Manuel), Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, Montes, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Ortiz, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Víctor), Recondo, Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Silva, Soto (doña Laura), Tohá (doña 
Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Varela, Venegas y Vidal (doña Ximena).


-Se abstuvieron los diputados señores:

Álvarez, Araya, Bauer, Bertolino, 
Dittborn, Egaña, Galilea (don José 
Antonio), García-Huidobro, Ibáñez (don Gonzalo), Longueira, Lorenzini, Melero, Norambuena, Olivares, Pérez (don Ramón), Prieto, Rojas, Salaberry, Sepúlveda (doña Alejandra), Urrutia y Von Mühlenbrock.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación el número 11 del artículo 1º, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 67 señores diputados. 


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 55 votos; por la negativa, 44 votos. Hubo 2 abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Díaz, 
Encina, Escalona, Espinoza, Girardi, 
González (don Rodrigo), Hales, Ibáñez 
(doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Lorenzini, Luksic, Mella (doña María eugenia), Meza, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Marcela), Silva, Soto 
(doña Laura), Tapia, Tohá (doña Carolina), Tuma, Vidal (doña Ximena) y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Cardemil, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Forni, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Leay, Longueira, Martínez, Masferrer, Melero, Molina, Monckeberg, Norambuena, Palma, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Venegas, Vilches y Von Mühlenbrock.



-Se abstuvieron los diputados señores:

Galilea (don José Antonio) y Pérez (doña Lily).


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación la letra a) del número 12 del artículo 1º, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 74 señores diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 56 votos; por la negativa, 42 votos. No hubo abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazada.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Díaz, 
Encina, Escalona, Espinoza, Girardi, 
González (don Rodrigo), Hales, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Lorenzini, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), 
Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, 
Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña Carolina), Tuma, Venegas, Vidal (doña Ximena), 
Vilches, Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Cardemil, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), 



Dittborn, Egaña, Errázuriz, Forni, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Leay, Longueira, Martínez, Masferrer, Melero, Molina, Norambuena, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela y Von 
Mühlenbrock.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación el inciso primero de la letra c) del número 12 del artículo 1º, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 74 señores diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 100 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 1 abstención.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Burgos, Caraball 
(doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), 
Cubillos (doña Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, 
Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), 
Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don 
Rodrigo), Hales, Hernández, Hidalgo, 
Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña 
Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, Montes, Mulet, 
Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, 
Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña 
Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Votó por la negativa la diputada señora Guzmán (doña Pía).


-Se abstuvo el diputado señor Bertolino.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación el inciso segundo de la letra c) del número 12 del artículo 1º, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 74 señores diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 96 votos; por la negativa, 5 votos. No hubo abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Burgos, Caraball (doña 
Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos 
(doña Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, 
Encina, Errázuriz, Escalona, Forni, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Bayo, Bertolino, Hidalgo, Kuschel y Palma.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación la letra e) del número 12 del artículo 1º, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 74 señores diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 62 votos; por la negativa, 36 votos. Hubo 2 abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazada.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball 



(doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Díaz, 
Encina, Escalona, Galilea (don Pablo), 
García (don René Manuel), Girardi, 
González (don Rodrigo), Hales, Ibáñez 
(doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kuschel, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, 
Lorenzini, Martínez, Mella (doña María Eugenia), Meza, Monckeberg, Montes, 
Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Pérez (don José), Pérez (don 
Aníbal), Pérez (doña Lily), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña Carolina), Tuma, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bayo, 
Bertolino, Correa, Cristi (doña María 
Angélica), Cubillos (doña Marcela), 
Dittborn, Egaña, Forni, Galilea (don José Antonio), García-Huidobro, González (doña Rosa), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Leay, Longueira, Masferrer, Melero, Molina, Norambuena, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela y Von Mühlenbrock.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Errázuriz y Guzmán (doña Pía).


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación la indicación renovada de los diputados señores Longton, Palma y Vargas y de la diputada señora Guzmán, doña Pía, para suprimir la palabra “injustificadamente” en la letra i) del número 7 del artículo 19 de la Constitución, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 74 señores diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 14 votos; por la negativa, 84 votos. Hubo 1 abstención.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazada.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Bayo, Bertolino, Bustos, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), Guzmán (doña Pía), Hidalgo, Ibáñez (doña Carmen), Kuschel, Longton, Palma, Pérez (doña Lily), Recondo y Vilches.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Burgos, Caraball (doña 
Eliana), Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi 
(doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, Forni, García (don René Manuel), García-Huidobro, 
Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Hales, Hernández, Jaramillo, Jeame Barrueto, Kast, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longueira, Lorenzini, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don 
Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María 
Antonieta), Salaberry, Salas, Sánchez, 
Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña 
Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Se abstuvo el diputado señor Ibáñez (don Gonzalo).


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación el número 13, letra a), del 
artículo 1º, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 74 señores diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 56 votos; por la negativa, 45 votos. No hubo abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Díaz, Encina, 
Escalona, Espinoza, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, 
Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Lorenzini, Luksic, Mella (doña 
María Eugenia), Meza, Montes, Mulet, 
Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, 
Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña Carolina), Tuma, Venegas, Vidal (doña Ximena), 
Vilches, Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Cardemil, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Errázuriz, Forni, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), 



García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Kuschel, Leay, Longueira, Martínez, Masferrer, Melero, Molina, Monckeberg, Norambuena, Palma, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don 
Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela y Von 
Mühlenbrock.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación el número 23 del artículo 1º, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 67 señores diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 55 votos; por la negativa, 39 votos. Hubo 4 abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Allende (doña 
Isabel), Barros, Bauer, Burgos, Bustos, 
Cardemil, Correa, Cristi (doña María 
Angélica), Cubillos (doña Marcela), 
Dittborn, Egaña, Escalona, Forni, García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), Hales, Hernández, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Kast, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Longton, Longueira, Luksic, 
Masferrer, Melero, Molina, Montes, Mulet, Muñoz (doña Adriana), Norambuena, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Riveros, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Silva, Tohá (doña Carolina), Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Von Mühlenbrock y Walker.



-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Araya, Ascencio, Bayo, Bertolino, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Díaz, Encina, Errázuriz, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), Hidalgo, Jarpa, Kuschel, Letelier (don Felipe), Lorenzini, Martínez, Mella (doña María Eugenia), 
Meza, Muñoz (don Pedro), Navarro, Ojeda, Ortiz, Palma, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Robles, Rossi, Sepúlveda (doña Alejandra), Soto (doña Laura), Tapia, Venegas, Vilches y Villouta.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Jeame Barrueto, Leal, Olivares y Vidal (doña Ximena).


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación el número 25 del artículo 1º, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 67 señores diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 86 votos; por la negativa, 10 votos. Hubo 1 abstención.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos 
(doña Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, 
Encina, Espinoza, Forni, Galilea (don 
Pablo), Galilea (don José Antonio), García 

(don René Manuel), García-Huidobro, 
Girardi, González (doña Rosa), Hales, 
Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Leal, Leay, Longton, Longueira, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, Muñoz (doña 
Adriana), Navarro, Norambuena, Olivares, Ortiz, Palma, Paya, Pérez (don Aníbal), 
Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), 
Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salaberry, Salas, Sánchez, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, 
Urrutia, Varela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Ascencio, Errázuriz, Guzmán (doña Pía), Kuschel, Letelier (don Felipe), Mulet, Muñoz (don Pedro), Ojeda y Seguel.


-Se abstuvo el diputado señor Martínez.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación el número 31 del artículo 1º, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 67 señores diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 99 votos. No hubo votos por la negativa, ni abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, 



Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, 
Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, 
Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña 
Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Longueira, Lorenzini, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, Montes, Mulet, 
Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, 
Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña 
Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y 
Walker.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación el número 32, letra b), del artículo 1º, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 67 señores diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 57 votos; por la negativa, 43 votos. Hubo 1 abstención.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazado.



-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Díaz, Encina, Escalona, Espinoza, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, 
Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Longton, Lorenzini, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mulet, 
Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, 
Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña 
Carolina), Tuma, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Cardemil, Correa, Cristi (doña María 
Angélica), Cubillos (doña Marcela), 
Dittborn, Egaña, Forni, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Kuschel, Leay, Longueira, Martínez, Masferrer, Melero, Molina, Monckeberg, Norambuena, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, 
Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Vilches y Von Mühlenbrock.

-Se abstuvo el diputado señor Galilea (don José Antonio).


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
El señor Secretario va a dar lectura a la indicación de los diputados señores Paya, Uriarte, Salaberry y Alvarado para agregar la siguiente letra e), nueva, en el artículo 54 de la Constitución, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 67 señores diputados.


El señor LOYOLA (Secretario).- “Letra e).- Agrégase el siguiente Nº 11, nuevo: 


“Los funcionarios que puedan valerse de la naturaleza pública de su cargo para utilizarlo con fines de promoción política, una ley orgánica determinará nominativamente los cargos públicos que darán lugar a esta inhabilidad.”.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 50 votos; por la negativa, 48 votos. No hubo abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazada.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Cardemil, Ceroni, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Dittborn, Egaña, Errázuriz, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José 
Antonio), García (don René Manuel), 
García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Kuschel, Leay, Longueira, Martínez, Masferrer, Melero, Molina, Monckeberg, Norambuena, Palma, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Vilches, Villouta y Von Mühlenbrock.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cornejo, Díaz, Encina, Espinoza, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Ibáñez 
(doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Luksic, 
Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Pérez (don José), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña 
Carolina), Tuma, Venegas y Vidal (doña Ximena).


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación el número 34, incisos segundo y tercero del artículo 1º, para cuya aprobación se requiere del voto afirmativo de sesenta y siete señores diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 59 votos; por la negativa, 40 votos. No hubo abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Bertolino, Burgos, 
Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Encina, Escalona, Espinoza, Galilea (don José Antonio), Girardi, González (don 
Rodrigo), Hales, Hidalgo, Ibáñez (doña 
Carmen), Jaramillo, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Longton, Lorenzini, Luksic, 
Martínez, Mella (doña María Eugenia), 
Meza, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), 
Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, 
Sepúlveda (doña alejandra), Silva, Soto 
(doña Laura), Tapia, Tohá (doña Carolina), Tuma, Venegas, Vidal (doña Ximena), 
Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, Bayo, Cardemil, Correa, Cristi (doña María 
Angélica), Cubillos (doña Marcela), 
Dittborn, Egaña, Forni, Galilea (don Pablo), García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Kuschel, Leay, Longueira, Masferrer, Melero, Molina, Monckeberg, Norambuena, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Vilches, y Von Mühlenbrock.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación el número 36 del artículo 1º. Para su aprobación se requiere del voto afirmativo de sesenta y siete señoras diputadas y señores diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 56 votos; por la negativa, 46 votos. No hubo abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Díaz, 
Encina, Escalona, Espinoza, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, 
Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Longton, Lorenzini, Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, 
Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), 
Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, 
Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña Carolina), Tuma, Venegas, Vidal (doña Ximena), 
Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Cardemil, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, 
Kuschel, Leay, Longueira, Martínez, 
Masferrer, Melero, Molina, Monckeberg, Norambuena, Palma, Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), 
Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Vilches y Von Mühlenbrock.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación el número 39 del artículo 1º, para cuya aprobación se requiere de sesenta y siete votos afirmativos.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 100 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobado.



-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Espinoza, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), 
Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Monckeberg, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don 
Víctor), Prieto, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación el número 55 del artículo 1º. Para su aprobación se requiere del voto afirmativo de setenta y cuatro señoras diputadas y señores diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 58 votos; por la negativa, 42 votos. Hubo 1 abstención.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Díaz, 
Encina, Escalona, Espinoza, Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, 
Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Longton, Lorenzini, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mulet, 
Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, 
Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña Carolina), Tuma, Venegas, 
Vidal (doña Ximena), Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, 
Bertolino, Correa, Cristi (doña María 
Angélica), Cubillos (doña Marcela), 
Dittborn, Egaña, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Kuschel, Leay, 
Longueira, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Molina, Monckeberg, Norambuena, Paya, Pérez (don Víctor), prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Vilches y Von Mühlenbrock.


-Se abstuvo el diputado señor Bayo.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación el número 57 del artículo 1º, para cuya aprobación se requiere del voto 



afirmativo de setenta y cuatro señoras diputadas y señores diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 55 votos; por la negativa, 46 votos. Hubo 1 abstención.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Ceroni, Cornejo, Díaz, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, Galilea (don José Antonio), 
Girardi, González (don Rodrigo), Hales, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, 
Lorenzini, Luksic, Mella (doña María 
Eugenia), Meza, Montes, Muñoz (don 
Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don 
Ramón), Pérez (doña Lily), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tohá (doña 
Carolina), Tuma, Venegas, Vidal (doña Ximena) y Villouta.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Caraball (doña Eliana), Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos 
(doña Marcela), Dittborn, Egaña, Forni, Galilea (don Pablo), García (don René 
Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, 
Kuschel, Leay, Longueira, Martínez, 
Masferrer, Melero, Molina, Monckeberg, Norambuena, Palma, Paya, Pérez (don 
Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Vilches, Von Mühlenbrock y Walker.


-Se abstuvo el diputado señor Tapia.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación el número 59, número 1, del artículo 1º, para cuya aprobación se requiere del voto afirmativo de sesenta y siete señoras diputadas y señores diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 58 votos; por la negativa, 43 votos. No hubo abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Díaz, 
Encina, Escalona, Espinoza, Girardi, 
González (don Rodrigo), Hales, Ibáñez 
(doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Lorenzini, Luksic, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (doña Lily), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tohá (doña 
Carolina), Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Correa, Cristi (doña María 
Angélica), Cubillos (doña Marcela), 
Dittborn, Egaña, Forni, Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), 
García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Kuschel, Leay, Longueira, Martínez, Masferrer, Melero, Molina, Monckeberg, Norambuena, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Vilches y Von Mühlenbrock.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación el número 59, número 9, del artículo 1º. Se requiere para su aprobación del voto afirmativo de sesenta y siete señoras diputadas y señores diputados.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 55 votos; por la negativa, 46 votos. No hubo abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Encina, Escalona, Girardi, González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Lorenzini, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, 
Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña 
Carolina), Tuma, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Cardemil, Correa, Cristi (doña María Eugenia), Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Errázuriz, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), 
Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Kuschel, Leay, Longueira, Martínez, Masferrer, Melero, Molina, Monckeberg, Norambuena, Palma, Paya, Pérez (doña 
Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Salaberry, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Vilches y Von Mühlenbrock.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación el número 10 del número 59 del artículo 1º del proyecto, que contiene la disposición transitoria quincuagésima, para cuya aprobación se requieren 67 votos.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 103 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, 
Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos 
(doña Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, 
Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, 
Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, 
Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña 
Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Longueira, Lorenzini, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don 
Víctor), Prieto, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, 
Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, 
Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación el artículo 2º permanente del proyecto.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 89 votos; por la negativa, 13 votos. No hubo abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos 
(doña Marcela), Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, Forni, García (don René Manuel), García-Huidobro, 
Girardi, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longueira, Lorenzini, Luksic, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, 
Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don 
Ramón), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña 
Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Varela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Bayo, Bertolino, Cardemil, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), Hidalgo, Kuschel, Martínez, Monckeberg, Palma, Pérez (doña Lily), Vilches y Von Mühlenbrock.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Hemos terminado la votación de las reformas constitucionales.


Hago presente a al Sala que vamos remitir el proyecto a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia para que emita un informe complementario acerca de los números 2, 5, letra b); 7, 46, 47, 48 y 59, números 5 y 8.


El diputado señor Pablo Longueira me ha pedido hacer uso de la palabra.


Tiene la palabra, su señoría.


El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, en nombre de la UDI, y creo que de todas las bancadas de esta Cámara, por ser ésta la última sesión en que nos acompaña el ministro del Interior, queremos desearle el más grande de los éxitos en su nuevo desafío que acometerá como Secretario General de la OEA.


No queremos dejar pasar esta oportunidad para agradecerle todos los encuentros que ha habido entre la Concertación y la Alianza, entre el Gobierno y la Oposición, porque, sin duda, debido a su gestión se han materializado muchos proyectos.


He dicho.


-Aplausos.


El señor ASCECNIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Jorge Burgos.


El señor BURGOS.- Señor Presidente, en nombre de los diputados y diputadas de la bancada de la Democracia Cristiana, quiero agradecer al ministro del Interior sus servicios prestados al país durante estos últimos años. Asimismo, le deseamos éxito y suerte en la labor que asumirá en los próximos días en la Secretaría General de la OEA. Estamos ciertos de que en su nueva función seguirá representando a todo el país.


Creemos que su aporte a la democracia y a la gobernabilidad ha sido muy notable y se lo agradecemos.


He dicho.


-Aplausos.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Aníbal Pérez.


El señor PÉREZ (don Aníbal).- Señor Presidente, en igual sentido que los diputados Longueira y Burgos, para la bancada del PPD constituye un orgullo que nuestro querido amigo, el ministro José Miguel Insulza, haya logrado ese importante cargo que prestigia a él, como persona, y al país. 


Le deseamos todo tipo de éxito. Sabemos de su gran capacidad y estamos ciertos de que dejará muy bien puesto el nombre de Chile. 


Gracias, señor ministro, y que le vaya bien.


-Aplausos. 


El señor ASCENCIO (Presidente).- Puede hacer uso de la palabra el diputado señor Osvaldo Palma.


El señor PALMA.- Señor Presidente, Renovación Nacional también se suma a los parabienes al ministro Insulza por su misión que recién empieza, y la asume como un triunfo del país. 


Le deseamos buena suerte. Estamos seguros que lo hará bien y que representará a Chile en la mejor de las formas.


-Aplausos.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Fernando Meza.


El señor MEZA.- Señor Presidente, en nombre de la bancada del Partido Radical, nuestros respetos, admiración y agradecimiento al señor ministro José Miguel Insulza por su tolerancia, fraternidad y espíritu latinoamericanista. Tenemos absoluta confianza en que va a cumplir de forma excelente su nuevo rol a la cabeza de la Organización de Estados Americanos. Desde luego, éste es un triunfo de Chile y nos debemos felicitar todos. 


Muchas gracias por su amistad, ministro.


-Aplausos.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Juan 
Pablo Letelier.


El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, como socialistas, queremos agradecer al ministro Insulza por su brillante gestión tanto como canciller y, en este último tiempo, como ministro del Interior.

Es el ministro con quien este Congreso más ha trabajado desde que recuperamos la democracia. Ha sido un orgullo para nosotros contar con un ministro como José Miguel. Ésta es su bancada y queremos destacar no sólo su capacidad de acompañarnos, excepcional en los ministros, sino también reconocer su tremendo logro en promover y sacar adelante esta reforma constitucional, histórica respecto del cual demoró tanto generar las condiciones para aprobarla.


De la misma forma, le deseamos un tremendo éxito a la cabeza de la OEA. No tenemos la menor duda de que seguirá dejando muy en alto el nombre de Chile, reiterando su tremenda gestión como político y como representante de las fuerzas progresistas en América Latina. 


Muchas gracias, ministro.


-Aplausos.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
A continuación, voy a ofrecer la palabra al ministro del Interior, señor José Miguel Insulza. Pero antes, la Mesa quiere expresarle que se suma a las opiniones vertidas por los señores diputados.


Para nosotros ha sido un orgullo trabajar con usted y le deseamos que le vaya muy bien como secretario general de la OEA, y quedamos siempre a su disposición. 


Tiene la palabra, señor ministro.


El señor INSULZA (ministro del Interior).- Señor Presidente, como corresponde al término de la discusión de un proyecto importante, solicité la palabra para agradecer a la Cámara por el esfuerzo realizado y esperar que el trabajo que falta, donde todavía se puede mejorar más esta reforma constitucional, se haga pronto y de la manera más adecuada. Sin embargo, las palabras de ustedes me impiden seguir refiriéndome a la reforma. 

Sólo quiero decir que para mí ha sido un orgullo trabajar con cada una de las señoras diputadas y de los señores diputados durante estos años. 


El Congreso es, por definición, la institución fundamental de la democracia. En todo gobierno debe existir un poder ejecutivo y una judicatura que dirima los problemas entre las personas y entre las instituciones, pero sólo en el gobierno democrático existe un parlamento libre, representativo de las corrientes políticas, en el cual se llevan adelante los debates fundamentales de la democracia. 


Por eso es tan importante para engrandecer cada vez más la función del parlamento chileno. Si en algo contribuí a eso, es gracias al esfuerzo de todos ustedes, y estoy dispuesto a seguir haciéndolo.


Nuestro Congreso ha brindado a Chile grandes satisfacciones y grandes hitos legislativos, y estoy seguro de que lo seguirá haciendo.


En cuanto a mí, como ya lo he dicho, siento que mi partida es sólo transitoria. Espero retornar a Chile para seguir en la política, que es lo que siempre he hecho, orientado siempre por la idea de que los políticos estamos para resolver los problemas de la gente y no para creárselos, porque la política es una actividad eminentemente constructiva y noble, desinteresada, esforzada e indispensable en todo país. Sé que estamos todos juntos en esto. 


Por ello, esta noche, en que hemos aprobado cosas tan importantes y, como corresponde a una democracia, también discrepado, agradezco su colaboración y les deseo de corazón el mayor de los éxitos a todos los diputados y diputadas. 


Que Dios los bendiga, y que tengan siempre mucho éxito en todas las empresas y tareas que emprendan.


Muchas gracias.


-Aplausos.

IMPUESTO ESPECÍFICO A LA ACTIVIDAD MINERA. Tercer trámite constitucional.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Corresponde conocer las modificaciones del Senado al proyecto, originado en mensaje, que establece un impuesto específico a la actividad minera, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Antecedentes:


-Modificaciones del Senado, boletín 
Nº 3772-08. Documentos de la Cuenta Nº 4, de esta sesión.


El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, pido la palabra.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra su señoría.


El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, pido votación separada de la modificación introducida al artículo 2º.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
La Mesa ha tomado nota de su petición, señor diputado.


Tiene la palabra el diputado señor 
Cristián Leay.


El señor LEAY.- Señor Presidente, quiero destacar cuatro puntos fundamentales del proyecto.


En primer lugar, deseo manifestar mi beneplácito por el tratamiento que da a la pequeña y mediana minería, aspecto largamente discutido en la Cámara de Diputados. De hecho, la mayoría de los integrantes de la Comisión de Minería presentamos indicaciones sobre esta materia, pero, lamentablemente, no hubo disposición del Ejecutivo ni los diputados de la Concertación hicieron el esfuerzo necesario para lograr un acuerdo que beneficiara directamente a los pequeños y medianos mineros, mediante una mayor exención del pago del impuesto minero.


Me parece bien lo que ha hecho el Senado, pues ratifica lo pedido por la Cámara, de manera que apoyaremos dicha fórmula.


En segundo lugar, me parece bien la modificación al artículo 11 ter, sobre una nueva invariabilidad tributaria, en la cual se incluyen las regalías, porque con ello se otorga seguridad jurídica en cuanto a que a futuro no habrá un cambio en las reglas del juego, lo que permitirá dar una señal clara a los inversionistas de que están en un país serio, en el que se respetan los compromisos. De esa manera estamos invitando a los inversionistas, porque las reglas del juego no son cambiadas de la noche a la mañana.


El proyecto señala una invariabilidad para los inversionistas por quince años, en virtud de lo que acordamos.


Sin embargo, no estoy de acuerdo con el tratamiento igualitario que se da a la minería metálica y no metálica, porque son dos minerías absolutamente distintas.


En el Senado se presentó una buena indicación, que fue aprobada en su Comisión de Minería, pero que, lamentablemente, se rechazó en la Sala. Se pretendía dejar para otro proyecto, y no incluir a la minería no metálica en el tratamiento de esta regalía minera. Me parece lamentable la actitud del Ejecutivo en esta materia, pues no hay un tratamiento igualitario y se está discriminando en contra de la minería no metálica, lo cual, en definitiva, puede ser de alto costo para el país. Lamento que los ministerios de Minería y de Hacienda no hayan acogido la opinión mayoritaria del Congreso Nacional en esta materia.


Quiero reiterar el planteamiento que he hecho desde que tratamos el primer proyecto hasta la fecha: no se señala el destino de los recursos que se recauden, los que irán a fondos generales de la nación. El Ejecutivo se comprometió a crear el Fondo de Innovación Tecnológica para destinarlo a ese objetivo.


Nuevamente quiero hacer presente el clamor de las zonas mineras, en el sentido de que parte de esos recursos -no digo el ciento por ciento, pero sí un 15 ó 20 por ciento- quede en las regiones mineras, con el objeto de desarrollar obras de infraestructura, no sólo para suplir el déficit en esta área, sino también para mirar hacia el futuro. 


Estamos hablando de recursos no renovables. Si bien no existen minerales en extinción, cualquier yacimiento minero tiene una fecha de vencimiento. Debemos hacer inversiones en los nuevos polos de desarrollo de las regiones. 


En la Segunda Región, por ejemplo, se debe invertir en turismo y comercio exterior; mirar hacia el Asia Pacífico, los clusters mineros y los corredores bioceánicos. Para todo eso se necesita infraestructura, medios y energía.


Lamentablemente, el Gobierno sigue con su postura de crear el Fondo de Innovación Tecnológica. No discrepo de que exista, pero voy a insistir en que se destinen más recursos a las regiones para suplir sus carencias y en que haya un buen manejo de los recursos.


Estoy en absoluto desacuerdo con la inequidad que hay respecto de tierras con gran riqueza, pero donde se vive con gran pobreza. Debemos romper esa inequidad en la distribución de los recursos y este proyecto nos da una buena oportunidad de hacerlo, pues permitiría focalizar los recursos y hacer las cosas correctamente.


El Gobierno no sólo se debe preocupar de terminar la construcción de súper carreteras en Santiago y de las líneas 15 ó 20 del Metro en el futuro, sino de impulsar el desarrollo de las regiones y de ciudades como Calama, donde se encuentra el principal yacimiento minero de cobre del mundo, pero que tiene más del 50 por ciento de sus calles sin pavimentar. Eso es muestra de la inequidad que ha existido en la distribución de los recursos. 


Por lo tanto, seguiré insistiendo, en forma categórica, que no estaré dispuesto a aprobar la creación del Fondo de Innovación Tecnológica si no se otorgan recursos frescos para infraestructura y así romper la inequidad con las regiones.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Antonio Leal.


El señor LEAL.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero subrayar la importancia de aprobar la reforma tributaria que tiene una connotación de royalty por tratarse de un impuesto a las utilidades operacionales de las empresas, que busca gravar la explotación de los recursos naturales no renovables. Me parece muy importante que el proyecto mantenga el concepto de que las empresas tengan que pagar por la utilización de la materia prima no renovable, porque si no se cobra, no le estamos dando valor económico. Con la concesión se entrega la explotación de los recursos naturales no renovables, pero -y quedó zanjado en el debate constitucional en el Senado y en la propia Comisión de Minería de la Cámara de Diputados en su momento, con la presencia de dos constitucionalistas de dos sectores distintos, que coincidieron respecto del tema-, se le está dando valor económico, por ejemplo, al cobre, al oro y a la plata que se entregan en concesión y no en dominio. Hay que tener presente que esos recursos no se reponen, y cuando se agotan los habitantes de la zona donde se ubicaban son los afectados.


En segundo lugar, veo con beneplácito el acuerdo logrado y sobre el cual trabajamos intensamente respecto de la mediana minería.


Junto con los diputados señores Cristián Leay y Carlos Vilches, propusimos una indicación para que la mediana minería quedara integralmente fuera, sobre la base de que la empresa que produjera 60 mil toneladas de cobre fino no quedaría afecta a este impuesto. Quiero manifestar a los señores diputados -porque no siempre se conocen las cifras que se facturan en la minería- que cuando hablamos de 60 mil toneladas de cobre fino, nos referimos a 180 millones de dólares de facturación, es decir, no se trata de pequeñas sino que de grandes empresas.


Hemos llegado a un acuerdo satisfactorio, pues por la producción de entre 12 y 15 mil toneladas de cobre fino no se paga, y de ahí en adelante se paga escalonadamente. El 10 por ciento que paga una empresa que produce hasta 30 mil toneladas métricas de cobre fino, constituye un porcentaje razonable, y el escalonamiento margina del pago a gran parte de las medianas empresas. En el alegato que sostuvimos dijimos dos cosas fundamentales: primero, las medianas empresas pagan el impuesto a la renta y, segundo, generan empleo en las regiones mineras.


En tercer lugar, no me parece adecuada la manera en que se ha incorporado la palabra “regalía” dentro de las condiciones de invariabilidad tributaria. En la Cámara de Diputados aprobamos algo distinto, y si se vota separadamente me voy a abstener o voy a votar en contra, pero no daré mi aprobación a la incorporación del término “regalía”.


Quiero señalar, con mucha claridad, que eso tiene que ver con los viejos proyectos, pero es posible que a futuro el Congreso Nacional abra debate respecto de una regalía para los nuevos proyectos mineros, es decir, este artículo amarra a los proyectos que hoy ingresen en esta invariabilidad tributaria de 12 años y no a los nuevos proyectos. En eso quiero ser muy claro, para que en la historia fidedigna de la ley quede constancia de este planteamiento.


Debo señalar que una condición para aprobar este proyecto ha sido que parte de los fondos se destinen a las regiones, en particular las mineras. Existe el compromiso del ministro de Hacienda de mandar la indicación a la iniciativa sobre fondos de innovación tecnológica, para dejar 10 por ciento en regiones, 20 por ciento en las regiones mineras y distribuir equitativamente el 70 por ciento del fondo nacional para las comunas más pobres del país, que más innovación tecnológica, más desarrollo científico y más formación de profesionales requieran.


El Partido por la Democracia votará favorablemente el proyecto. De alguna manera, éste es un momento histórico, porque, por primera vez en la historia de Chile, país minero, vamos a tener un tipo de regalía que no es el royalty tradicional que hubiéramos querido, pero que, sin duda, constituye un paso adelante en la obtención de mayor participación en el negocio minero en beneficio de la mayoría de los chilenos.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Carlos Vilches.


El señor VILCHES.- Señor Presidente, la modificación a la ley de impuesto a la renta fue el camino que eligió el Ejecutivo para cobrar una compensación por la explotación de los recursos naturales no renovables, iniciativa que debe ser aprobada por la Sala de la Cámara de Diputados. Es una forma para que la explotación del recurso minero compense, en primer lugar, a las regiones mineras y, en segundo lugar, al resto del país.


Sin duda, el impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera es un aporte. Con su recaudación se creará un fondo de innovación tecnológica, proyecto que está en el Senado, y espero que los señores ministros presentes se comprometan a que, en breve plazo, no más allá de un par de meses, pueda ser aprobado con las indicaciones ya conversadas. 


De esos recursos, un 20 por ciento irá a las regiones mineras para innovación tecnológica. Las regiones, con la participación de las universidades y corporaciones locales, públicas y privadas decidirán en qué proyectos se invertirán.


El monto de lo recaudado será de entre 180 a 200 millones de dólares si se considera el actual nivel de precios. El impuesto específico se aplicará a toda la minería, tanto a la metálica, a la no metálica, como a la ferrosa.


Las modificaciones introducidas en el Senado son buenas, mejoran el proyecto, pero quiero señalar una vez más que la Cámara de Diputados se ha transformado en un buzón. Trabajamos, obtenemos los proyectos y después las negociaciones y arreglos se hacen en el Senado. Me parece muy injusto. En la Cámara de Diputados y específicamente en la Comisión, propusimos un nivel más alto de línea de corte para las empresas afectadas. Con el diputado Mario Bertolino planteamos escalar entre 12 mil y 50 mil toneladas de cobre fino.


Esa escala permite que las empresas medianas paguen un mínimo. Siete u ocho no quedan afectas a éste gravamen y aquellas cuyas ventas anuales sean iguales o inferiores a 50 mil toneladas métricas de cobre fino y superiores al valor equivalente a 12 mil toneladas métricas de cobre fino van a pagar escalonadamente entre el 0,5 y 4,5 por ciento.


No se hizo diferencia entre la minería metálica y la no metálica. El diputado Cristián Leay muy bien señaló que esperábamos que quedara establecido en la ley el porcentaje del impuesto específico para la minería no metálica.


El Ejecutivo ha explicado que se va a pagar menos, un quinto, porque el negocio de la minería no metálica es de menor rentabilidad. En el proyecto original del royalty se hablaba de un tercio. Como lo es en el pago de las patentes: las metálicas pagan uno y las otras un tercio del valor por las mismas hectáreas.


Recomiendo aprobar el proyecto. Creo que si así fuere, será un día histórico para el país, pues la explotación de los recursos naturales no renovables será más digna.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado Jaime Mulet hasta por cinco minutos.


El señor MULET.- Señor Presidente, estamos en la etapa final de la tramitación del proyecto de ley que establece un impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera obtenida por un explotador minero, que veníamos discutiendo desde el año pasado. Es un gran avance para quienes hemos luchado durante muchos años por captar más rentas, fundamentalmente de la gran minería. La obligación tributaria que se establece para las empresas mineras que producen más de 50 mil toneladas métricas de cobre fino al año asciende al 5 por ciento, en algunas circunstancias al 4 por ciento, según explicita en el proyecto.


La fórmula que está en discusión era el único camino posible para avanzar, dado el actual marco de los acuerdos políticos.


Sin duda, es un progreso captar 200 millones de dólares más desde la gran minería. A muchos nos habría gustado un porcentaje mayor, un royalty puro, una obligación al dueño o propietario de la concesión minera, pero la política es el arte de lo posible y hoy se ha logrado un avance sustantivo. 


La negociación que se hizo y que recoge este tercer trámite constitucional excluye del pago de royalty a algunos medianos mineros y para otros establece el royalty escalonado, mucho más pequeño, lo que va en el sentido correcto.


Cuando discutimos el proyecto hace algunas semanas más de cuarenta diputados presentamos una indicación para excluir del pago del royalty a la mediana minería. Nos interesaba no dejar afectos a dicho pago a quienes estaban dando cumplimiento estricto, como cualquier empresa minera, al entero de sus tributos. Queríamos apuntar a las grandes empresas que, acogiéndose a una serie de instrumentos legales que le otorga nuestra institucionalidad, prácticamente no han pagado impuestos, y si lo han hecho, su monto ha sido muy bajo.


La exclusión de la mediana minería del pago del impuesto en la forma que se establece, hace más justo el proyecto. La iniciativa busca captar más renta de la gran minería, especialmente de aquellos que no han contribuido suficientemente al país.


La explotación de recursos naturales, en este caso, mineros no renovables, indudablemente justifica el establecimiento de este impuesto específico en esta área de la economía, en esta actividad y no en otra. No se trata de establecer impuestos por establecerlos, sino que de una u otra forma se pague por un recurso no renovable que pertenece a todos los chilenos, como lo son los que están en yacimientos mineros en nuestro país. 


La aprobación de este proyecto no va a ser obstáculo para que se establezca un verdadero royalty a nuevos proyectos mineros, para captar más renta, especialmente de los nuevos proyectos. En el futuro, no será obstáculo discutir en el Congreso Nacional distintas iniciativas, como lo hicimos durante 2004 y en el presente año, como las que terminan hoy en este proyecto.


Creo que es un buen acuerdo el compromiso del Ejecutivo, en el sentido de establecer que aproximadamente un 30 por ciento de esos recursos vayan a regiones, en particular a las mineras. Es un paso importante para regiones como la de Atacama, que tengo el honor de representar en la Cámara de Diputados.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Para finalizar la discusión, tiene la palabra el diputado señor Camilo Escalona.


El señor ESCALONA.- Señor Presidente, no podemos sino expresar nuestra satisfacción por la tramitación de este proyecto. Sin embargo, creo necesario recordar que la iniciativa es el resultado de un esfuerzo realizado para su consecución. En ese sentido, deseo subrayar el empeño que pusieron quienes la gestaron, en el caso de nuestra bancada, los diputados señores Juan Pablo Letelier y Francisco Encina. 


Asimismo, independientemente de las vicisitudes judiciales en que se encuentra involucrado, considero pertinente reconocer el esfuerzo que en esta materia jugó el senador Lavandero, así como la senadora Carmen Frei y el senador Ricardo Núñez, quienes propusieron las primeras iniciativas legales en este sentido. 


Cuando estamos a punto de coronar este objetivo con la aprobación de las modificaciones del Senado, no es malo recordar que el proyecto recorrió un camino en el que hubo gente que, con mucho esfuerzo, perseverancia y tenacidad, abrió paso finalmente al acuerdo nacional que hoy existe en relación con la materia. En el caso de la Cámara de Diputados, es necesario destacar el rol que jugaron los diputados Vilches y Leal, quienes, no obstante pertenecer a distintas bancadas e, incluso más, actuando por sobre los alineamientos entre Gobierno y Oposición, fueron actores muy importantes para abrir paso en materia de formar conciencia en relación con que los recursos naturales, en especial el cobre, son de propiedad de todos los chilenos. Así lo estableció la nacionalización del cobre, en 1971, e incluso la propia Constitución de 1980. En efecto, al interior del propio régimen militar se produjo una discusión sobre la materia y se actuó en la forma indicada. En ese sentido, debemos recordar que personeros del régimen militar, como los generales Gastón Frez y Luis Danus, jugaron un rol muy importante a la hora de establecer que los recursos del subsuelo son de propiedad de todos los chilenos, lo que determinó que quedaran como propiedad del Estado de Chile, el que ahora, por la vía de este proyecto de ley, podrá hacer uso del derecho de cobrar un impuesto específico por la explotación de esos recursos no renovables.

En consecuencia, la bancada socialista va a votar a favor, independientemente de expresar su reserva en relación con la modificación del Senado al artículo 2º, específicamente por la inclusión de la última frase, luego del término “nuevo tributo,”. 


Cedo el resto de mi tiempo al diputado señor Alberto Robles.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Robles por el tiempo que resta al Comité Socialista y Radical.


El señor ROBLES.- Señor Presidente, estamos satisfechos de que en las modificaciones del Senado, tal como lo solicitamos en la Cámara, se haya incorporado un impuesto variable para la mediana minería, en particular para los explotadores mineros cuyas ventas anuales sean superiores al valor equivalente a 12 mil e iguales o inferiores 50 mil toneladas métricas de cobre fino.


En verdad, eso nos complace, porque de una u otra manera, se hace fuerza donde los empresarios mineros chilenos que representan a la mediana minería siempre han estado pagando sus impuestos.


También quiero dejar en claro que nuestra bancada no está de acuerdo con la modificación al artículo 2º que incorpora la frase “incluidas las regalías...”, porque eso es lo que hace mucho tiempo hemos estado buscando como país. Los chilenos debemos y podemos tener regalías para nuestros minerales, porque en palabras castizas, eso es el royalty. Por lo tanto, si eliminamos la posibilidad de cobrar regalías en el futuro, como Estado, no vamos a poder cobrar royalty. En ese sentido, la bancada radical se opone a que, posteriormente, nuestro país no pueda tener regalías para su cobre y, en general, para sus minerales.


Para terminar, sólo quiero agregar que el Partido Redical seguirá trabajando y luchando para que no exista concesionabilidad del cobre, es decir, para que el cobre sea chileno, para que las empresas de la gran minería del cobre no evadan tributos y para fortalecer la fiscalización y regulación que Cochilco debe realizar en estas materias.


He dicho. 


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Cerrado el debate.


Corresponde votar las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley que establece un impuesto específico a la actividad minera, con excepción de las recaídas en el artículo 2º, respecto de las cuales se ha pedido votación separada.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 98 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 1 abstención. 


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobadas.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Burgos, Bustos, 
Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), 
Cubillos (doña Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, 
Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), 
Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Longueira, Lorenzini, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, Montes, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), 
Prieto, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Votó por la negativa la diputada señora Ibáñez (doña Carmen).


-Se abstuvo el diputado señor Bertolino.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación las enmiendas al artículo 2º.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 92 



votos; por la negativa, 10 votos. Hubo 2 abstenciones. 


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Alvarado, Álvarez, Allende (doña Isabel), Ascencio, Barros, Bauer, 
Bayo, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), 
Cubillos (doña Marcela), Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, 
Espinoza, Forni, Galilea (don Pablo), 
Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, Girardi, González (doña Rosa), González (don 
Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, 
Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jeama Barrueto, Kast, Kuschel, Leay, Letelier (don Felipe), Longton, Longueira, Luksic, 
Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Molina, Monckeberg, 
Montes, Muñoz (don Pedro), Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Riveros, Rojas, Rossi, Saa (doña María 
Antonieta), Salaberry, Salas, Sánchez, 
Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tohá (doña 
Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Urrutia, Valenzuela, Varela, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y 
Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Jarpa, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Meza, Mulet, Muñoz (doña 
Adriana), Navarro, Robles y Venegas.



-Se abstuvieron los diputados señores:

Araya y Lorenzini.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Despachado el proyecto.


(Aplausos).


Tiene la palabra el ministro de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre.


El señor EYZAGUIRRE (ministro de Hacienda).- Señor Presidente, simplemente quiero expresar el agradecimiento del Gobierno.


Este proyecto ha sido largamente debatido y sobre él hemos tenido coincidencias y disidencias. Pero, al final, el resultado ha sido mejor, porque un respaldo tan masivo presenta una cara unida del país ante los inversionistas internacionales, lo que ecuaciona mejor la necesidad de recursos que tenemos para mejorar la igualdad de oportunidades de los chilenos con la atracción de esos inversionistas.


-Aplausos.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el ministro de Minería, señor Alfonso Dulanto.


El señor DULANTO (ministro de Minería).- Señor Presidente, me sumo a las palabras del ministro de Hacienda.


Sólo quiero recalcar que el aporte de la Cámara de Diputados en la aprobación del proyecto fue fundamental. Es importante destacar que las indicaciones respecto de las posibles excepciones que pudiera haber habido a raíz del tema de la mediana minería se presentaron en esta Cámara, por lo que su aporte fue trascendental en la elaboración y en la aprobación del proyecto.



En consecuencia, quiero entregarles mi agradecimiento, como minero y como ministro de Minería.


Muchas gracias.


-Aplausos.



El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Si le parece a la Sala, suspendemos el tiempo de proyectos de acuerdo e Incidentes.


Acordado.


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 22.17 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

VI. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que se inicia un proyecto de ley que modifica ley N° 19.284 que establece normas para la plena integracion social de personas con discapacidad. (boletín N° 3875-11)
“Honorable Cámara de Diputados:

I. LA LEGISLACIÓN VIGENTE.


Tras el advenimiento de la democracia y conforme a la evolución del derecho internacional, en 1994 se aprobó por el H. Congreso Nacional, la Ley N°19.284, que reguló por primera vez en nuestro país los derechos de las personas con discapacidad con un enfoque intersectorial. De conformidad con su texto, dicha norma tiene por objetivo promover la plena integración de las personas con discapacidad y se ordena en torno al principio de equiparación de oportunidades.


Dicha ley establece una serie de instrumentos destinados a ir en apoyo de las personas con discapacidad.


En primer lugar, establece acciones estatales de prevención y de rehabilitación. Las primeras tienen por propósito evitar las causas de las deficiencias que puedan ocasionar la discapacidad. Las de rehabilitación tienen por objeto permitir que las personas que tengan una discapacidad accedan a las prestaciones y servicios para su recuperación funcional y su mantenimiento.

Para materializar estas acciones, la ley establece el deber del Estado de asegurar las prestaciones médicas destinadas a la prevención y reeducación.


El segundo instrumento que diseña la ley son todos aquellos destinados a equiparar las oportunidades de las personas con discapacidad.


Estos mecanismos los agrupa la ley en varias categorías.

1.
Todas las personas naturales o jurídicas, deben adecuar los mecanismos de selección para permitir la participación de las personas con discapacidad.

2.
La televisión debe diseñar mecanismos que proporcione información a la población con discapacidad auditiva. Las bibliotecas, asimismo, deben contar con material y facilidades para los no videntes.

3.
Las construcciones deben permitir el acceso y utilización sin dificultad de las personas que se desplacen en sillas de ruedas.

4.
El Minvu debe adquirir y habilitar viviendas para ser habitadas por personas con discapacidad.

5.
Los medios de transporte deben adoptar medidas técnicas destinadas al uso de los discapacitados, como número de asientos preferentes, estacionamientos, etc.

6.
Los establecimientos públicos y privados de educación regular, deben incorporar innovaciones y adecuaciones curriculares para el acceso a los cursos o niveles existentes a las personas con discapacidad.

7.
Finalmente, el Estado debe promover la capacitación laboral de las personas con discapacidad, a fin de permitir e incrementar su inserción laboral.


El tercer tipo de instrumento que diseña la ley para favorecer a los discapacitados, son los beneficios tributarios consistentes en exenciones arancelarias para la importación de vehículos, instrumentos, como prótesis, equipos, medicamentos, destinados al uso directo de los discapacitados.


El cuarto instrumento es la creación de un servicio público destinado a administrar el Fondo Nacional de la Discapacidad. Dicho servicio es descentralizado. El Fondo está compuesto por los aportes de la Ley de Presupuestos, por los aportes de la cooperación internacional y por los fondos provenientes de los juegos de azar que la ley autoriza.


En definitiva, la Ley N°19.284 constituyó un avance significativo en el modo de enfrentar la discapacidad desde la gestión del Estado, incorporando transversalmente esta variable dentro del quehacer del Estado, a la vez que fortaleció la participación social y la cooperación público-privada en la atención de las necesidades de las personas con discapacidad. Asimismo, durante este período ha contribuido al desarrollo de estrategias de apoyo a la inserción laboral, inclusión educativa y, en general, a posicionar la discapacidad como un asunto que compete a toda la sociedad.

II. SITUACIÓN ACTUAL.


Sin embargo, después de 10 años de vigencia, es necesaria su revisión para actualizarla a los nuevos desafíos. Diversos factores refuerzan esta decisión. En primer lugar, según el “Primer Estudio Nacional de la Discapacidad en Chile” realizado durante el año 2004, por el Fondo Nacional de la Discapacidad en conjunto con el Instituto Nacional de Estadísticas, 2.068.072 personas presentan algún nivel de discapacidad en nuestro país, cifra que representa el 12,9 % de la población total.

Del colectivo de personas con discapacidad, 917.939 tiene una disminución importante de su funcionalidad o graves dificultades para realizar actividades esenciales de la vida diaria, como las de vestirse, comer, desplazarse y para superar las barreras que plantea el entorno.


Este estudio, refleja la nueva visión de la discapacidad desarrollada por la Organización Mundial de la Salud. Asimismo, es parte del proceso que lleva a cabo nuestro país desde hace más de una década, el que exige abordar la discapacidad desde el ámbito de las políticas públicas, superando las antiguas medidas de asistencialidad y proteccionismo y su necesario efecto de invisibilidad histórica al que ha estado sometido el colectivo social de las personas con discapacidad.


En segundo lugar, en un marco universal de cultura y respeto de los derechos humanos, el acento debe colocarse ahora sobre el entorno social y no sobre las deficiencias de las personas, construyendo una mirada que reconozca y valore la diversidad al mismo tiempo que enfatice la efectiva igualdad de oportunidades para todos.


En tercer lugar, durante las últimas décadas, el derecho internacional ha venido plasmando, en diversos instrumentos, el principio de igualdad de oportunidades y de no discriminación. Así, las Naciones Unidas han aprobado la Declaración de los Derechos del Retrasado Mental de 1971, la Declaración sobre los Derechos de los Impedidos de 1975, los Principios para la Protección de los Enfermos Mentales y para el Mejoramiento de la Atención de la Salud Mental de 1991, concluyendo el año 1993 con las Normas Uniformes sobre Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad. A nivel regional, la Organización de Estados Americanos ha prestado su aprobación, en 1999, a la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, ratificada por Chile el año 2002.

Por otra parte, el actual debate que se lleva a cabo en la Organización de las Naciones Unidas para la elaboración de una Convención Internacional Comprensiva e Integral sobre la Protección y Promoción de los Derechos y Dignidad de las Personas con Discapacidad, iniciativa apoyada por nuestro país desde sus inicios, nos plantea nuevos desafíos que demandan la adecuación de nuestra legislación interna a las normas internacionales que en el futuro se aprueben en esta materia.


Asimismo, en el derecho comparado se puede apreciar el importante grado de avance que en materia de los derechos de las personas con discapacidad muestran distintas legislaciones mediante construcciones normativas coherentes que buscan hacer efectivo su pleno ejercicio, tales como la Americans With Disabilities Act de 1990 en los Estados Unidos, la Disability Discrimination Act de Australia de 1992, la Disability Discrimination Act de 1995 del Reino Unido, la Ley 51/2003, de Igualdad de Oportunidades, No Discriminación y Accesibilidad Universal de las personas con discapacidad en España, y otras de igual envergadura que han introducido la perspectiva de derechos humanos que alimenta los nuevos paradigmas en materia de discapacidad y que exige que los Estados adopten las medidas necesarias para asegurar la efectiva igualdad de oportunidades para todas las personas sin excepción.


Nuestro país requiere eliminar gradualmente los obstáculos, aún subsistentes, a la plena integración de las personas con discapacidad y corregir las distorsiones institucionales presentes en distintos cuerpos legales que constituyen restricciones y discriminación, así como la manifestación de criterios y prácticas que niegan, en los hechos, la igualdad de oportunidades.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO.


El proyecto de ley que se somete a vuestra consideración recoge estas inquietudes. Consta de un artículo único, que se divide en once nuevos numerales.


Dichos numerales, básicamente, se refieren a los siguientes contenidos:

1.
Definición de persona con discapacidad.

El proyecto, en primer lugar, establece una nueva definición de persona con discapacidad, acorde a la evolución conceptual que el tema de la discapacidad ha experimentado en el tiempo.


En efecto, la modificación es consecuencia de los nuevos paradigmas predominantes, los cuales superan la perspectiva psico-social y de derechos humanos, acorde con el nuevo modelo planteado por el Clasificador Internacional de Funcionalidad CIF de la Organización Mundial de la Salud, según la cual la discapacidad no es una condición de la persona sino una compleja colección de condiciones, la mayoría de ellas sociales o bien mediadas socialmente.


De este modo, la nueva definición de persona con discapacidad está enfocada ya no sólo en las deficiencias de la persona, sino más bien en la restricción de participación y limitaciones para ejercer actividades esenciales en la vida diaria que experimentan las personas con discapacidad en su interacción con el entorno.

2.
Fijación de Principios Rectores.

En segundo lugar, el proyecto se inspira en cinco principios rectores que deben considerarse y ponderarse, en todo momento, para efectos de hacer una correcta aplicación de la ley. 


Estos tienen el carácter de pilares fundamentales, conforme a los cuales debe realizarse cualquier ajuste sectorial de la normativa sobre discapacidad.


Tales principios, consagrados igualmente en el derecho comparado, son: 

a.
Vida independiente. Esta es situación en la que la persona con discapacidad se encuentra en condiciones de tomar decisiones, de ejercer actos de manera autónoma y de participar activamente en la comunidad.

b.
Accesibilidad universal. Estas son las exigencias que deben cumplir los entornos, proceso, bienes, servicios, herramientas, etc., para ser comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas.

c.
Diseño universal. Esta es la actividad por la que se conciben o proyectan, desde el origen, entornos, procesos, bienes, etc., con tal de que puedan ser utilizados por todas las personas.

d.
Intersectorialidad. La acción del estado no se limita a planes y programas específicos, sino que comprende las políticas y líneas de acción de carácter general, mirados globalmente y con un enfoque coordinador.

e.
Participación y diálogo social. Es el proceso en virtud del cual las personas con discapacidad, las organizaciones que las representan y las que agrupan a sus familiares, participan en la elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas.

3.
Prevención y rehabilitación.

En tercer lugar, el proyecto sustituye totalmente la reglamentación de la prevención y rehabilitación.


En efecto, a diferencia de la normativa antigua que trata ambas materias conjuntamente, el proyecto opta por abordar la prevención y rehabilitación en forma independiente, dándole a cada una de ellas el sentido específico que se persigue.


Bajo este nuevo eje conceptual, se mira la prevención y rehabilitación, centrándose ya no en las deficiencias, sino en la funcionalidad. 


En materia de prevención, se la define como la actuación público-privada realizada para impedir o evitar que las personas experimenten disfunciones que causen restricciones de participación, limitaciones para ejercer actividades esenciales de la vida diaria o que una disfunción se transformen en permanente. Para ejercer las acciones de prevención, se considera como relevante el entorno económico, social, político o cultural, por la incidencia que éste tiene en la atenuación o agravamiento de las disfunciones.


En materia de rehabilitación, el proyecto tiene por finalidad que las personas con discapacidad logren autonomía para participar y realizar funciones esenciales de la vida diaria. Además, se consagra el fomento de la rehabilitación con base comunitaria por la eficiencia que estas acciones o actuaciones tienen para las personas y los sistemas de salud en términos de costos y beneficios.

4.
Equiparación de oportunidades.


En cuarto lugar, el proyecto refuerza enormemente la regulación que se realiza del derecho a la equiparación de oportunidades. 

Para estos efectos, introduce cinco nuevos artículos preliminares, que abordan los siguientes aspectos:

a.
Define la equiparación de oportunidades como la ausencia de discriminación, directa o indirecta, que tenga su causa en una discapacidad. 

b.
Especifica cuando dicho derecho se entiende vulnerado, tanto por acciones u omisiones de discriminación, de acoso, de incumplimiento de las exigencias de accesibilidad.

c.
Exige garantizar la existencia de condiciones básicas de no discriminación y accesibilidad. Por lo mismo, exige la adopción de ciertas medidas, enumerando las que tienen carácter de básicas.

d.
Precisa que en adopción de las medidas que permitan crear condiciones de accesibilidad y no discriminación se deberá tener en cuenta los diferentes tipos de discapacidad.

e.
Por último, y este es sin duda uno de los puntos centrales del proyecto, otorga al Estado y todos sus organismos el mandato de adecuar su legislación, acciones, planes y programa, conforme al nuevo marco conceptual y principios que se establecen.

5.
Modernización de Fonadis.


Por último, el proyecto propone algunas modificaciones a la actual institucionalidad del Fondo Nacional de la Discapacidad. Todo ello, con el objetivo de que este organismo se ajuste a los requerimientos que exige el proceso del Modernización del Estado.


En este sentido, dos son las principales modificaciones:

a. Se especifican cuales serán las funciones especiales de que deberá hacerse cargo el Fondo. Incorporando algunas que hoy constituyen programas que se han desarrollado en forma exitosa, como por ejemplo, los de intermediación laboral.

b. Se adecuan y precisan en mejor forma las funciones que corresponde a la autoridad máxima del organismo, esto es, el Consejo del Fondo Nacional de la Discapacidad.


En todo caso, convienen hacer presente, que este proyecto de ley constituye sólo uno de los frentes desde los cuales se pretende asumir el abordaje del tema de la discapacidad en nuestro país, puesto que paralelamente a su ingreso al Congreso Nacional, se harán las adecuaciones que por vía reglamentaria permita hacer la ley actual y, a su vez, se incorporan otras materias al proyecto de ley mismo, durante la discusión legislativa, mediante las indicaciones que en su oportunidad correspondan formular.

IV. PALABRAS FINALES.


Por último, el Gobierno no puede dejar de reconocer el valioso aporte de la Comisión Especial de la Cámara de Diputados, conformada por los Honorables Diputados señoras Allende y Sepúlveda y señores Cornejo, Accorsi, Hernández, Kast, Leal, Longton, Navarro, Olivares, Palma, Prieto y Rojas, quienes, desde el año 2002 en adelante, instaron al Ejecutivo para que se elaborará un proyecto de ley que refundiera todas las iniciativas parlamentarias que establecían beneficios para las personas con discapacidad.


Dicho importante trabajo de la Comisión Especial, sirvió de base para el proyecto de ley que hoy se propone, el cual se elaboró en conjunto con el Fondo Nacional de la Discapacidad. De hecho, varias de las normas que se recogen en el proyecto de ley, fueron tomadas de esa propuesta original de texto refundido.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura, Extraordinaria, de Sesiones del Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Modifícase la ley N°19.284, en el siguiente sentido:

1)
Sustitúyese el artículo 1º, por el siguiente:


“Artículo 1º.- La presente ley tiene por objeto hacer efectivo el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, a fin de obtener su plena integración social, asegurando el disfrute pleno y efectivo de sus derechos esenciales, eliminando cualquiera forma de discriminación fundada en la discapacidad.”;

2)
Sustitúyese el artículo 3º, por el siguiente:


“Artículo 3º.- Para los efectos de esta ley se considera persona con discapacidad a toda aquella que, como consecuencia de una o más deficiencias, con independencia de la causa que la hubiera originado, ve restringida su participación o limitada su capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, las que pueden ser agravadas por el entorno económico, social, político o cultural.


Un reglamento señalará la forma de determinar la existencia de deficiencias que constituyen discapacidad, su calificación y cuantificación. Este reglamento deberá incorporar los instrumentos y criterios validados por la Organización Mundial de la Salud.”;

3)
Intercálase, a continuación del artículo 3, un nuevo artículo 3:


“Artículo 3º bis.- En la aplicación de esta ley deberá darse cumplimiento a los principios de vida independiente, accesibilidad universal, diseño universal, intersectorialidad y participación y diálogo social.


Para todos los efectos se entenderá por:

a)
Vida independiente: El estado de una persona en el que se encuentra en condición de tomar decisiones y ejercer actos de manera autónoma y de participar activamente en la comunidad, con ejercicio pleno del derecho al libre desarrollo de la personalidad.

b)
Accesibilidad universal: La condición que deben cumplir los entornos, procesos, bienes, productos y servicios, así como los objetos o instrumentos, herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas, en condiciones de seguridad y comodidad y de la forma más autónoma y natural posible.

c)
Diseño Universal: La actividad por la que se conciben o proyectan, desde el origen y, siempre que ello sea posible, entornos, procesos, bienes, productos, servicios, objetos, instrumentos, dispositivos o herramientas, de tal forma que puedan ser utilizados por todas las personas, en la mayor extensión posible.

d)
Intersectorialidad: El principio en virtud del cual la acción que desarrolla el Estado no se limita únicamente a planes y programas específicos, pensados exclusivamente para las personas con discapacidad, sino que comprende las políticas y líneas de acción de carácter general en cualquiera de los ámbitos de gestión pública, en donde se tendrán en cuenta las necesidades y demandas de estas personas.

e)
Participación y Diálogo Social: El proceso complejo en virtud del cual las personas con discapacidad, las organizaciones que las representan y las que agrupan a sus familias, participan, en los términos que establece el ordenamiento jurídico, en la elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas que se desarrollan en el ámbito de las personas con discapacidad.”;

4)
Reemplázase el artículo 4º, por el siguiente:

“Artículo 4º.- El Estado ejecutará programas y creará apoyos destinados a las personas con discapacidad. Estos programas tendrán como objetivo mejorar la calidad de vida de las personas con discapacidad a través del fortalecimiento o promoción de las relaciones interpersonales, su bienestar general, el desarrollo personal, la autodeterminación, la inclusión social y el ejercicio de sus derechos. 


En la ejecución de estos programas y en la creación de apoyos se priorizará la participación de las personas con discapacidad, sus familias y organizaciones. El Estado priorizará la ejecución de programas, proyectos y la creación de apoyos en el entorno más próximo a las personas con discapacidad que se pretende beneficiar.”;

5)
Sustitúyese el artículo 5º, por el siguiente:


“Artículo 5º.- Son ayudas técnicas todos aquellos elementos o implementos requeridos por una persona con discapacidad para prevenir la progresión de la misma y mejorar o recuperar su funcionalidad y vida independiente.”;

6)
Incorpórase, a continuación del artículo 7º, el siguiente artículo 7º nuevo:


“Artículo 7º bis.- Los criterios uniformes de evaluación, valoración y calificación de la discapacidad se contendrán en un reglamento que deberá fundarse en las normas e instrumentos validados por la Organización Mundial de la Salud. 


La evaluación, valoración y calificación de la discapacidad deberá hacerse de manera uniforme en todo el territorio nacional, garantizando con ello la igualdad de condiciones para el acceso de las personas con discapacidad a los derechos y servicios que la presente ley contempla.

El proceso de evaluación, valoración y calificación de la discapacidad asegurará una atención interdisciplinaria a cada persona que requiera ser calificada.


La persona con discapacidad tiene derecho a que su discapacidad sea objeto de reevaluación, debiendo fijarse el plazo en que ésta deba efectuarse.


Sin perjuicio de lo anterior, no se podrá solicitar la reevaluación de la discapacidad por agravamiento o mejoría hasta que haya transcurrido a menos un plazo mínimo de dos años desde la fecha en que se dictó la resolución, salvo en aquellos casos en que funde en error de diagnóstico o cambios sustanciales en las circunstancias que dieron lugar al reconocimiento de la discapacidad.”.

7)
Sustitúyese el Título III, por el siguiente:

“TÍTULO III

PREVENCIÓN Y REHABILITACIÓN

Capítulo I (ART. 13-14(
Prevención

Artículo 13.- Prevención de la discapacidad es toda acción o medida, pública o privada, que tenga por finalidad impedir o evitar que una persona experimente una disfunción que restrinja su participación o limite su capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, así como impedir que ésta llegue a ser permanente.


La prevención siempre considerará el entorno económico, social, político o cultural que puede agravar o atenuar la disfunción que se trate.


Artículo 14.- Las acciones o medidas de prevención se adoptarán en consideración a las distintas causas de discapacidad, sean estas congénitas, de desarrollo, sanitarias, medio ambientales, bélicas, derivadas de accidentes, de hechos violentos o catástrofes naturales u otras.


Toda persona tiene derecho a información pública, permanente y actual, sobre las conductas, lugares y condiciones que pueden causar discapacidad. El Estado deberá adoptar todas las medidas necesarias para asegurar el ejercicio libre y eficaz de este derecho.

Capítulo II

Rehabilitación (ART. 15-17(

Artículo 15.- La rehabilitación integral es el conjunto de acciones y medidas que tienen por finalidad que las personas con discapacidad alcancen el mayor grado de participación y capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, en consideración a la disfunción que cause la discapacidad.


Las acciones o medidas de rehabilitación, tendrán como objetivos principales:

1.
Proporcionar o restablecer funciones.

2.
Compensar la pérdida o la falta de una función o una limitación funcional.

3.
El desarrollo de conductas, actitudes y destrezas que permitan la inclusión laboral y educacional.

4.
La interacción con el entorno económico, social, político o cultural que puede agravar o atenuar la disfunción que se trate.


Toda persona tiene derecho a la rehabilitación y a acceder a los apoyos, terapias y profesionales que la hagan posible.


Artículo 16.- Las personas con discapacidad tienen derecho a que el proceso de rehabilitación integre y considere a su familia o a quienes las tengan a su cuidado, quienes tienen derecho a participar en el proceso de rehabilitación.


El proceso de rehabilitación se considerará dentro del desarrollo general de su comunidad. El Estado fomentará la rehabilitación con base comunitaria como estrategia preferente para hacer efectivo el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad.


Artículo 17.- La rehabilitación de las personas con discapacidad intelectual propenderá a que éstas desarrollen al máximo sus capacidades y aptitudes. En ningún caso la persona con discapacidad intelectual podrá ser sometida, contra su voluntad, a prácticas o terapias que atenten contra su dignidad, derechos o formen parte de experimentos médicos o científicos.”;

8)
Intercálase, a continuación de la expresión “TITULO IV, DE LA EQUIPARACION DE OPORTUNIDADES”, y antes del “Capítulo I”, los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 17 A.- Se entiende por equiparación de oportunidades, la ausencia de discriminación, directa o indirecta, que tenga su causa en una discapacidad, así como la adopción de medidas de acción positiva orientadas a evitar o compensar las desventajas de una persona con discapacidad para participar plenamente en la vida política, económica, cultural y social.


Artículo 17 B.- El derecho a la equiparación de oportunidades de las personas con discapacidad se entiende vulnerado por las siguientes acciones u omisiones:

a)
Discriminación directa o indirecta.

b)
Conductas de acoso, es decir, aquellas relacionadas con la discapacidad de una persona y ejecutadas con el ánimo de atentar contra su dignidad o derechos o, que sirvan para crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante, humillante u ofensivo para la persona con discapacidad.

c)
Incumplimiento de las exigencias normativas de accesibilidad o de realización de ajustes o acomodos razonables en bienes, entornos, productos, servicios y/o procedimientos.

d)
Incumplimiento de exigencias normativas de no discriminación o de realización de ajustes o acomodos razonables en normas, criterios y prácticas.

e)
Incumplimiento de medidas de acción positiva legalmente establecidas.


Para efectos de esta ley, se entenderá por acomodos o ajustes razonables, las medidas positivas de adecuación del ambiente físico, social y actitudinal a las necesidades específicas de las personas con discapacidad, que faciliten la accesibilidad o participación en igualdad de condiciones, exigidas o dispuestas por la ley.


Al exigir la implementación de ajustes o acomodos razonables, la ley deberá considerar el efecto discriminatorio que para las personas con discapacidad signifique su no adopción y las características de la persona o entidad que las deberá poner en práctica. El Estado podrá establecer programas de subsidio para la implementación de estos ajustes.


Artículo 17 C.- El Estado y sus organismos tienen el deber de garantizar la existencia de condiciones básicas de no discriminación y accesibilidad para todas las personas con discapacidad. Para ello deberán establecer las medidas necesarias para prevenir o suprimir discriminaciones y para compensar desventajas o dificultades.


Artículo 17 D.- En la adopción de acciones y medidas que permitan crear las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación se tendrán en cuenta los diferentes tipos de discapacidad. Las acciones y medidas deberán orientarse tanto al diseño inicial como a los ajustes razonables de los entornos, productos, servicios y procedimientos en todos los ámbitos de aplicación de la ley.


Artículo 17 E.- El Estado y sus organismos, dentro del ámbito de sus competencias, deberán crear, promover, facilitar e implementar medidas o acciones, planes o programas, normas técnicas o jurídicas que tengan por objeto el fomento y protección de la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad.


Deberán adoptar todas las medidas necesarias para que se supriman, deroguen o modifiquen las disposiciones normativas que afecten la equiparación de oportunidades de las personas con discapacidad y establecer programas de acción intersectorial, destinados a la eliminación o supresión de prácticas, criterios o cualquier otra forma de discriminación por causa de discapacidad.”;

9)
Agrégase en el artículo 52, los siguientes incisos segundo y tercero nuevos:


“En especial serán funciones del fondo:

1.
Estudiar, proponer y ejecutar políticas, planes y programas en materia de equiparación de oportunidades, no discriminación y accesibilidad de las personas con discapacidad, a fin de promover la integración y participación social, económica y cultural de estas personas;

2.
Realizar acciones de difusión y sensibilización de las normas y prácticas de equiparación de oportunidades, no discriminación y accesibilidad dirigidas a promover la plena integración social de las personas con discapacidad;

3.
Diseñar, ejecutar programas y proponer medidas que favorezcan la inserción laboral de las personas con discapacidad;

4.
Elaborar y ejecutar programas o proyectos que tengan por finalidad el fortalecimiento de las organizaciones de y para personas con discapacidad;

5.
Estudiar y proponer la dictación de normas jurídicas y técnicas en materia de discapacidad;

6.
Ejecutar y promover la ejecución de estudios e investigaciones en materia de discapacidad;

7.
Apoyar la participación y diálogo social e intersectorial dirigidos a promover los derechos de las personas con discapacidad;

8.
Fomentar prácticas y criterios de inclusión e integración de las personas con discapacidad;

9.
Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de las personas con discapacidad.


La facultad de velar por el cumplimiento de normas que digan relación con los derechos las personas con discapacidad, incluye la atribución del Fondo Nacional de la Discapacidad de denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivos y de hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses colectivos o difusos de las personas con discapacidad, de conformidad a la ley.”

10) Modifícase el artículo 55 de la siguiente manera:

a)
Intercálase en la letra b) del artículo 55, a continuación de la palabra “rehabilitación” y antes de la expresión “e integración social de dichas personas“, la expresión “mejoramiento de la calidad de vida”.

b)
Elimínase en la letra b) del artículo 55, a continuación de la expresión “dichas personas, y”, sustituyéndola por un punto a parte.

c)
Elimínase la letra c) del artículo 55;

11)
Sustitúyese el artículo 58, por el siguiente:


“Artículo 58.- Corresponderá especialmente al Consejo del Fondo Nacional de la Discapacidad:

a)
Proponer las principales líneas de acción que deben orientar los planes, programas y proyectos a financiar por el fondo, en conformidad a la ley y el reglamento;

b)
Solicitar de los Ministerios, servicios públicos y entidades en los que el Estado tenga participación, los antecedentes y la información necesarios para el cumplimiento de sus funciones;

c) Recomendar los criterios y procedimientos de evaluación, selección y supervisión de los proyectos concursables financiados por el Fonadis.

d) Constituir comisiones de trabajo integradas por consejeros o con personas ajenas al Consejo;

e) Cumplir las demás funciones que la ley o el reglamento le encomienden.


Los acuerdos a que se refieren las letras a), c) y d), necesitarán del voto conforme de los dos tercios de los consejeros presentes.


El Ministerio de Planificación dictará un reglamento de funcionamiento del Consejo, el que dispondrá a lo menos los quórum necesarios para adoptar acuerdos y los procedimientos de inhabilitación, remoción, suspensión y reemplazo de sus integrantes.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; YASNA PROVOSTE CAMPILLAY, Ministra de Planificación y Cooperación”.

2.
Oficio del Senado.


“Valparaíso, 17 de mayo de 2005.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo esa Honorable Cámara, el proyecto de ley que fusiona los escalafones femenino y masculino de oficiales de Carabineros de Chile, correspondiente al Boletín Nº 3.694-02 

-o-


Hago presente a vuestra Excelencia que el proyecto fue aprobado, tanto en general como en particular, con el voto conforme de 30 señores Senadores, de un total de 47 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 5510, de 20 de abril de 2005.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): SERGIO ROMERO PIZARRO, Presidente del Senado; CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

3.
Oficio del Senado.

“Valparaíso, 18 de mayo de 2005.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley, de esa Honorable Cámara, que modifica la ley Nº 18.502, en relación con el impuesto al gas, y establece regulaciones complementarias para la utilización del gas como combustible en vehículos, correspondiente al Boletín Nº 2.701-15, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1º

Número 1)


Lo ha reemplazado por el siguiente:


"1.- Sustitúyese el artículo 1º por el siguiente:


“Artículo 1°.- Establécese, a beneficio fiscal, el impuesto específico, que más adelante se indica, al consumo vehicular y a la utilización de los combustibles gas natural comprimido y gas licuado de petróleo. El impuesto específico establecido tendrá el carácter de mixto, esto es, considera un componente variable aplicable al consumo vehicular y un componente fijo por la utilización o empleo del respectivo combustible.


El componente variable del impuesto específico se devengará al tiempo de la venta, en territorio nacional, que efectúe el distribuidor de estos combustibles al vendedor de combustibles gas natural comprimido, gas licuado de petróleo, o de ambos, para su consumo vehicular, que cuente con la autorización señalada en el inciso cuarto del artículo 2° de la presente ley. Su declaración y pago serán de cargo del distribuidor, quien deberá enterarlos en arcas fiscales dentro de los primeros 10 días hábiles siguientes a la semana en que se efectuaron las transferencias.


Adicionalmente, para el caso que el distribuidor, productor o importador de los citados combustibles venda directamente estos combustibles para el consumo vehicular; o que con el objeto de abastecer para el consumo vehicular a vehículos que sean explotados por él retire estos combustibles, se devengará el componente variable del impuesto específico establecido en este artículo, al momento de la carga de dichos combustibles de los estanques o contenedores de que deberá disponer exclusivamente para tal efecto, y que deberán ser autorizados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles de conformidad con el artículo 2º de esta ley. Dichos estanques deberán contar con un mecanismo que registre la cantidad de combustible que se les haya cargado y que se haya expendido desde los mismos. El distribuidor, productor o importador deberá declarar dicha carga y pagar el componente variable del impuesto específico establecido en este artículo, en los mismos términos que señala el inciso precedente.


Para los efectos del inciso precedente, serán considerados como distribuidor los vendedores de estos combustibles para el consumo vehicular, que total o parcialmente realicen la carga de éstos en sus estanques o contenedores autorizados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, de conformidad con el artículo 2° de esta ley.


El componente fijo del impuesto específico será de declaración anual y a beneficio fiscal, debiéndose declarar y pagar en el mes de enero de cada año. El componente fijo del impuesto específico se aplicará a los propietarios de los vehículos que utilicen gas natural comprimido o gas licuado petróleo como combustible.


El pago del componente fijo del impuesto, podrá efectuarse en doce cuotas mensuales e iguales, expresadas en unidades tributarias mensuales, la primera, dentro del mes de enero de cada año, y cada una de las restantes, dentro de los once meses siguientes.


Los propietarios de los vehículos que deban declarar y pagar por primera vez el componente fijo del impuesto, lo harán proporcionalmente por cada uno de los meses que falten para el siguiente mes de enero, pudiéndose efectuar su pago en un número de cuotas igual a la cantidad de meses.


La obligación de pagar el componente fijo del impuesto establecido en este artículo, recaerá sobre los propietarios de los respectivos vehículos. Sólo podrán eximirse del pago del componente fijo del impuesto específico aquellos propietarios que acrediten, en forma fehaciente, que su vehículo ha sido retirado de circulación en forma permanente, dentro del mes anterior al que corresponda pagar la respectiva cuota.


No podrá otorgarse el permiso de circulación a los vehículos señalados en este artículo mientras no se acredite el pago total del componente fijo del impuesto o de las correspondientes cuotas a la fecha de otorgamiento.


Las respectivas municipalidades deberán exigir que se acredite el pago del componente fijo del impuesto o de las cuotas que correspondan, mediante certificación del Servicio de Tesorerías, antes de otorgar o renovar el permiso de circulación y deberán dejar constancia del pago, consignándolo en dicho documento.


Con todo, los vehículos motorizados que utilizan gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible, que sean detectados circulando por calles, caminos o vías públicas, por Carabineros, el Servicio de Impuestos Internos, inspectores fiscales, municipales, y que no cumplan con lo dispuesto en los incisos anteriores, serán retirados de circulación, puestos a disposición del juzgado de policía local que corresponda, y depositados en los lugares habilitados para tales efectos por las respectivas municipalidades. 


Su propietario será citado al tribunal a más tardar dentro de los cinco días siguientes a la fecha del retiro y será condenado al pago de una multa de entre 5 UTM hasta 50 UTM dependiendo de las circunstancias bajo las que se cometió la infracción y el tipo y destino del vehículo detectado en la comisión de la misma.


El vehículo afectado sólo podrá ser retirado del mencionado recinto previa autorización del tribunal, una vez que se acredite el pago total de la multa y del componente fijo del impuesto específico.


Las municipalidades deberán prestar la colaboración que se les requiera para la aplicación y fiscalización del componente fijo del impuesto específico.


Ningún ministro de fe podrá autorizar los instrumentos que sirvan de título a la transferencia de vehículos motorizados afectos al impuesto establecido en este artículo, mientras no se acredite que se encuentra al día el pago del componente fijo del impuesto específico. La contravención de esta prohibición constituirá una infracción tributaria que será sancionada de conformidad con lo previsto en el inciso primero del artículo 109 del Código Tributario.


El Servicio de Registro Civil e Identificación incorporará el tipo de combustible así como el peso bruto vehicular a los requisitos de inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados. Asimismo informará periódicamente al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y al Servicio de Impuestos Internos de todos aquellos vehículos que hayan sido inscritos y que utilicen gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible. Los propietarios de dichos vehículos deberán actualizar sus inscripciones, incorporando la información requerida en este inciso.


El componente variable del impuesto específico se establecerá por cada mil metros cúbicos del producto, en adelante UTM/KM3, en el caso del gas natural comprimido y por cada metro cúbico del producto, en adelante UTM/M3, en el caso del gas licuado de petróleo.


El componente fijo del impuesto específico será expresado en unidades tributarias mensuales, según el valor vigente al mes de su pago.


El impuesto específico que se establece desde la entrada en vigencia de la presente ley, se calculará de la siguiente forma:

a)
Automóviles de servicio de alquiler destinado al uso público e inscritos en el Registro Nacional de Servicio de Pasajeros del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones:


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 4,0 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 4,0 UTM. 

b)
Vehículos de transporte escolar independiente de su peso, que realicen su revisión técnica como tales:


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 1,5 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,5 UTM. 

c)
Vehículos con peso bruto vehicular inferior a 3.860 kilogramos, salvo los que se indican en la letra siguiente: 


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 1,5 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,5 UTM. 

d)
Automóviles, station wagon y vehículos similares con peso bruto vehicular inferior a 2.700 kilogramos, salvo los vehículos de transporte escolar que realicen su revisión técnica como tales:


Para el gas natural comprimido, el componente variable será de 1,93 UTM/KM3 y para el gas licuado de petróleo, será igual a 1,40 UTM/M3. Para el gas natural comprimido, el componente fijo será de 5,1 UTM y para el gas licuado de petróleo, será igual a 5,1 UTM. 


El impuesto específico que se establece en el presente artículo no será base imponible del Impuesto a las Ventas y Servicios establecido en el decreto ley Nº 825.


Facúltase al Tesorero General de la República para dictar las instrucciones que sean necesarias para la correcta aplicación de las obligaciones que le impone este artículo.”.".

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 2º


Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo 2º.- El impuesto a los vehículos motorizados que transiten utilizando gas licuado de petróleo como combustible en las calles, caminos y vías públicas en general, que establece el artículo 1° de la ley Nº 18.502, desde el 1 de enero de 2002 hasta la entrada en vigencia de lo dispuesto en los numerales 1.- a 4.- del articulo 1° de esta ley, baja desde 45,0 UTM al año hasta 19,26 UTM al año.


Los propietarios de los vehículos que utilicen gas licuado de petróleo como combustible que durante el período a que se refiere el inciso precedente, hayan pagado el impuesto establecido en el artículo 1° de la ley Nº 18.502 de conformidad a la tasa aplicable con anterioridad a dicho período, podrán recuperar lo pagado en exceso en el plazo y forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos.”.

-o-


Ha agregado el siguiente artículo 3º transitorio, nuevo:


“Artículo 3°.- Establécese una bonificación equivalente a una proporción del impuesto a que se refiere el artículo 1° de la ley 18.502 soportado anualmente por los propietarios o arrendatarios de buses licitados en la implementación de los Planes y Programas de Transporte aprobados por la Subsecretaria de Transporte, y que cumplan con los siguientes requisitos: 

a)
Ser vehículos con motores diseñados y construidos de fábrica para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible, y

b)
Contar con la autorización para utilizar gas natural comprimido o gas licuado de petróleo, otorgada conforme a la normativa vigente.


La bonificación se pagará únicamente a los propietarios de los vehículos que al momento del pago cumplan con las condiciones anteriormente descritas. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones certificará la concurrencia de dichas condiciones a solicitud de los interesados.


La bonificación establecida en este artículo se pagará anualmente, durante todo el periodo que dure la concesión, reajustada en la forma que determine el reglamento.


La bonificación será equivalente a la diferencia entre el impuesto efectivamente soportado anualmente por los propietarios o arrendatarios de cada bus que utilice gas natural comprimido o gas licuado de petróleo como combustible y el impuesto que le hubiere correspondido pagar a dicho vehículo si utilizara petróleo diesel como combustible.


El impuesto soportado por los propietarios o arrendatarios de los buses a que se refiere el inciso primero de este artículo, para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, no podrá superar al monto del impuesto que le hubiere correspondido pagar a cada bus de acuerdo al tipo de combustible utilizado, la extensión de su recorrido, el número de recorridos diarios de cada vehículo, el modelo de los buses y su rendimiento expresado en kilómetros por metro cúbico ó millar de metros cúbicos, según corresponda, lo que establecerá anualmente la Secretaría Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la Región Metropolitana o la entidad en que delegue esta atribución. Para los efectos de estimar el rendimiento de cada combustible, dicha entidad deberá oír la opinión experta de al menos dos empresas o profesionales de reconocido prestigio en el área de la ingeniería de transporte. 


La bonificación se pagará a través del Servicio de Tesorerías a los propietarios o arrendatarios de los buses a que se refiere el inciso primero de este artículo, los cuales deberán acreditar fehacientemente el pago del impuesto por el cual se solicita dicha bonificación. 


La forma y condiciones de pago de la bonificación serán determinadas por reglamento, mediante decreto del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el que deberá ser suscrito también por el Ministro de Hacienda.


Facúltase al Tesorero General de la República para dictar las instrucciones que sean necesarias para la correcta aplicación del beneficio que establece la presente ley.”.

-o-

Artículos 3º y 4º


Los ha suprimido.

-o-


Hago presente a vuestra Excelencia que el proyecto fue aprobado en general con el voto conforme de 30 señores Senadores de un total de 46 en ejercicio y que, en particular, los incisos once, doce y trece del artículo 1º, contenido en el número 1, y el artículo 3º, contenido en el número 3, ambos del artículo 1º del proyecto de ley, fueron aprobados en carácter de norma orgánica constitucional con el voto conforme de 32 señores Senadores de un total de 46 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental.


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 3586, de 20 de noviembre de 2001.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): SERGIO ROMERO PIZARRO, Presidente del Senado; CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

4.
Oficio del Senado.

“Valparaíso, 18 de mayo de 2005.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley, de esa Honorable Cámara, que establece un impuesto específico a la actividad minera, correspondiente al Boletín Nº 3.772 -08, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1º

Número 1)

Ha sustituido la expresión “artículo 34 bis, el siguiente artículo 34 ter, nuevo:” por “Título IV, el siguiente Título IV Bis, nuevo:

“TITULO IV BIS

Impuesto específico a la actividad minera”

Ha reemplazado el artículo 34 ter que propone el numeral 1) por el siguiente artículo 64 bis:


“Artículo 64 bis.- Establécese un impuesto específico a la renta operacional de la actividad minera obtenida por un explotador minero.


Para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo se entenderá por:

1)
Explotador minero, toda persona natural o jurídica que extraiga sustancias minerales de carácter concesible y las venda en cualquier estado productivo en que se encuentren.

2)
Producto minero, la sustancia mineral de carácter concesible ya extraída, haya o no sido objeto de beneficio, en cualquier estado productivo en que se encuentre.

3)
Venta, todo acto jurídico celebrado por el explotador minero que tenga por finalidad o pueda producir el efecto de transferir la propiedad de un producto minero.


El impuesto a que se refiere este artículo se aplicará a la renta imponible operacional del explotador minero de acuerdo a lo siguiente:

i)
A aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales excedan al valor equivalente a 50.000 toneladas métricas de cobre fino se les aplicará una tasa única de impuesto de 5%;

ii)
A aquellos explotadores mineros cuyas ventas anuales sean iguales o inferiores al valor equivalente a 50.000 toneladas métricas de cobre fino y superiores al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino, se les aplicará una tasa equivalente al promedio por tonelada de lo que resulte de aplicar lo siguiente:


Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 15.000 toneladas métricas de cobre fino, 0,5%;


Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 15.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 20.000 toneladas métricas de cobre fino, 1%;


Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 20.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 25.000 toneladas métricas de cobre fino, 1,5%;


Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 25.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 30.000 toneladas métricas de cobre fino, 2%;


Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 30.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 35.000 toneladas métricas de cobre fino, 2,5%;


Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 35.000 toneladas métricas de cobre fino y no sobrepase el equivalente a 40.000 toneladas métricas de cobre fino, 3%;


Sobre la parte que exceda al valor equivalente a 40.000 toneladas métricas de cobre fino, 4,5%;

iii)
No estarán afectos al impuesto los explotadores mineros cuyas ventas, durante el ejercicio respectivo, hayan sido iguales o inferiores al equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino.


El valor de una tonelada métrica de cobre fino se determinará de acuerdo al valor promedio que el cobre Grado A contado haya presentado durante el ejercicio respectivo en la Bolsa de Metales de Londres, el cual será publicado, en moneda nacional, por la Comisión Chilena del Cobre dentro de los primeros 30 días de cada año.


Para los efectos de determinar la tasa de impuesto a aplicar, se deberá considerar el valor total de venta de productos mineros del conjunto de personas relacionadas con el explotador minero, que puedan ser considerados explotadores mineros de acuerdo al numeral 1), del inciso segundo del presente artículo y que realicen dichas ventas.


Se entenderá por personas relacionadas aquéllas a que se refiere el numeral 2°, del artículo 34 de esta ley.

Se entenderá por renta imponible operacional para los efectos de este artículo, la que resulte de efectuar los siguientes ajustes a la renta líquida imponible determinada en los artículos 29 a 33 de la presente ley:

1)
Deducir todos aquellos ingresos que no provengan directamente de la venta de productos mineros;

2)
Agregar los gastos y costos necesarios para producir los ingresos a que se refiere el número 1) precedente. Deberán, asimismo, agregarse los gastos de imputación común del explotador minero que no sean asignables exclusivamente a un determinado tipo de ingresos, en la misma proporción que representen los ingresos a que se refiere el numeral precedente respecto del total de los ingresos brutos del explotador minero;

3)
Agregar, en caso que se hayan deducido, las siguientes partidas contenidas en el artículo 31 de la presente ley:

a)
Los intereses referidos en el número 1°;

b)
Las pérdidas de ejercicios anteriores a que hace referencia el número 3°;

c)
El cargo por depreciación acelerada;

d)
La diferencia, de existir, que se produzca entre la deducción de gastos de organización y puesta en marcha, a que se refiere el número 9°, amortizados en un plazo inferior a seis años y la proporción que hubiese correspondido deducir por la amortización de dichos gastos en partes iguales, en el plazo de seis años. La diferencia que resulte de aplicar lo dispuesto en esta letra, se amortizará en el tiempo que reste para completar, en cada caso, los seis ejercicios, y

e)
La contraprestación que se pague en virtud de un contrato de avío, compraventa de minerales, arrendamiento o usufructo de una pertenencia minera, o cualquier otro que tenga su origen en la entrega de la explotación de un yacimiento minero a un tercero. También deberá agregarse aquella parte del precio de la compraventa de una pertenencia minera que haya sido pactado como un porcentaje de las ventas de productos mineros o de las utilidades del comprador.
4)
Deducir la cuota anual de depreciación por los bienes físicos del activo inmovilizado que hubiere correspondido de no aplicarse el régimen de depreciación acelerada.


Tal como lo establecen los artículos 64 del Código Tributario y 38 de la presente ley, en caso de existir ventas de productos mineros del explotador minero a personas relacionadas residentes o domiciliadas en Chile, para los efectos de determinar la tasa, exención y la base del impuesto a que se refiere este artículo, el Servicio de Impuestos Internos, en uso de sus facultades, podrá impugnar los precios utilizados en dichas ventas. En este caso, el Servicio de Impuestos Internos deberá fundamentar su decisión considerando los precios de referencia de productos mineros que determine la Comisión Chilena del Cobre de acuerdo a sus facultades legales.”.

Número 2)


Ha sustituido la expresión “34 ter” por “64 bis”.

Número 3)


Lo ha suprimido.

Número 4)


Ha pasado a ser número 3), reemplazando la expresión “34 ter” por “64 bis”.

Número 5)


Ha pasado a ser número 4), sustituyendo, en la nueva letra h) que se incorpora al artículo 84, la expresión “34 ter” por “64 bis”, que aparece en sus dos párrafos.

Número 6)


Ha pasado a ser número 5), reemplazando, en el nuevo inciso final que se agrega al artículo 90, la expresión “34 ter” por “64 bis”.

Número 7)


Ha pasado a ser número 6), sustituyendo, en el nuevo numeral 2 que se intercala en los artículos 93 y 94, la expresión “34 ter” por “64 bis”.

Artículo 2º


Ha sustituido las referencias al artículo “34 ter”, por otras al artículo “64 bis”, y ha intercalado en el número 2) del artículo 11 ter, nuevo, que propone, a continuación de las palabras “nuevo tributo,” la frase “incluidas las regalías, cánones o cargas similares,“.

Artículo 3º


Ha reemplazado, en la nueva letra n) que se propone para el artículo 2º del decreto ley 
Nº 1.349, la expresión “34 ter” por “64 bis”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 2º


Ha sustituido las referencias al articulo “34 ter” por otras al artículo “64 bis”.

Artículo 3º


Ha reemplazado el numeral 4), por el siguiente:


“4) La tasa de impuesto a que se refiere la letra i), del inciso tercero del artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta será 4%, mientras mantenga el derecho a invariabilidad tributaria establecido en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974;”.

Artículo 5º


Ha sustituido las referencias al artículo “34 ter” por otras al artículo “64 bis”.


Ha reemplazado el numeral 1), por el que se señala a continuación:


“1) La empresa cuyas ventas, durante el ejercicio correspondiente al año 2004, hayan sido superiores al valor equivalente a 12.000 toneladas métricas de cobre fino;”.

Ha sustituido el numeral 3), por el siguiente:


“3) La tasa de impuesto a que se refiere la letra i) del inciso tercero del artículo 64 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta será 4%, mientras mantenga el derecho a invariabilidad tributaria establecido en el artículo 11 ter del decreto ley N° 600, de 1974;”.

Artículo 7º


Ha reemplazado, las dos veces que aparece, la expresión “34 ter” por “64 bis”.

-o-


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 5462, de 23 de marzo de 2005.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): SERGIO ROMERO PIZARRO, Presidente del Senado; CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado”.

5.
Segundo Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto de reforma constitucional que modifica la composición y atribuciones del Congreso Nacional, la aprobación de los tratados internacionales, la integración y funciones del tribunal constitucional y otras materias que indica. (boletines 
Nºs 2526-07 y 2534-07)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar, en segundo trámite constitucional y segundo reglamentario, el proyecto de reforma constitucional de la referencia, originado en dos mociones refundidas: una de los Senadores señores Andrés 
Chadwick Piñera, Hernán Larraín Fernández y Sergio Romero Pizarro y del ex Senador señor Sergio Diez Urzúa; y la otra de los Senadores señores Enrique Silva Cimma y José 
Antonio Viera Gallo Quesney y de los ex Senadores señores Sergio Bitar Chacra y Juan Hamilton Depassier.


De conformidad a lo establecido en el artículo 130 del Reglamento de la Corporación, este informe recae sobre el proyecto aprobado en general por la Cámara en su sesión 55ª. de 23 de marzo del año en curso, con todas las indicaciones presentadas en la Sala y admitidas a tramitación y las presentadas posteriormente en el seno de la Comisión.


De acuerdo a lo establecido en el artículo 290 del Reglamento de la Corporación, en este informe debe dejarse constancia de lo siguiente:

1.
De las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones durante la discusión del primer informe en la Sala ni de modificaciones durante la elaboración del segundo en la Comisión.


En esta situación se encuentran:


En el artículo 1º los números 6 letra b); 14; 16, letra b); 19; 20; 22 (sólo respecto de los artículos que substituyen a los artículos 40 y 41); 29 Nº 2, 32 letras a), c), d) y e); 33; 37; 41; 42; 45; 50; 54; 56; 59 Nºs. 2, 6, 7 y 8 que se refieren a los artículos 11; 24; 26; 30; 32; 40 y 41; 50 Nº 2, 54; 55; 61; 79; 80; 80 G; 90; 99; 117 y las disposiciones transitorias cuadragésima segunda, cuadragésima sexta, cuadragésima séptima y cuadragésima octava..

2.
De las disposiciones que deben darse por aprobadas reglamentariamente, salvo aquellas que contienen normas para cuya aprobación se requiere un quórum especial.


Todas las disposiciones mencionadas en el número anterior, requieren, por tratarse de reformas a la Constitución, de un quórum especial de votación para su aprobación en particular, por lo que, de acuerdo al artículo 131, inciso segundo, del Reglamento de la Corporación, deberán votarse también en particular.

3.
Disposiciones suprimidas.


La Comisión suprimió los siguientes números del artículo 1º propuesto por el Senado:


Números 30 y 33 que modificaban los artículos 58 y 75, respectivamente.

4.
Disposiciones nuevas introducidas


En el artículo 1º se introdujeron los siguientes números nuevos:


1, 8, 9, 11, 12 letras a, b y d ; 13 letra a), 17, 23, 25, 32 letra b), 36, 38, 39, 43, 44, 57, 57 bis, 58, 59 Nºs 9 y 10 los que corresponden a los artículos 1º, 14, 16 Nº 2, 18, 19 números 2º, 3º y 7º, 20 inciso primero, 28, 44, 46, 60 Nº 13, 64, 80 C, 80 D, 120, artículo final, las 30 normas transitorias que deroga el Nº 58, y las disposiciones transitorias cuadragésima novena y quincuagésima.

El artículo 2º.

5.
Artículos modificados.


La Comisión modificó los siguientes números propuestos por el Senado para el artículo 1º:


El Nº 1 que pasó a ser 2; el Nº 3 que pasó a ser 4; el Nº 4 que pasó a ser 5; el Nº 5 número 1 que pasó a ser 6 número 1; el Nº 8 que pasó a ser 12 c; el Nº 12 que pasó a ser 15; el Nº 14 que pasó a ser 18; el Nº 19 que pasó a ser 24; el Nº 20 que pasó a ser 26; el Nº 21 que pasó a ser 27; el Nº 22 que pasó a ser 28; el Nº 23 que pasó a ser 29; el Nº 24 que pasó a ser 30; el Nº 25 que pasó a ser 31; el Nº 26 que pasó a ser 32; el Nº 28 que pasó a ser 34; el Nº 32 que pasó a ser 40; el Nº 37 que pasó a ser 46; el Nº 38 que pasó a ser 47; el Nº 39 que pasó a ser 48; el Nº 40 que pasó a ser 49; el Nº 42 que pasó a ser 51; el Nº 43 que pasó a ser 52: el 
Nº 44 que pasó a ser 53 , y el Nº 48 números 5 y 6.

6.
Indicaciones rechazadas.


La Comisión rechazó las siguientes indicaciones: 
1.
La del Diputado señor Díaz para intercalar en el artículo 1º de la Constitución, el siguiente inciso cuarto, pasando el actual a ser quinto:


“El Estado reconoce a todas las etnias, las cuales integran la nación chilena. la ley promoverá el respeto y desarrollo de sus culturas, lenguas, organización social y costumbres, y garantizará a sus integrantes la participación que les corresponde, en iguales términos que a todos los demás chilenos.

2.
La del Diputado señor Monckeberg y de los Diputados señores Paya y Uriarte, para agregar, en subsidio de la indicación que figura con el Nº 5, en el inciso quinto del artículo 1º, a continuación de la frase “ promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación” , lo siguiente: “ garantizar el orden institucional de la república”.

3.
La. del Diputado señor Monckeberg y de los Diputados señores Paya y Uriarte, para substituir en el inciso tercero propuesto por el Senado para el artículo 3º, la palabra “regionalización” por la siguiente: “descentralización”.

4.
La del Diputado señor Paya para eliminar en el inciso tercero propuesto por el Senado para el artículo 3º, las expresiones “provincias y comunas”.

5.
La del Diputado señor Monckeberg y de los Diputados señores Paya y Uriarte para suprimir la proposición del Senado destinada a agregar antes del punto final del inciso primero del artículo 6º, la frase “ y garantizar el orden institucional de la República”.

6.
La del Diputado señor Monckeberg y de los Diputados señores Paya y Uriarte, para eliminar en el inciso segundo del nuevo artículo 8º propuesto por el Senado, la frase: “ el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos”.

7.
La de los Diputados señores Bayo, Delmastro, Errázuriz y Kuschel para substituir el Nº 1 propuesto por el Senado para el artículo 11, por el siguiente:


“1º Por renuncia voluntaria manifestada ante autoridad competente. Esta renuncia sólo producirá efectos si la persona, previamente, se ha nacionalizado en país extranjero. Sin embargo, si la renuncia se hubiere producido como exigencia para obtener un trabajo, se entenderá que no ha sido voluntaria.”.

8.
La de los Diuputados señores Bustos, Ceroni, Pérez Lobos y señora Soto para agregar los siguientes incisos tercero y cuarto al artículo 13 de la Constitución;


“La ley regulará la organización y funcionamiento de un sistema de participación directa de la ciudadanía en los asuntos públicos, a través del plebiscito, el referendum, la revocatoria y la iniciativa popular de ley.


La ley asegurará el derecho a una buena administración, derecho de acceso a documentos públicos y el acceso a os servicios de interés público.”.

9.
La de los Diputados señores Girardi y Tarud para suprimir el nuevo inciso tercero propuesto por el Senado para el artículo 13 de la Constitución.

10. La de la Diputada señora Allende para agregar un inciso tercero al artículo 13 del siguiente tenor:


“Los ciudadanos chilenos residentes en país extranjero podrán ejercer el derecho a sufragio. La autoridad respectiva adoptará las medidas y procedimientos para hacer efectivo este derecho en el lugar en que residan.”.

11. La de los Diputados señores Bayo, Delmastro, Errázuriz y Kuschel para substituir el Nº 2 del artículo 16 de la Constitución por el siguiente:


”Por hallarse la persona procesada por delito que merezca pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista.. En tales casos, la suspensión se producirá solo una vez que el Servicio Electoral consigne dicha suspensión en los registros electorales, y”.

12. La del Diputado señor Monckeberg y de los señores Diputados Paya y Uriarte, para suprimir la letra a) propuesta por el Senado para el artículo 17 de la Constitución.

13. La del Diputado señor Monckeberg y de los señores Diputados Paya y Uriarte, para substituir la letra b) propuesta por el Senado para el artículo 17, por la siguiente:


“Los que hubieren perdido la ciudadanía por la causal indicada en el número 2º, la recuperarán en conformidad a la ley, una vez extinguida su responsabilidad penal. Los que la hubieren perdido por la causal prevista en el número 3º y aquellos que la hayan perdido por condena por delitos relativos al tráfico de estupefacientes y que hubieren merecido además pena aflictiva, podrán solicitar su rehabilitación al Senado una vez cumplida la condena.”.

14. La del Diputado señor Lorenzini para agregar la siguiente letra c) al texto propuesto por el Senado para el artículo 17:


“c) Agrégase el siguiente inciso final:


“Los beneficiarios de una ley de amnistía se entenderán rehabilitados de pleno derecho.”.

15. La de los Diputados señores Bayo, Delmastro, Errázuriz y Kuschel para substituir el 
Nº 3º del artículo 17 por el siguiente.


“3 Por condena por delitos que la ley califique como conducta terrorista y los relativos al tráfico de drogas, de estupefacientes y la obtención de dineros mal habidos y que hubieren merecido, además, pena aflictiva, .

16. La de los Diputados señores Bustos, Ceroni y Pérez Lobos y señora Soto para agregar el siguiente párrafo final al Nº 2 del artículo 19 de la Constitución:


“No se admitirá la discriminación arbitraria que denote distinción, exclusión o restricción basada en el sexo, raza o atnia, estirpo, origen social, opiniones políticas, religiosas o éticas, que tengan por objeto menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos, en las esferas política, económica, social, cultural y civil.”.

17. La del Diputado señor Paya para rechazar la supresión del párrafo segundo del Nº 4 del artículo 19 propuesto por el Senado.

18. La del Diputado señor Burgos para substituir la letra e) del Nº 7 del artículo 19 de la Constitución, por la siguiente:


“e) La detención, prisión preventiva y demás medidas cautelares personales que establezca el legislador procederán sólo cuando se cumplan con los requisitos y modalidades que éste prevea, pudiendo ser decretadas por el juez sólo en caso de ser consideradas como estrictamente necesarias para la realización de diligencias precisas y determinadas de investigación por parte del Ministerio Público, para la seguridad del ofendido o de la sociedad.”. 

19. La del Diputado señor Burgos para substituir la letra i) del Nº 7 del artículo 19 de la Constitución, por la siguiente:


““i) El que hubiere sido condenado por resolución que la Corte Suprema declare manifiestamente errónea o arbitraria, tendrá derecho a ser indemnizado por el Estado de los perjuicios patrimoniales y morales que haya sufrido. La indemnización será determinada judicialmente en juicio sumario y en él, la prueba se apreciará conforme a la sana crítica.”.

20. La de los Diputados señora Guzmán y señor Longton para suprimir en la letra i) del Nº 7 del artículo 19 de la Constitución, la palabra “injustificadamente”.

21. La de los Diputados señores Espinoza, González, Jaramillo, Leal, Meza, Navarro y Rossi para agregar el siguiente párrafo sexto al Nº 10 del artículo 19 de la Constitución:


“El patrimonio cultural de la Nación está bajo la protección del Estado. El patrimonio arqueológico y otros bienes culturales que conforman la identidad nacional, pertenecen a la Nación y son inalienables, inembargables e imprescriptibles. La ley establecerá los mecanismos para ceder su uso por tiempo determinado, readquirirlos cuando se encuentren en manos de particulares y reglamentará los derechos especiales que detentan los pueblos originarios asentados en territorios de riqueza arqueológica.”.

22. La del Diputado señor Monckeberg y de los señores Diputados Paya y Uriarte, para suprimir el Nº 9 propuesto por el Senado, el que agrega las siguientes oraciones al final del párrafo cuarto del Nº 16 del artículo 19 de la Constitución:


“Los colegios profesionales constituidos en conformidad a la ley y que digan relación a tales profesiones, estarán facultados para conocer de las reclamaciones que se interpongan sobre la conducta ética de sus miembros. Contra sus resoluciones podrá apelarse ante la Corte de Apelaciones respetiva. Los profesionales no asociados serán juzgados por los tribunales especiales establecidos en la ley.”.

23. La del Diputado señor Lorenzini para sustituir el Nº 9 propuesto por el Senado, descrito en el número anterior, por el siguiente:


“Agrégase, al final del párrafo cuarto del número 16 del artículo 19, la siguiente oración final:


“Tal ley podrá exigir para el ejercicio de dichas profesiones, la afiliación obligatoria al respectivo colegio profesional, el que deberá velar, en conformidad a la ley, por el ejercicio ético de la respectiva actividad profesional.”.

24. La del Diputado señor Araya para intercalar en el agregado propuesto para el Nº 16 del artículo 19, entre los términos “profesionales “ y constituidos” y “profesionales” y “no” las expresiones “y de técnicos” y “ y técnicos”, respectivamente.

25. La de los Diputados señores Bayo, Delmastro, Errázuriz y Kuschel para agregar al final del párrafo cuarto del número 16 del artículo 19 de la Constitución, las siguientes oraciones:


“Los colegios profesionales constituidos en conformidad a la ley y que digan relación a tales profesiones, estarán facultados para conocer de las reclamaciones que se interpongan sobre la conducta ética de quienes tengan la respectiva profesión, estén o no asociados. Contra sus resoluciones podrá apelarse ante la Corte de Apelaciones respectiva.”.

26. La de los Diputados señores Alvarez-Salamanca, Jarpa, Ojeda, Quintana y Sánchez para agregar los siguientes incisos finales al Nº 24 del artículo 19 de la Constitución:


“El Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de los recursos genéticos y de sus productos derivados en relación a las especies animales y vegetales de carácter endémicas que se encuentren en su territorio


Una ley orgánica constitucional regulará el régimen de acceso y patentabilidad de estos recursos, el que deberá velar por la salvaguarda de los intereses nacionales y por la participación justa y equitativa de los beneficios que se deriven de los recursos genéticos.


El Estado reconoce el derecho de sus comunidades indígenas sobre sus conocimientos y prácticas tradicionales asociados a los recursos genéticos y sus productos derivados.”.

27. La del Diputado señor Longueira para agregar el siguiente inciso final al Nº 25 del artículo 19 de la Constitución:


“Es deber del Estado proveer los medios procesales idóneos para un eficaz ejercicio del derecho de autor, y”.

28. La de los Diputados señores Riveros y Saffirio para agregar un Nº 27 al artículo 19 del siguiente tenor:


“27º. El derecho de los consumidores y usuarios a la calidad de los bienes y servicios consumidos, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos, a la reparación de los daños sufridos así como a promover su derecho a la información, a la educación y a organizarse para salvaguardar sus intereses. Una ley regulará la defensa de estos derechos y los procedimientos para hacerlos efectivos.”.

29. La del Ejecutivo para reemplazar en el inciso segundo del artículo 20 de la Constitución , la expresión “acto arbitrario e ilegal” por “acto u omisión arbitrario o ilegal”.

30. La de los Diputados señores Girardi y Tarud para reemplazar en el inciso segundo del artículo 25 de la Constitución. la expresión “seis” por” cinco”.

31. La de los Diputados señores Galilea Vidaurre y Longton para substituir en la letra b) propuesta por el Senado para el inciso segundo del artículo 25, el vocablo “cuatro” por “cinco

32. La de los Diputados señores Bayo, Delmastro, Errázuriz y Kuschel para substituir el inciso segundo del artículo 25 por el siguiente:


“El Presidente de la República durará en el ejercicio de sus funciones por el término de cuatro años.”.

33. La de los Diputados señores Bayo, Delmastro, Errázuriz y Kuschel para substituir el Nº 10 del artículo 32 por el siguiente:


“10º Designar a los embajadores, con acuerdo del Senado y a los ministros diplomáticos, y a los representantes ante organismos internacionales. Tanto estos funcionarios como los señalados en el Nº 9º precedente, serán de la confianza exclusiva del Presidente de la República y se mantendrán en sus puesto mientras cuenten con ella.”.

34. La del Diputado señor Lorenzini para intercalar, entre la palabra “Senado,” y la letra “y” que la sigue del artículo 37 de la Constitución, lo siguiente:


“formular indicaciones a los proyectos de ley y de reforma constitucional en trámite, en representación del Presidente de la República, salvo que se trate de materias de su iniciativa exclusiva”.

35. La del Diputado señor Paya para agregar las siguiente oración final al texto propuesto por el Senado como inciso segundo del artículo 37:


“Con todo, el titular de una misma cartera no estará obligado a concurrir personalmente a estas sesiones especiales más de tres veces en un año calendario.”.

36. La de los Diputados señores Bustos, Ceron, Pérez Lobos y señora Soto para substituir el artículo 39 de la Constitución, por el siguiente:


“Artículo 39.- En caso de guerra exterior, guerra interna, grave conmoción interior, calamidad pública, grave alteración del orden público o grave daño para la seguridad de la Nación, se podrá decretar los estados de excepción a que se refiere el artículo siguiente, en los cuales sólo podrá suspenderse o restringirse los derechos y garantías expresamente señalados en el artículo 41, en virtud de actos de autoridad ajustados y proporcionados al estado de necesidad que corresponda y por un tiempo estrictamente limitado a las exigencias de la situación.


Tales actos de autoridad deberán respetar las normas y principios consagrados por el Derecho Internacional Humanitario, serán objeto de los controles propios de un Estado de Derecho y no podrán importar discriminación alguna fundada en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social.


El estado de necesidad constitucional en ningún caso autorizará a restringir o suspender derechos consubstanciales a la dignidad de la persona humana, ni las garantías procesales de los derechos constitucionales.”.

37.La del Diputado señor Lorenzini para agregar al artículo 42 los siguientes incisos:


“El conocimiento del escrutinio general y la calificación de las elecciones de diputados y senadores, así como la resolución de las reclamaciones a que dieren lugar, corresponderá al Tribunal Calificador de Elecciones.


Pero, tanto la Cámara de Diputados como el Senado poseen atribuciones exclusivas para pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de sus miembros, y para admitir su dimisión, si los motivos en que la fundaren fueren de tal naturaleza que los imposibilitaren física o moralmente para el ejercicio de sus cargos. Para aceptar la dimisión, deberán concurrir las dos terceras partes de los diputados o senadores presentes.

38 La del Diputado señor Ascencio para reemplazar el inciso primero del artículo 43 por el siguiente:


“La Cámara de Diputados está integrada por 150 miembros, elegidos en votación directa por los distritos electorales que tendrán a la región como la unidad territorial de elección. El número de diputados a ser electos en cada distrito electoral será determinado en la Ley Orgánica Constitucional respectiva.”.

39. La de los Diputados señores Girardi y Tarud para reemplazar en el inciso segundo del artículo 43, la expresión “cuatro” por” cinco”.

40. Igual indicación a la anterior de los Diputados señores Galilea Vidaurre y Longton.

41. La de los Diputados señoras Guzmán y Pérez y señor Longton para agregar al final del inciso segundo del artículo 43, substituyendo el punto final por una coma, lo siguiente: 


“sin perjuicio de que sus miembros no podrán ser reelectos por más de tres períodos consecutivos.”

42. La del Diputado señor Ascencio para substituir el inciso primero del artículo 45 por el siguiente:


“El Senado se compone de 50 miembros elegidos en votación directa por circunscripciones senatoriales, las que serán determinadas en la Ley Orgánica Constitucional respectiva.”.

43. La de los Diputados señores Girardi y Tarud para substituir el inciso segundo propuesto por el Senado para el artículo 45 por el siguiente:


“El Senado se renovará en su totalidad cada cinco años.”.

44. La de los Diputados señores Galilea Vidaurre y Longton para substituir en el inciso segundo propuesto por el Senado para el artículo 45, los guarismos “ocho” por “diez” y “cuatro” por “cinco”.

45. La de los Diputados señoras Guzmán y Pérez y señor Longton para agregar un inciso final al texto propuesto por el Senado para el artículo 45, del siguiente tenor:


“Sin perjuicio de lo anterior los senadores no podrán ser reelectos por más de dos períodos consecutivos.”.

46. La del Diputado señor Paya para agregar un inciso tercero al texto propuesto por el Senado para el artículo 45, del siguiente tenor:


“Las modificaciones a la referida Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios que digan relación con el número de senadores, las circunscripciones existentes y el sistema electoral vigente, requerirán del voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio.”.

47. La de los Diputados señores Bayo, Delmastro, Errázuriz y Kuschel para suprimir en el artículo 46 la oración “ dos años de residencia en la respectiva región contados hacia atrás desde el día de la elección”.

48. La de los Diputados señoras Guzmán y Pérez y señor Longton para substituir en el 
artículo 46 el número “40” por “35”.

49. La de los Diputados señores Ascencio, Burgos, Luksic y Mora para substituir el artículo 47 por el siguiente:


“Artículo 47.- Se entenderá que los diputados y senadores tienen, por el solo ministerio de la ley, su residencia en la región correspondiente, mientras se encuentren en ejercicio de su cargo.


Las elecciones de diputados y senadores se efectuarán conjuntamente.


Las vacantes de diputados y las de senadores se proveerán por el ciudadano que señale el partido político al que pertenecía el parlamentario que produjo la vacante en el momento de ser elegido.


Los parlamentarios elegidos como independientes no serán reemplazados.


Los parlamentarios elegidos como independientes que hubieren postulado integrando lista en conjunto con uno o más partidos políticos , serán reemplazados por el ciudadano que señale el partido indicado por el respectivo parlamentario en el momento de presentar su declaración de candidatura.


El reemplazante deberá reunir los requisitos para ser elegido diputado o senador, según sea el caso.


El nuevo diputado o senador ejercerá sus funciones por el término que faltaba a quien originó la vacante.


En ningún caso procederán elecciones complementarias.


Los Diputados no podrán reelegirse después de tres períodos en el ejercicio de sus cargos. En el caso de los senadores, éstos no podrán reelegirse después de dos períodos.


Los diputados y los senadores cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad.”.

50. La de los Diputados señores Bayo, Delmastro, Errázuriz y Kuschel para suprimir el inciso primero del artículo 47.

51. La del Diputado señor Paya para reemplazar el inciso primero del artículo 47 por el siguiente:


“Las personas que tengan residencia en más de una región podrán ser candidatos a diputado o senador por cualquiera de ellas. Se entenderá que los diputados o senadores tienen además, por el solo ministerio de la ley, su residencia en la región por la que fueron electos, mientras se encuentren en ejercicio de su cargo.”.

52. La de los Diputados señores Bayo, Delmastro, Errázuriz y Kuschel para substituir el inciso segundo del artículo 47 de la Constitución, por el siguiente:


“Las elecciones de diputados y de los senadores que corresponda elegir por votación directa se efectuarán conjuntamente. Los senadores podrán ser reelegidos por una sola vez para el período inmediatamente siguiente y los diputados podrán ser reelegidos dos veces consecutivas.

53. La de los Diputados señora Guzmán y señor Longton para agregar en el encabezamiento del Nº 1) del artículo 48, después de la palabra “Gobierno”, las expresiones “y de la Administración del Estado”.

54. La de los Diputados señores Bayo, Bertolino, Delmastro, Errázuriz, García , Kuschel, Martínez y Vargas para substituir el Nº 1 del artículo 48 de la Constitución por el siguiente:


“1.- Fiscalizar los actos de gobierno y administración del Estado. En el ejercicio de esta atribución, la Cámara podrá adoptar acuerdos y sugerir observaciones con el voto de la mayoría de los Diputados presentes, los que se transmitirán por escrito al Presidente de la República para que éste, por intermedio del Ministro de Estado que corresponda, de respuesta dentro de treinta días. En ningún caso, los acuerdos u observaciones afectarán la responsabilidad política de los ministros y la obligación se entenderá cumplida por el hecho de entregar una respuesta fundada o por el envío de los antecedentes solicitados..


Cualquier diputado podrá solicitar determinados antecedentes al Gobierno siempre que su proposición cuente con el voto favorable de a lo menos el diez por ciento de los miembros presentes de la Cámara. Asimismo, el cinco por ciento de los diputados en ejercicio podrá formular observaciones o requerir informes y antecedentes a la Contraloría General de la República, a los Gobiernos Regionales y Municipalidades, debiendo éstos responder por escrito en idéntico plazo al indicado en el primer inciso. Igual atribución podrá ejercerse respecto de entidades privadas que reciban o administren fondos públicos, para establecer el uso adecuado de los mismos, y

55. La de los Diputados señores Ascencio, Burgos, Luksic y Mora para substituir el Nº 1 del artículo 48 propuesto por el Senado por el siguiente:


“1) Fiscalizar los actos del Gobierno y de la Administración del Estado.


Para ejercer esta atribución, la Cámara puede:

a)
Adoptar acuerdos o sugerir observaciones, los que se transmitirán por escrito al Presidente de la República o a la autoridad que corresponda.


Estos acuerdos u observaciones se adoptarán con el voto de la mayoría de los diputados presentes en la sala y se transmitirán por escrito a la autoridad pertinente, la que deberá darles fundada respuesta dentro de treinta días. El Presidente de la República lo hará por medio del Ministro que corresponda

b)
Recabar, a solicitud de cualquier diputado, determinados antecedentes, siempre que la proposición cuente con el voto favorable de, a lo menos, un tercio de los miembros presentes en la sala. La autoridad requerida deberá dar fundada respuesta, dentro del plazo de treinta días. El Presidente de la República lo hará por medio del Ministro que corresponda.

c)
Citar a un Ministro de Estado, a petición de a lo menos dos quintos de los diputados en ejercicio, a fin de formularle consultas específicas respecto de materias propias de su ministerio.


Lo anterior es sin perjuicio del derecho que confiere a los ministros de Estado el artículo 37.


El Presidente de la Cámara determinará la sesión a la que deberá concurrir el ministro, la que deberá tener lugar dentro de los quince días siguientes a aquél en que se acordó la citación.


La asistencia del ministro será obligatoria y deberá responder las consultas que motiven su citación, así como las que se planteen durante la sesión y que estén directamente vinculadas con la materia objeto de su comparecencia.

d)
Formar, con el acuerdo de dos quintos de los diputados en ejercicio, comisiones investigadoras destinadas a obtener y reunir información sobre determinados actos del Gobierno o de la Administración del Estado.


Estos mismos cometidos podrán ser encomendados a las comisiones permanentes.


Estas comisiones tendrán la competencia que les fijen los acuerdos de la Cámara que decidan su constitución o efectúen el encargo, y ni aún por la unanimidad de sus integrantes podrán extender su cometido al conocimiento de materias que no se encuentren comprendidas en dichos acuerdos.


La competencia de estas comisiones para desarrollar la investigación que les sea encomendada, se extinguirá al vencimiento del plazo que les haya fijado la Cámara para el cumplimiento de su objeto, término que podrá ser ampliado o renovado con el voto favorable de la mayoría absoluta de los diputados en ejercicio, siempre que la comisión haya solicitado la ampliación o renovación antes de su vencimiento.


Los Ministros de Estado, las autoridades públicas y, en general, los funcionarios del Gobierno y de la Administración del Estado, citados por una comisión investigadora o una comisión permanente, según sea el caso, estarán obligados a comparecer y a suministrar los informes y antecedentes específicos que les sean solicitados.


En caso de que fuere estrictamente necesario para el resultado de la investigación, por la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio de la comisión, se podrá citar ante ella o solicitar por escrito el testimonio a personas particulares o requerirles los antecedentes que se estimaren pertinentes.


El informe de la comisión será conocido por la Cámara y sus conclusiones, una vez aprobadas por ella, serán puestas en conocimiento del Gobierno y, si se estimare procedente, de los órganos o servicios afectados, de la Contraloría General de la República, del Ministerio Público, del Consejo de Defensa del Estado o de los tribunales de justicia, para los efectos de adoptar las medidas que se estimaren pertinentes o para el ejercicio de las acciones que correspondieren.


La ley orgánica constitucional relativa al Congreso Nacional regulará en lo demás lo concerniente a la composición, atribuciones y normas de funcionamiento de estas comisiones. Asimismo, establecerá el procedimiento para el cumplimiento de las diligencias y actuaciones que decreten y las sanciones por su infracción, así como las garantías y resguardos que deberán cautelar el debido respecto de las personas que, directa o indirectamente, sean mencionadas o aludidas durante la investigación.

56. La del Ejecutivo para sustituir el número 1) del artículo 48 por el siguiente:

1)
Fiscalizar los actos del Gobierno y de la Administración del Estado. Para ejercer esta atribución la Cámara puede: 

a)
Adoptar acuerdos o sugerir observaciones, los que se transmitirán por escrito al Presidente de la República o a la autoridad que corresponda. 


Estos acuerdos u observaciones se adoptarán con el voto de la mayoría de los diputados presentes en la Sala y se transmitirán por escrito, debiendo el Gobierno dar respuesta, por medio del Ministro de Estado que corresponda, dentro de treinta días. En ningún caso, dichos acuerdos u observaciones afectarán la responsabilidad política de los Ministros.

b)
Recabar, a solicitud de cualquier diputado, determinados antecedentes, siempre que la proposición cuente con el voto favorable de, a lo menos, un tercio de los miembros presentes en la Sala. La autoridad requerida deberá dar fundada respuesta, dentro del plazo de treinta días. El Presidente de la República lo hará por medio del Ministro de Estado que corresponda.

c)
Citar a un Ministro de Estado, a petición de lo menos dos quintos de los diputados en ejercicio, a fin de formularle consultas específicas respecto de materias propias de su Ministerio. 


Lo anterior, es sin perjuicio del derecho que confiere a los Ministros de Estado el artículo 37.


El Presidente de la Cámara determinará la sesión a la que deberá concurrir el Ministro, la que deberá tener lugar dentro de los quince días siguientes a aquél en que se acordó la citación.


La asistencia del Ministro será obligatoria y deberá responder las consultas que motiven su citación, así como las que se planteen durante la sesión y que estén directamente vinculadas con la materia objeto de su comparecencia.

d)
Formar, con el acuerdo de la mayoría absoluta de los diputados en ejercicio, comisiones investigadoras destinadas a obtener y reunir información sobre determinados actos del Gobierno o la Administración del Estado.


Estos mismos cometidos podrán ser encomendados a las comisiones permanentes.


Estas comisiones tendrán la competencia que les fijen los acuerdos de la Cámara que decidan su constitución o efectúen el encargo, y ni aún por la unanimidad de sus integrantes podrán extender su cometido al conocimiento de materias que no se encuentren comprendidas en dichos acuerdos.


La competencia de estas comisiones para desarrollar la investigación que les sea encomendada se extinguirá al vencimiento del plazo que les haya fijado la Cámara para el cumplimiento de su objeto, término que podrá ser ampliado o renovado con el voto favorable de la mayoría absoluta de los diputados en ejercicio, siempre que la Comisión haya solicitado la ampliación o renovación antes de su vencimiento.


Los Ministros de Estado, las autoridades públicas y, en general, los funcionarios del Gobierno y de la Administración del Estado, citados por una comisión investigadora o por una comisión permanente, según sea el caso, estarán obligados a comparecer y a suministrar los informes y antecedentes específicos que les sean solicitados.


En caso de que fuere estrictamente necesario para el resultado de la investigación, por la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio de la comisión, se podrá citar ante ella o solicitar por escrito el testimonio a personas particulares o requerirles los antecedentes que se estimaren pertinentes.


El informe de la Comisión será conocido por la Cámara y sus conclusiones, una vez aprobadas por ella, serán puestas en conocimiento del Gobierno y, si se estimare procedente, de los órganos y servicios afectados, de la Contraloría General de la República, del Ministerio Público, del Consejo de Defensa del Estado o de los tribunales de justicia, para los efectos de adoptar las medidas que se estimaren pertinentes o para el ejercicio de las acciones que correspondieren.


La Ley Orgánica Constitucional relativa al Congreso Nacional regulará en lo demás lo concerniente a la composición, atribuciones y normas de funcionamiento de estas comisiones. Asimismo, establecerá el procedimiento para el cumplimiento de las diligencias y actuaciones que decreten y las sanciones por su infracción, así como las garantías y resguardos que deberán cautelar el debido respeto de las personas que, directa o indirectamente, sean mencionadas o aludidas durante la investigación.”.

57. La de los Diputados señora Guzmán y señor Galilea Carrillo para reemplazar el inciso primero de la letra a) del Nº 1 del artículo 48 , por el siguiente:


“Adoptar acuerdos o sugerir observaciones, con el voto de la mayoría de los diputados, los que se transmitirán por escrito a la autoridad que corresponda o al Presidente de la República, quienes deberán dar fundada respuesta dentro de treinta días. El Presidente de la República lo responderá por medio del Ministro de Estado que corresponda en el plazo antes señalado.

58. La de los Diputados señores Bayo, Delmastro, Errázurriz y Kuschel para agregar el siguiente inciso final a la letra a) del Nº1 del artículo 48:


“En ningún caso los acuerdos, observaciones o solicitudes de antecedentes afectarán la responsabilidad política de los Ministros de Estado, pero si la afectará la falta de respuesta dentro del plazo señalado en el inciso primero.”.

59. La de los Diputados señores Bustos, Ceroni, Pérez Lobos y señora Soto para substituir en el inciso segundo del número 1) del artículo 48 de la Constitución, la coma y la conjunción “y” que siguen a la palabra “Cámara”, por un punto aparte, agregando, luego, el siguiente inciso tercero:


“Asimismo la Cámara podrá interpelar a un Ministro de Estado, si así lo solicitare a lo menos un tercio de sus miembros en ejercicio, con la finalidad de formularle preguntas acerca de materias vinculadas a su cargo. El Ministro de Estado podrá ser interpelado hasta cuatro veces en, debiendo despacharse la citación respectiva. Su comparecencia, y la de funcionarios públicos de su dependencia, será obligatoria ante la Sala y la citación deberá indicar las materias comprendidas en la interpelación, todo en los términos establecidos en el Reglamento de la Corporación.

60. La de los Diputados señora Guzmán y señor Galilea Carrillo para agregar al texto propuesto por el Senado para el Nº 1 del artículo 48, una letra b), nueva, pasando la actual a ser c):


“b) Recabar, a solicitud de cualquier diputado, determinados antecedentes, siempre que la proposición cuente con el voto favorable de, a lo menos, un tercio de los miembros presentes en la sala. La autoridad requerida deberá dar fundada respuesta dentro del plazo de treinta días. El Presidente de la República lo hará por medio del Ministro de Estado que corresponda en el mismo plazo.

61. La de los Diputados señora Guzmán y señor Galilea Carrillo para agregar en la actual letra b) propuesta por el Senado para el Nº 1) del artículo 48, que pasaría a ser c), el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero:


“El Presidente de la Cámara determinará la sesión a la que deberá concurrir el Ministro, la que deberá tener lugar dentro de los quince días siguientes a aquel en que se acordó la citación.”.

62. La de los Diputados señora Guzmán y señor Galilea Carrillo para agregar al final del actual inciso segundo de la letra b), que pasaría a ser c), propuesta por el Senado para el Nº 1) del artículo 48, precedida de una coma(,), la siguiente oración;


“así como las que se planteen durante la sesión y que estén directamente vinculadas a la materia objeto de la comparecencia.”.

63. La de los Diputados señoras Guzmán y Pérez y señor Longton para agregar en el inciso segundo de la letra c), del artículo 48 propuesto por el Senado, después de la palabra “mayoritaria”, suprimiendo la coma que la sigue, lo siguiente: “ y los particulares que contraten de cualquier forma con el Estado o sus empresas, “.

64. La de los Diputados señora Guzmán y señor Galilea Carrillo para agregar un inciso cuarto, nuevo, a la actual letra c) propuesta por el Senado para el Nº 1) del artículo 48, pasando el actual a ser quinto y así sucesivamente:


“En el caso que fuere estrictamente necesario para el resultado de la investigación, por la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio de la comisión, se podrá invitar o solicitar por escrito el testimonio de personas particulares o requerirles los antecedentes que estimaren pertinentes.”.

65. La del Diputado señor Monckeberg y de los señores Diputados Paya y Uriarte, para reemplazar la frase inicial del inciso quinto de la letra c) propuesto por el Senado para el 
Nº 1) del artículo 48, por la siguiente:


“La investigación de la comisión tendrá carácter de reservado cuando así lo acuerden dos tercios de sus integrantes.”.

66. La del Diputado señor Araya para agregar al Nº 2 del artículo 48 de la Constitución, la siguiente letra f):


“f) Del Fiscal Nacional y los Fiscales Regionales del Ministerio Público, por notable abandono de sus deberes.”.

67. La del Diputado señor Araya para intercalar en el inciso tercero del artículo 48 de la Constitución, entre los términos “e) “y “podrán”, la expresión “f )” y para reemplazar la palabra “ tres” por “seis”.

68. La del Diputado señor Lorenzini para agregar los siguientes numerales al artículo 48 de la Constitución:


“3) Prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran


Si la Cámara no se pronunciare dentro de los treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento, y

4)
Dar su dictamen al Presidente de la República en los casos en que éste lo solicite.”.

69. La del Diputado señor Monckeberg y de los señores Diputados Paya y Uriarte, para suprimir el inciso noveno del numeral 1 del artículo 50 propuesto por el Senado.

70. La del Diputado señor Lorenzini para derogar el artículo 52 propuesto por el Senado

71. La del Diputado señor Lorenzini para intercalar en el artículo 53 de la Constitución, el siguiente inciso segundo:


“Las Cámaras dictan sus propios reglamentos; fijan y regulan su organización y funcionamiento internos; determinan sus necesidades presupuestarias; establecen el estatuto de su personal, su dotación, planta, y, de consuno, estas mismas materias, en cuanto conciernan a los órganos comunes que acuerden crear.”.

72. La de los Diputados señores Paya y Uriarte para agregar la siguiente letra e), nueva; al texto propuesto por el Senado para el inciso primero del artículo 54:


“e) Agrégase el siguiente número 11), nuevo: 


“11) Los funcionarios que puedan valerse de la naturaleza pública de su cargo para utilizarlo con fines de promoción política. Una ley orgánica constitucional determinará nominativamente los cargos públicos que darán lugar a esta inhabilidad.”.

73. La del Ejecutivo para eliminar en el artículo 56 inciso segundo de la Constitución, las expresiones “; pero sólo los cargos conferidos en estado de guerra son compatibles con las funciones de diputado o senador”.

74. La del Ejecutivo para agregar en el artículo 56 de la Constitución, el siguiente inciso final:


“En caso de producirse una vacante parlamentaria por aplicación del inciso anterior, el partido político al que perteneciere el parlamentario designará a un reemplazante en calidad de suplente y por todo el tiempo que permanezca ausente el titular. Si la designación recayere en un parlamentario independiente, el suplente será designado bajo el procedimiento del artículo 47. El parlamentario suplente tendrá todas las atribuciones, derechos y deberes que le corresponden a un diputado o senador en ejercicio.”.

75. La de los Diputados señora Guzmán y señor Galilea Carrillo para substituir el artículo 57 de la Constitución por el siguiente:


“Artículo 57.- Cesará en el cargo el diputado o senador que, desde el momento de su proclamación por el Tribunal Calificador de Elecciones, incurriere en alguna de las siguientes causales:

1º
Se ausentare del país por más de treinta días sin permiso de la Cámara a que pertenezca o, en receso de ella, de su Presidente o, encontrándose dentro del territorio nacional, faltare sin mediar causa justificada a treinta días de sesiones o a más de una tercera parte de las sesiones, celebradas en el año calendario.

2º
Celebrare o caucionare contratos con el Estado o sus organismos, cuando el contrato significare al diputado o senador un beneficio pecuniario, salvo aquellos contratos cuyo efecto consista en que el Estado se obligue a una prestación en beneficio de la generalidad de las personas.

3º
Actuare como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio contra el Fisco o litigare ante cualquier tribunal ordinario o especial de la República.

4º
Actuare como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza.

5º
Ejercitare cualquier influencia ante las autoridades administrativas o judiciales a favor o representación del empleador o de los trabajadores en negociaciones o conflictos laborales, sean del sector público o privado, o interviniese en ellos ante cualquiera de las partes, o actuare o interviniere en actividades estudiantiles, cualquiera que sea la rama de la enseñanza, con el objeto de atentar contra su normal desenvolvimiento.

6º
Utilizare en beneficio económico propio o de terceros, información privilegiada que le haya sido comunicada reservadamente con motivo o con ocasión del ejercicio de sus funciones.

7º
Ejerciere funciones de director de banco o de alguna sociedad anónima abierta, o ejerciere cargos de similar importancia en estas actividades, como las de decisión, administración o representación.

8º
Incitare de palabra o por escrito a la alteración del orden público o propiciare el cambio del orden jurídico institucional por medios distintos de los que establece esta Constitución, o comprometiere gravemente la seguridad o el honor de la Nación; sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso séptimo del número 15 del artículo 19.

9º
Perdiere durante su ejercicio algún requisito general de elegibilidad o incurriere en alguna de las causales de inhabilidad a que se refiere el artículo 54, sin perjuicio de la excepción contemplada en el inciso segundo del artículo 56 respecto de los Ministros de Estado.


Quien perdiere el cargo de diputado o senador por cualquiera de las causales señaladas precedentemente no podrá optar a ninguna función o empleo público, sea o no de elección popular, por el término de dos años, salvo los casos del inciso séptimo del número 15 del artículo 19, en los cuales se aplicarán las sanciones allí contempladas


El diputado o senador que durante su mandato fuere condenado por delito que merezca pena aflictiva o por delito propio de los empleados públicos, cesará en su cargo una vez que sea comunicada a la Cámara correspondiente que la sentencia se encuentra ejecutoriada.

76. La de los Diputados señores Bayo, Delmastro, Errázuriz y Kuschel para substituir el inciso segundo del artículo 57 de la Constitución, por el siguiente:


“Cesará en el cargo el diputado o senador que durante su ejercicio celebrare o caucionare contratos con el Estado, el que actuare como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio contra el Fisco, o como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo y lucrativas para él o un miembro de su familia en toda la línea recta y en la colateral hasta el sexto grado, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza. En la misma sanción incurrirá el que acepte ser director de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en estas actividades. 

77. La del Diputado señor Lorenzini para suprimir el nuevo inciso segundo agregado por el Senado al artículo 57.

78. La de los Diputados señora Pérez y señores Cardemil y Martínez para substituir los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 58 de la Constitución por los siguientes:


“Desde el momento de su proclamación por el Tribunal Calificador de Elecciones, ningún diputado o senador puede ser objeto de la formalización de una investigación criminal en su contra, salvo que el pleno del Tribunal de Alzada de la jurisdicción respectiva lo hubiere autorizado. De esta resolución podrá apelarse ante la Corte Suprema.


De igual forma todas aquellas actuaciones que priven al diputado o senador del ejercicio de los derechos que esta Constitución asegura, o lo restrinjan o perturben requerirán de la aprobación del Tribunal de Alzada señalado. Dicha resolución también puede ser objeto del recurso de apelación para ante la Corte Suprema.


En caso de ser arrestado por delito flagrante será puesto inmediatamente a disposición del Tribunal de Alzada respectivo, con la información sumaria correspondiente. El Tribunal procederá, entonces, conforme a lo dispuesto en el inciso primero.


Desde el momento en que se formalice la investigación por resolución firme, el diputado o senador imputado queda suspendido de su cargo.”.

79. La del Ejecutivo para reemplazar los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 58 de la Constitución, por los siguientes:


“Desde el día de su elección, o designación, o desde el de su incorporación, según el caso, los diputados y senadores sólo podrán ser privados, restringidos o perturbados en el ejercicio de los derechos que la Constitución asegura a toda persona, en un proceso penal, mediante autorización que el Ministerio Público solicitará directamente ante el pleno de la Corte de Apelaciones respectiva. Tratándose de las medidas cautelares, éstas sólo podrán ser decretadas por la misma Corte. De dichas resoluciones el afectado podrá apelar ante la Corte Suprema.


Asimismo, podrán ser arrestados o detenidos por delitos flagrantes, en cuyo caso serán puestos inmediatamente a disposición de la Corte de Apelaciones respectiva, con los antecedentes correspondientes, a fin que ésta, en pleno, examine la legalidad de la detención.”.

80. La del Diputado señor Lorenzini para modificar el artículo 58 de la Constitución en la siguiente forma:


“A) substituir el inciso segundo por el siguiente: “Ningún diputado o senador, desde el momento de su proclamación por el Tribunal Calificador de Elecciones, puede ser sometido a procedimiento penal, ni detenido o privado en alguna forma de su libertad personal, o sujeto a registro personal o domiciliario, si el Tribunal de Alzada de la jurisdicción respectiva, en pleno, no autoriza previamente la acusación declarando haber lugar a formación de causa. De esta resolución podrá apelarse para ante la Corte Suprema.”.

B)
suprimir el inciso final.

81. La de los Diputados señóra Guzmán y señor Galilea Carrillo para substituir el artículo 71 de la Constitución por el siguiente:


“Artículo 71.- El Presidente de la República podrá hacer presente la urgencia en el despacho de un proyecto, en uno o en todos sus trámites.


La calificación de la urgencia corresponderá hacerla al Senado o a la Cámara de Diputados, según corresponda, de acuerdo a la Ley Orgánica Constitucional relativa al Congreso, la que establecerá también todo lo relacionado con la tramitación interna de la ley.”.

82. La de los Diputados señores Ascencio, Burgos, Luksic y Mora para substituir el artículo 71 por el siguiente:


“Artículo 71.- El Presidente de la República podrá hacer presente la urgencia para el despacho de un proyecto, en uno o en todos sus trámites y, en tal caso, la Cámara de Diputados que haya recibido la manifestación de urgencia deberá pronunciarse dentro de treinta días, si se trata del primero o segundo trámites, o dentro de quince, si es uno posterior.


No obstante, cualquiera de las Cámaras podrá acordar que el plazo de la urgencia quede suspendido mientras estén pendientes, en la Comisión que deba informar sobre ellos, dos o más proyectos con urgencia.


La ley orgánica constitucional relativa al Congreso establecerá las normas básicas para la tramitación de la ley.

83. La de los Diputados señores Ascencio, Burgos, Luksic y Mora para eliminar, después del primer punto seguido, el párrafo final del inciso primero del artículo 72.

84. La de los Diputados señores Bayo, Delmastro, Errázuriz y Kuschel para substituir en el inciso segundo del artículo 75 de la Constitución, la expresión “ veintiún “ por “veintitrés”.

85. La de los Diputados señores Ascencio, Burgos, Luksic y Mora para substituir el artículo 81 de la Constitución por el siguiente:


“Artículo 81.- Habrá un Tribunal Constitucional integrado por nueve miembros designados de la siguiente forma:

a)
Dos abogados elegidos por la Corte Suprema en una votación secreta que se celebrará en sesión convocada para tal efecto.

b)
Tres abogados designados por el Presidente de la República.

c)
Dos abogados elegidos por el Senado, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en votaciones sucesivas, en sesión especialmente convocada al efecto.

d)
Dos abogados elegidos por la Cámara de Diputados, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto.


Las personas referidas en las letras anteriores durarán 9 años en sus cargos, se renovarán por parcialidades cada tres años, deberán tener a lo menos 15 años de título de abogado, haberse destacado en la actividad profesional, universitaria o pública, no podrán tener impedimento alguno que las inhabilite para desempeñar el cargo de juez, estarán sometidas a las normas de los artículos 55, 56 y 78, sus cargos serán incompatibles con el desempeño de toda otra función pública o privada, salvo el ejercicio de la docencia universitaria.


Los miembros del Tribunal Constitucional serán inamovibles y no podrán ser reelegidos en el cargo. Cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad.


En caso de que un miembro del Tribunal Constitucional cese en su cargo, se procederá a su reemplazo por quien corresponda de acuerdo con el inciso primero de este artículo y por el tiempo que falte para completar el período del reemplazado.


El Tribunal podrá funcionar en pleno o en salas de acuerdo a lo que disponga la ley orgánica constitucional. El quórum para sesionar será de, a lo menos, cuatro quintos de sus respectivos miembros. El Tribunal adoptará sus acuerdos por simple mayoría, salvo los casos en que se exija un quórum diferente y fallará de acuerdo a derecho. En la sentencia se incluirán los votos disidentes y concurrentes.


Cada uno de los órganos que indica el inciso primero de este artículo, designará, de acuerdo al procedimiento estipulado para los Ministros titulares, un Ministro suplente que durará tres años en el cargo. La ley orgánica constitucional regulará el estatuto de los Ministros suplentes y fijará, además, la planta, las remuneraciones y lo concerniente al personal del Tribunal, así como a la organización y funcionamiento de éste.”.

86. La del Diputado señor Monckeberg y de los Diputados señores Paya y Uriarte para substituir el inciso primero del texto propuesto por el Senado para el artículo 81, por el siguiente:


“Artículo 81.- Habrá un Tribunal Constitucional integrado por nueve miembros, designados en la siguiente forma:

a.
Tres abogados designados por la Corte Suprema, elegidos por ésta en una votación secreta.

b.
Dos abogados designados por el Presidente de la República y aprobados por los tres quintos de los senadores en ejercicio.

c.
Dos abogados designados por el Senado, por los tres quintos de sus miembros en ejercicio, en una única votación, en sesiones especialmente convocadas para tal efecto, y 

d.
Dos abogados designados por la Cámara de Diputados , por los tres quintos de sus miembros en ejercicio, en una única votación, en sesiones especialmente convocadas para tal efecto.

87. La del Diputado señor Monckeberg y la de los Diputados señores Paya y Uriarte para substituir la frase inicial propuesta por el Senado para el inciso segundo del artículo 81, por la siguiente:


“Las personas referidas en el inciso anterior durarán nueve años en sus cargos.”.

88. La del Diputado señor Monckeberg y la de los Diputados señores Paya y Uriarte para agregar las siguientes frases finales al inciso segundo propuesto por el Senado para el artículo 81:


“Los Ministros del Tribunal Constitucional no podrán ejercer la profesión de abogado ni actuar como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo.”.

89. La de los Diputados señores Bustos y Ceroni para substituir en el inciso segundo propuesto por el Senado para el artículo 81, las expresiones “ letras b) y c)” por las siguientes: “ letras a), b), c) y d)”.

90. La del Diputado señor Monckeberg y de los Diputados señores Paya y Uriarte para agregar la siguiente oración final al inciso quinto propuesto por el Senado para el artículo 81:


“El Tribunal no podrá ser integrado por personas distintas de las elegidas según los procedimientos del inciso primero de este artículo.”.

91. La del Diputado señor Monckeberg y la de los Diputados señores Paya y Uriarte para reemplazar el inciso quinto propuesto por el Senado para el artículo 81, por el siguiente:


“El Tribunal deberá funcionar en pleno, adoptará sus acuerdos por mayoría absoluta de sus integrantes, salvo los casos en que se establezca una votación diferente y fallará con arreglo a derecho.”.

92. La de los Diputados señores Bustos, Ceroni, Pérez Lobos y señora Soto para substituir el inciso final propuesto por el Senado para el artículo 81, por el siguiente:


“La ley orgánica constitucional determinará la organización, funcionamiento y procedimientos del Tribunal Constitucional. Los abogados integrantes del Tribunal Constitucional serán designados por los órganos que nombran a su titulares.”.

93. La del Diputado señor Monckeberg y la de los Diputados señores Paya y Uriarte para suprimir el inciso final propuesto por el Senado para el artículo 81.

94. La de los Diputados señora Guzmán y señor Galilea Carrillo para suprimir el inciso final propuesto por el Senado para el artículo 81.

95. La del Diputado señor Lorenzini para substituir el Nº 1º propuesto por el Senado para el artículo 82, por el siguiente:


“1º Ejercer, a requerimiento de los órganos constitucionales competentes, el control de constitucionalidad de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, y de las normas que hayan sido calificadas por ellos como orgánicas constitucionales y de las disposiciones de un tratado que versen sobre materias propias de estas últimas, antes de su ratificación o canje.”..

96. La de los Diputados señores Ascencio, Burgos, Luksic y Mora para substituir el Nº 2 propuesto por el Senado para el artículo 82, por el siguiente:


“2º Conocer y resolver sobre la constitucionalidad de los autos acordados de los Tribunales Superiores de Justicia y del Tribunal Calificador de Elecciones dentro de los cinco días siguientes a su aprobación. Asimismo, conocerá de la materia a requerimiento de cualquier persona afectada en sus derechos o intereses por dicha norma, dentro de los seis meses siguientes a su publicación en el Diario Oficial.”.

97. La de los Diputados señora Guzmán y señor Galilea Carrillo para substituir el Nº 6 propuesto por el Senado para el artículo 82, por el siguiente:


“6º Declarar la inconstitucionalidad de todo precepto legal contrario a la Constitución, por motivo de forma o de fondo, que corresponda aplicar en la decisión de cualquier gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial. Estos preceptos no pueden haber sido objeto de control preventivo por el Tribunal Constitucional.


La acción se conocerá por el pleno, el que adoptará sus acuerdos por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Ella podrá deducirse en cualquier estado de la gestión, pudiendo el Tribunal Constitucional ordenar la suspensión del procedimiento.


Esta declaración de inconstitucionalidad producirá efectos generales respecto del precepto legal de que se trate.”.

98. La del Diputado señor Lorenzini para suprimir los números 12º y 13º del texto propuesto por el Senado para el artículo 82.

99. La de los Diputados serñores Bayo, Delmastro, Errázuriz y Kuschel para substituir el inciso final propuesto por el Senado para el artículo 83, por el siguiente:


“Resuelto por el Tribunal que un precepto legal determinado es constitucional, la Corte Suprema no podrá declararlo inaplicable por el mismo vicio que fue materia de la sentencia. No obstante lo anterior, la dec laración de inaplicabilidad de un precepto legal en tres sentencias de la Corte Suprema producirá su inaplicabilidad de pleno derecho para el futuro.”.

100. La de los Diputados señores Bayo, Delmastro, Errázuriz y Kuschel para substituir el penúltimo inciso del artículo 85 de la Constitución, por el siguiente:


“Estos tribunales procederán como jurado en la apreciación de los hechos y sentenciarán con arreglo a derecho. Ante ellos, las partes podrán litigar personalmente y sin necesidad de patrocinio de abogado.”.

101. La del Diputado señor Monckeberg y de los Diputados señores Paya y Uriarte, para substituir en el inciso final propuesto por el Senado para el artículo 87, la frase “ adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio” por la siguiente: “· por las dos terceras partes de sus miembros en ejercicio”, y para reemplazar los términos “ un período de 10 años” por los siguientes: “ un período de 6 años”.

102. La del Diputado señor Paya para agregar la siguiente oración final al inciso primero del artículo 93 de la Constitución:


“El Director General de Investigaciones será nombrado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado adoptado por los cuatro séptimos de sus miembros en ejercicio y durará cuatro años en su cargo.”.

103. La del Diputado señor Monckeberg y la de los Diputados señores Paya y Uriarte para suprimir el nuevo inciso final propuesto por el Senado para el artículo 116. 

104. La del Diputado señor Monckeberg y de los Diputados señores Paya y Uriarte, para suprimir la disposición cuadragésima primera transitoria propuesta por el Senado.

105. La del Diputado señor Paya para suprimir el inciso segundo de la disposición cuadragésima tercera transitoria propuesta por el Senado.

106. La del Diputado señor Jarpa para agregar a la cuadragésimo cuarta disposición transitoria propuesta por el Senado, el siguiente inciso tercero:


“Si en definitiva por cualquier causa un senador o diputado no pudiera hacer uso de la designación ‘precedente, se aplicará el mecanismo de reemplazo contemplado en los incisos tercero y cuarto del artículo 47, que se derogan por esta ley.”.

107. La del Diputado señor Monckeberg y la de los Diputados señores Paya y Uriarte para suprimir la disposición cuadragésima quinta transitoria propuesta por el Senado.

-o-


Por las razones expuestas y por las que señalará oportunamente el señor Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto de conformidad al siguiente texto:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


ARTÍCULO 1º Introdúcense las siguientes modificaciones en la Constitución Política de la República:

1.
Modifícase el artículo 1º en los siguientes términos: 

a)
Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto a ser quinto, sexto y séptimo, respectivamente:


““La Nación chilena es una e indivisible.”

b)
Substitúyese el inciso sexto, que ha pasado a ser séptimo, por el siguiente:


“Es deber del Estado resguardar la seguridad de la Nación, dar protección a la población y a la familia, propender al fortalecimiento de ésta, promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación y asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional. Especialmente, la ley garantizará el derecho a conservar, desarrollar y fortalecer la identidad, idiomas, instituciones y tradiciones espirituales, sociales y culturales de los pueblos indígenas que forman parte de la Nación chilena.”.

2.
Sustitúyese el artículo 3º por el siguiente:


“Artículo 3º.- El Estado de Chile es unitario.


La administración del Estado será funcional y territorialmente descentralizada, o desconcentrada en su caso, de conformidad a la ley.


Los órganos del Estado promoverán el fortalecimiento de la regionalización del país y el desarrollo equitativo y solidario entre las regiones, provincias y comunas del territorio nacional.”.

3.
Agrégase, en el inciso primero del artículo 6º, antes del punto final (.), la frase”, y garantizar el orden institucional de la República”.

4.
Incorpórase el siguiente artículo 8º, nuevo:


“Artículo 8º.- El ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones.


Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen. Sin embargo, sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.”.

5.
Modifícase el artículo 10, de la siguiente forma:

a)
Elimínase el numero 2º.

b)
Sustituyese el número 3º, por el siguiente:


“3º Los hijos de padre o madre chilenos, nacidos en territorio extranjero. Con todo se requerirá que alguno de sus ascendientes en línea recta de primero o segundo grado haya adquirido la nacionalidad chilena en virtud de lo establecido en los números 1º, 4º y 5º.,“, 

c)
Reemplázase el número 4 por el siguiente:


“4º. Los extranjeros que obtuvieren carta de nacionalización en conformidad a la ley.”.

6.
Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 11:

a)
Sustitúyese el párrafo primero del número 1º, por el siguiente:


“1º Por renuncia voluntaria manifestada ante autoridad chilena competente. Esta renuncia sólo producirá efectos si la persona, previamente, se ha nacionalizado en país extranjero;”, y

b)
Derógase el número 3º.

7.
Agrégase al artículo 13, el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Tratándose de los chilenos a que se refieren los números 3º y 5º del artículo 10, el ejercicio de los derechos que les confiere la ciudadanía estará sujeto a que hubieren estado avecindados en Chile por más de un año.”.

8.
Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 14:


“Los nacionalizados en conformidad al Nº 4º del artículo 10, tendrán opción a cargos públicos de elección popular sólo después de cinco años de estar en posesión de sus cartas de nacionalización.”.

9.
Substitúyese en el Nº 2º del artículo 16 la expresión “ procesada” por las siguientes: “sujeta a prisión preventiva”.

10. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 17:

a)
Agrégase, en el número 3º, a continuación de la expresión “terrorista”, la frase “ y los relativos al tráfico de estupefacientes y que hubieren merecido, además, pena aflictiva”, y 

b)
Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“Los que hubieren perdido la ciudadanía por la causal indicada en el número 2º, la recuperarán en conformidad a la ley, una vez extinguida su responsabilidad penal. Los que la hubieren perdido por las causales previstas en el número 3º, podrán solicitar su rehabilitación al Senado una vez cumplida la condena.”.

11. Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, en el artículo 18:


“En las elecciones de diputados y de senadores se empleará un procedimiento que de por resultado una efectiva proporcionalidad en la representación popular, así como una adecuada representación de las regiones del país.”.

12. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 19:

a)
Agrégase en el número 2º el siguiente párrafo final:


La ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

b)
Substitúyese el párrafo cuarto del número 3º por el siguiente:


Nadie podrá ser juzgado por comisiones especiales , sino por el tribunal que señalare la ley y que se hallare establecido por ésta con anterioridad a la perpetración del hecho.

c)
Substitúyese el párrafo segundo del número 4º por los dos siguientes


“La ley establecerá un sistema integral y efectivo de protección de estos derechos. 


Dicha ley podrá establecer la responsabilidad solidaria de los dueños de los medios de comunicación por las indemnizaciones que procedan. 

d)
Modifícase el número 7º en el siguiente sentido:

1.
Substitúyese la letra e) por la siguiente:


“e) La libertad del imputado procederá a menos que la detención o prisión preventiva sea considerada por el juez como necesaria para las investigaciones o para la seguridad del ofendido o de la sociedad. La ley establecerá los requisitos y modalidades para obtenerla.


La apelación de la resolución que se pronuncie sobre la libertad del imputado será conocida por el tribunal superior que corresponda integrado exclusivamente por miembros titulares. La resolución que la apruebe u otorgue requerirá ser acordada por unanimidad. Mientras dure la libertad, el imputado quedará siempre sometido a las medidas de vigilancia de la autoridad que la ley contemple.”.

2.
Reemplázase en la letra f) la expresión “inculpado” por las siguientes: “imputado o acusado”.

3.
Substitúyese en la letra i) la frase “ el que hubiere sido sometido a proceso” por la siguiente: “ el que hubiere sido privado de libertad , acusado”

e)
Agréganse al final del párrafo cuarto del número 16, las siguientes oraciones: 


Los colegios profesionales constituidos en conformidad a la ley y que digan relación a tales profesiones, estarán facultados para conocer de las reclamaciones que se interpongan sobre la conducta ética de sus miembros. Contra sus resoluciones podrá apelarse ante la Corte de Apelaciones respectiva. Los profesionales no asociados serán juzgados por los tribunales especiales establecidos en la ley.

13. Modifícase el artículo 20 en el siguiente sentido:

a)
Agrégase en el inciso primero, a continuación de la coma (,) que sigue a los términos “9º inciso final”, lo siguiente: “ 10º incisos tercero y quinto”.

b)
Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 20, la expresión “ acto arbitrario e ilegal” por “ acto u omisión ilegal”.

14. Substitúyese el inciso final del artículo 24 por el siguiente:


“El 21 de mayo de cada año, el Presidente de la República dará cuenta al país del estado administrativo y político de la Nación ante el Congreso Pleno.”.

15. Substitúyense los incisos primero y segundo del artículo 25 por los siguientes:


“Para ser elegido Presidente de la República se requiere tener la nacionalidad chilena de acuerdo a lo dispuesto en los números 1º, 2º y 3º del artículo 10; tener cumplidos treinta y cinco años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio.


El Presidente de la República durará en el ejercicio de sus funciones por el término de cuatro años y no podrá ser reelegido para el período siguiente.

16. Modifícase el artículo 26 en los siguientes términos:

a)
Substitúyese en el inciso primero la oración que sigue al punto seguido (.) por la que se indica:


“La elección se efectuará conjuntamente con la de parlamentarios, en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva, noventa días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones.” y 

b)
Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto:


“En caso de muerte de uno o de ambos candidatos a que se refiere el inciso segundo, el Presidente de la República convocará a una nueva elección en el plazo de treinta días, contado desde la fecha del deceso. La elección se celebrará el domingo más cercano al nonagésimo día posterior a la convocatoria.


Si expirase el mandato del Presidente de la República en ejercicio antes de la fecha de asunción del Presidente que se elija en conformidad al inciso anterior, se aplicará, en lo pertinente, la norma contenida en el inciso primero del artículo 28.”.

17. Substitúyese el inciso primero del artículo 28 por el siguiente:


“Artículo 28.- Si el Presidente electo se hallare impedido para tomar posesión del cargo, asumirá, mientras tanto, con el título de Vicepresidente de la República, el Presidente del Senado; a falta de éste, el Presidente de la Cámara de Diputados, y a falta de éste, el Presidente de la Corre Suprema.”.

18. Substitúyese el artículo 29 por el siguiente:


“Artículo 29.- Si por impedimento temporal, sea por enfermedad, ausencia del territorio u otro grave motivo, el Presidente de la República no pudiere ejercer su cargo, le subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el ministro titular a quien corresponda de acuerdo con el orden de precedencia legal. A falta de éste, la subrogación corresponderá al ministro titular que siga en ese orden de precedencia y, a falta de todos ellos, le subrogarán sucesivamente el Presidente del Senado, el Presidente de la Cámara de Diputados y el Presidente de la Corte Suprema.”.


En caso de vacancia del cargo de Presidente de la República, se producirá la subrogación como en las situaciones del inciso anterior, y se procederá a elegir sucesor en conformidad a las reglas de los incisos siguientes:


Si la vacancia se produjere faltando menos de dos años para la próxima elección presidencial, el Presidente será elegido por el Congreso Pleno por la mayoría absoluta de los senadores y diputados en ejercicio. La elección por el Congreso será hecha dentro de los diez siguientes a la fecha de la vacancia y el elegido asumirá su cargo dentro de los treinta días siguientes.


Si la vacancia se produjere faltando dos años o más para la próxima elección presidencial, el Vicepresidente, dentro de los diez primeros días de su mandato, convocará a los ciudadanos a elección presidencial para el sexagésimo día después de la convocatoria. El Presidente que resulte elegido asumirá su cargo el décimo día después de su proclamación.


El Presidente elegido conforme a alguno de los incisos precedentes durará en el cargo hasta completar el período que restaba a quien se reemplace y no podrá postular como candidato a la elección presidencial siguiente.”.

19. Suprímese el inciso cuarto del artículo 30, pasando los actuales incisos quinto y sexto, a ser cuarto y quinto, respectivamente.

20. Modifícase el artículo 32 en la siguiente forma:

a)
Reemplázase su número 2º por el siguiente:


“2º Pedir, indicando los motivos, que se cite a sesión a cualquiera de las ramas del Congreso Nacional. En tal caso, la sesión deberá celebrarse a la brevedad posible.” y

b)
Derógase su número 6º.

21. Agrégase en el artículo 37 el siguiente inciso segundo:


Sin perjuicio de lo anterior, los Ministros deberán concurrir personalmente a las sesiones especiales que la Cámara de Diputados o el Senado convoquen para informarse sobre asuntos que, perteneciendo al ámbito de atribuciones de las correspondientes Secretarías de Estado, acuerden tratar.”.

22. Substitúyense los artículo 39,40 y 41 por los siguientes:


“Artículo 39.- El ejercicio de los derechos y garantías que la Constitución asegura a todas las personas sólo puede ser afectado bajo las siguientes situaciones de excepción: guerra externa o interna, conmoción interior, emergencia y calamidad pública, cuando afecten gravemente el normal desenvolvimiento de las instituciones del Estado.


Artículo 40.- El estado de asamblea en el caso de guerra exterior, y el estado de sitio, en caso de guerra interna o grave conmoción interior, lo declarará el Presidente de la República, con acuerdo del Congreso Nacional. La declaración deberá determinar las zonas afectadas por el estado de excepción correspondiente.


El Congreso Nacional, dentro del plazo de cinco días contado desde la fecha en que el Presidente de la República someta la declaración de estado de asamblea o de sitio a su consideración, deberá pronunciarse aceptando o rechazando la proposición, sin que pueda introducirle modificaciones. Si el Congreso no se pronunciare dentro de dicho plazo, se entenderá que aprueba la proposición del Presidente.


Sin embargo, el Presidente de la República podrá aplicar el estado de asamblea o de sitio de inmediato mientras el Congreso se pronuncia sobre la declaración, pero en este último estado sólo podrá restringir el ejercicio del derecho de reunión. Las medidas que adopte el Presidente de la República en tanto no se reúna el Congreso Nacional, podrán ser objeto de revisión por los tribunales de justicia, sin que sea aplicable, entre tanto, lo dispuesto en el artículo 41 D.


La declaración de estado de sitio sólo podrá hacerse por un plazo de quince días, sin perjuicio de que el Presidente de la República solicite su prórroga. El estado de asamblea mantendrá su vigencia por el tiempo que se extienda la situación de guerra exterior, salvo que el Presidente de la República disponga su suspensión con anterioridad.


Artículo 41.- El estado de catástrofe, en caso de calamidad pública, lo declarará el Presidente de la República determinando la zona afectada por la misma.


El Presidente de la República estará obligado a informar al Congreso Nacional de las medidas adoptadas en virtud del estado de catástrofe. El Congreso Nacional podrá dejar sin efecto la declaración transcurridos ciento ochenta días desde ésta si las razones que la motivaron hubieren cesado en forma absoluta. Con todo, el Presidente de la República sólo podrá declarar el estado de catástrofe por un período superior a un año con acuerdo del Congreso Nacional. El referido acuerdo se tramitará en la forma establecida en el inciso segundo del artículo 40.


Declarado el estado de catástrofe, las zonas respectivas quedarán bajo la dependencia inmediata del Jefe de la Defensa Nacional que designe el Presidente de la República. Este asumirá la dirección y supervigilancia de su jurisdicción con las atribuciones y deberes que la ley señale. 


Artículo 41 A.- El estado de emergencia, en caso de grave alteración del orden público o de grave daño para la seguridad de la Nación, lo declarará el Presidente de la República, determinando las zonas afectadas por dichas circunstancias. El estado de emergencia no podrá extenderse por más de quince días, sin perjuicio de que el Presidente de la República pueda prorrogarlo por igual período. Sin embargo, para sucesivas prórrogas, el Presidente requerirá siempre del acuerdo del Congreso Nacional. El referido acuerdo se tramitará en la forma establecida en el inciso segundo del artículo 40.


Declarado el estado de emergencia, las zonas respectivas quedarán bajo la dependencia inmediata del Jefe de la Defensa Nacional que designe el Presidente de la República. Este asumirá la dirección y supervigilancia de su jurisdicción con las atribuciones y deberes que la ley señale.


El Presidente de la República estará obligado a informar al Congreso Nacional de las medidas adoptadas en virtud del estado de emergencia.


Artículo 41 B.- Por la declaración del estado de asamblea, el Presidente de la república queda facultado para suspender o restringir la libertad personal, el derecho de reunión y la libertad de trabajo. Podrá, también, restringir el ejercicio del derecho de asociación, interceptar, abrir o registrar documentos y toda clase de comunicaciones, disponer requisiciones de bienes y establecer limitaciones al ejercicio del derecho de propiedad.


Por la declaración de estado de sitio, el Presidente de la República podrá restringir la libertad de locomoción y arrestar a las personas en sus propias moradas o en lugares que la ley determine y que no sea cárceles ni estén destinados a la detención o prisión de reos comunes. Podrá, además, suspender o restringir el ejercicio del derecho de reunión.


Por la declaración del estado de catástrofe, el Presidente de la república podrá restringir las libertades de locomoción y de reunión. Podrá, asimismo, disponer requisiciones de bienes, establecer limitaciones al ejercicio del derecho de propiedad y adoptar todas las medidas extraordinarias de carácter administrativo que sean necesarias para el pronto restablecimiento de la normalidad en la zona afectada.


Por la declaración del estado de emergencia, el Presidente de la República podrá restringir las libertades de locomoción y de reunión.


Artículo 41 C.- Una ley orgánica constitucional regulará los estado de excepción, así como su declaración y la aplicación de las medidas legales y administrativas que proceda adoptar bajo aquéllos. Dicha ley contemplará lo estrictamente necesario para el pronto restablecimiento de la normalidad constitucional y no podrá afectar las competencias y el funcionamiento de los órganos constitucionales ni los derechos e inmunidades de sus respectivos titulares.


Las medidas que se adopten durante los estados de excepción no podrán, bajo ninguna circunstancia, prolongarse más allá de la vigencia de los mismos.


Artículo 41 D.- Los tribunales de justicia no podrán calificar los fundamentos ni las circunstancias de hecho invocados por la autoridad para decretar los estado de excepción, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 39. No obstante, respecto de las medidas particulares que afecten derechos constitucionales, siempre existirá la garantía de recurrir ante las autoridades judiciales a través de los recursos que corresponda.


Las requisiciones que se practiquen darán lugar a indemnizaciones en conformidad a la ley. También darán derecho a indemnización las limitaciones que se impongan al derecho de propiedad cuando importen privación de alguno de sus atributos o facultades esenciales y con ello se cause daño.”.

23. Suprímense en el artículo 44 las expresiones “ y tener residencia en la región a que pertenezca el distrito electoral correspondiente durante un plazo no inferior a dos años, contado hacia atrás desde el día de la elección”.

24. Reemplázase el artículo 45.por el siguiente: 


“Artículo 45.- El Senado se compone de miembros elegidos en votación directa por circunscripciones senatoriales, en consideración a las regiones del país. La ley orgánica constitucional respectiva determinará el número de senadores, las circunscripciones senatoriales y la forma de su elección.”.


Los senadores durarán ocho años en su cargo y se renovarán alternadamente cada cuatro años, correspondiendo hacerlo en un período a los representantes de las regiones de número impar y en el siguiente a los de las regiones de número par y de la Región Metropolitana.

25. Substitúyese el artículo 46 por el siguiente:


“Artículo 46.- Para ser elegido senador se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio, haber cursado la enseñanza media o equivalente y tener cumplidos treinta y cinco años de edad el día de la elección.

26. Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 47:

a)
Reemplázase en el inciso segundo la frase “ de los senadores que corresponda elegir por votación directa”, por la siguiente: “ de senadores”, y

b)
Substitúyense los incisos tercero y cuarto, por los siguientes cinco incisos, manteniéndose el inciso final:


“Las vacantes de diputados y las de senadores se proveerán por el ciudadano que señale el partido político al que pertenecía el parlamentario que produjo la vacante al momento de ser elegido.


Los parlamentarios elegidos como independientes no serán reemplazados.


Los parlamentarios elegidos como independientes que hubieren postulado integrando lista en conjunto con uno o más partidos políticos, serán reemplazados por el ciudadano que señale el partido indicado por el respectivo parlamentario al momento de presentar su declaración de candidatura.


El reemplazante deberá reunir los requisitos para ser elegido diputado o senador, según el caso. Con todo, un diputado podrá ser nominado para llenar el puesto de un senador, debiendo aplicarse, en ese caso, las normas de los incisos anteriores para llenar la vacante que deja el diputado, quien al asumir su nuevo cargo cesará en el que detentaba.”.


El nuevo diputado o senador ejercerá sus funciones por el término que faltaba a quien originó la vacante.”.

27. Substitúyese el número 1) del artículo 48 por el siguiente:


“1) Fiscalizar los actos del Gobierno. Para ejercer esta atribución la Cámara puede:

a)
Adoptar acuerdos o sugerir observaciones, con el voto de la mayoría de los diputados presentes, los que se transmitirán por escrito al Presidente de la República, quien deberá dar respuesta fundada por medio del Ministro de Estado que corresponda, dentro de treinta días.


Sin perjuicio de lo anterior, cualquier diputado con el voto favorable de un tercio de los miembros presentes de la Cámara, podrá solicitar determinados antecedentes al Gobierno. El Presidente de la República contestará fundadamente por intermedio del Ministro de Estado que corresponda, dentro del mismo plazo señalado en el párrafo anterior.


En ningún caso los acuerdos, observaciones o solicitudes de antecedentes afectarán la responsabilidad política de los Ministros de Estado.

b)
Citar a un Ministro de Estado, a petición de a lo menos un tercio de los diputados en ejercicio, a fin de formularle preguntas en relación con materias vinculadas al ejercicio de su cargo. Con todo, un mismo Ministro no podrá ser citado para este efecto más de tres veces dentro de un año calendario, sin previo acuerdo de la mayoría absoluta de los diputados en ejercicio;


La asistencia del Ministro será obligatoria y deberá responder a las preguntas y consultas que motiven su citación, y

c)
Crear comisiones especiales investigadoras a petición de a lo menos dos quintos de los diputados en ejercicio, con el objeto de reunir informaciones relativas a determinados actos del Gobierno.


Las comisiones investigadoras, a petición de un tercio de sus miembros, podrán despachar citaciones y solicitar antecedentes. Los Ministros de Estado, los demás funcionarios de la Administración y el personal de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, que sean citados por estas comisiones, estarán obligados a comparecer y a suministrar los antecedentes y las informaciones que se les soliciten.


La ley orgánica constitucional del Congreso regulará el funcionamiento y las atribuciones de las comisiones investigadoras y la forma de proteger los derechos de las personas citadas o mencionadas en ellas

28. Introducens las siguientes enmiendas en el artículo 49:

a)
Suprímese el Nº 3);.

b)
Substitúyese en el Nº 4 la referencia al número 2º del artículo 17, por otra al número 3º del mismo artículo., y 

c)
Substitúyese en el Nº 8, la referencia al Nº 8 del artículo 82 por otra al Nº 9 del mismo artículo.

29. Substitúyese el artículo 50 por el siguiente:


Artículo 50.- Son atribuciones del Congreso:

1)
Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación. La aprobación de un tratado requerirá, en cada Cámara, de los quórum que corresponda, en conformidad al artículo 63, y se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una ley.


El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el alcance del tratado, así como de las reservas que pretenda confirmar o formularle.


El Congreso podrá sugerir la formulación de reservas y declaraciones interpretativas a un tratado internacional, en el curso del trámite de su aprobación, siempre que ellas procedan de conformidad a lo previsto en el propio tratado o en las normas generales de derecho internacional.


Las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor no requerirán de nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de ley. No requerirán de aprobación del Congreso los tratados celebrados por el Presidente de la República en el ejercicio de su potestad reglamentaria.


Las disposiciones de un tratado sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo a las normas generales de Derecho Internacional.


Corresponde al Presidente de la República la facultad exclusiva para denunciar un tratado o retirarse de él, para lo cual pedirá la opinión de ambas Cámaras del Congreso. Una vez que la denuncia o el retiro produzca sus efectos en conformidad a lo establecido en el tratado internacional, éste dejará de tener efecto en el orden jurídico chileno.


En el caso de la denuncia o el retiro de un tratado que fue aprobado por el Congreso, el Presidente de la República deberá informar de ello a éste dentro de los quince días de efectuada la denuncia o el retiro.


El retiro de una reserva que haya formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el Congreso Nacional al momento de aprobar un tratado, requerirá previo acuerdo de éste, de conformidad a lo establecido en la ley orgánica constitucional respectiva. El Congreso Nacional deberá pronunciarse dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita el acuerdo pertinente. Si no se pronunciare dentro de este término, se tendrá por aprobado el retiro de la reserva


De conformidad a lo establecido en la ley, deberá darse debida publicidad a hechos que digan relación con el tratado internacional, tales como su entrada en vigor, la formulación y retiro de reservas, las declaraciones interpretativas, las objeciones a una reserva y su retiro, la denuncia del tratado, el retiro, la suspensión, la terminación y la nulidad del mismo.


En el mismo acuerdo aprobatorio de un tratado podrá el Congreso autorizar al Presidente de la República a fin de que, durante la vigencia de aquél, dicte las disposiciones con fuerza de ley que estime necesarias para su cabal cumplimiento, siendo en tal caso aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 61, y

2)
Pronunciarse, cuando corresponda, respecto de los estados de excepción constitucional, en la forma prescrita por el inciso segundo del artículo 40.

30. Derógase el artículo 51.

31. Reemplázase el artículo 52 por el siguiente:


“Artículo 52.- El Congreso Nacional se instalará e iniciará su período de sesiones en la forma que determine su ley orgánica constitucional.


En todo caso, se entenderá siempre convocado de pleno derecho para conocer de la declaración de estados de excepción constitucional.


La ley orgánica constitucional señalada en el inciso primero, regulará la tramitación de las acusaciones constitucionales, la calificación de las urgencias conforme lo señalado en el artículo 71 y todo lo relacionado con la tramitación interna de la ley.

32. Modifícase el inciso primero del artículo 54 en los siguientes términos:

a)
En el número 2, reemplázase la conjunción “y” por una coma(,) e intercálase la expresión “ y los subsecretarios”, entre el término “concejales” y el punto y coma (;) que lo sigue.

b)
Suprímese el Nº 7.

c)
Substitúyese en el Nº 8 la conjunción “y” por un punto y coma (;).

d)
Reemplázase en el Nº 9 el punto final por la conjunción “y”, precedida de una coma(,).

e)
Agrégase el siguiente Nº 10):


“10) Los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea, el General Director de Carabineros, el Director Nacional de la Policía de Investigaciones y los oficiales pertenecientes a las Fuerzas Armadas y a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.”.

33. Reemplázase el inciso tercero del artículo 55 por el siguiente:


“Por el sólo hecho de su proclamación por el Tribunal Calificador de Elecciones, el diputado o senador cesará en el otro cargo, empleo o comisión incompatible que desempeñe.”.

34. Substitúyese el artículo 56 por el siguiente:


“Artículo 56.- Ningún diputado o senador, desde el momento de su proclamación por el Tribunal Calificador de Elecciones, puede ser nombrado para un empleo, función o comisión de los referidos en el artículo anterior.


En el caso de ser nombrado Ministro de Estado o agente diplomático durante el ejercicio de su función parlamentaria, el partido político al que pertenezca o, en el caso de ser independiente, aquel que lo hubiere postulado integrando una lista conjunta, deberá proponer a la Cámara respectiva, una terna para que ésta elija al suplente, mientras dure el impedimento temporal producido por los respectivos nombramientos. Terminados éstos, reasumirá sus funciones en plenitud y quedará sin efecto la subrogancia por el solo ministerio de la ley.


No obstante lo anterior, no podrá reasumir la función parlamentaria, aquel diputado o senador que siendo Ministro de Estado, fuere destituido como consecuencia de una acusación constitucional en su contra.


En el caso de guerra exterior, las funciones de diputado o senador serán, además, compatibles, con los cargos que se confieran mientras persista el estado de guerra.”.

35. Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 57:


“Los diputados y senadores podrán renunciar a sus cargos cuando les afecte una enfermedad grave que les impida desempeñarlos y así lo califique el Tribunal Constitucional.”.

36. Intercálase en el Nº 13 del artículo 60, entre la coma (,) que sigue a la palabra “guerra” y la conjunción “y”, la siguiente oración: “ las normas básicas sobre adquisiciones del material que necesiten para cumplir sus tareas”.

37. Intercálase en el artículo 61, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando los actuales incisos quinto y sexto, a ser incisos sexto y séptimo, respectivamente:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el Presidente de la República queda autorizado para fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado de las leyes cuando sea conveniente para su mejor ejecución. En ejercicio de esta facultad, podrá introducirle los cambios de forma que sean indispensables, sin alterar, en caso alguno, su verdadero sentido y alcance.

38. Agrégase en el artículo 64 el siguiente inciso final:


“Una comisión integrada por igual número de diputados y senadores, deberá informar periódicamente a la Sala de cada Cámara, en relación a la ejecución de la ley de presupuestos del sector público. La comisión podrá citar a todo funcionario público para informar acerca de la ejecución presupuestaria, sin perjuicio de estar facultada para requerir informes acerca de dicha materia.”.

39. Substituye el inciso segundo del artículo 71 por el siguiente:


“La calificación de la urgencia corresponderá hacerla al Presidente de la República, previo acuerdo con la Cámara que conozca del proyecto, conforme a la ley orgánica constitucional del Congreso.

40. Substitúyese en el inciso primero del artículo 72, la frase “ de la legislatura ordinaria o extraordinaria siguiente” por los términos “ siguientes a la reanudación de sus sesiones”. 

41. Modifícase, el artículo 79, en los siguientes términos:

a)
Elimínase, en su inciso primero, la frase “ y los tribunales militares de tiempo de guerra”, reemplazando la coma(,) que sigue a la palabra “Elecciones”, por la conjunción copulativa “y”, y

b)
Elimínase su inciso final.

42. Derógase el artículo 80.

43. Modifícase el artículo 80 C en los siguientes términos:

a)
Substitúyese en el inciso segundo la frase : “ durará diez años en el ejercicio de sus funciones” por la siguiente: “ durará ocho años en el ejercicio de sus funciones”, y

b)
Agrégase el siguiente inciso tercero:


“Será aplicable al Fiscal Nacional lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 en lo relativo al tope de edad.”.

44. Substitúyese en el inciso final del artículo 80 D, la frase “ durarán diez años en el ejercicio de sus funciones” por la siguiente: “ durarán ocho años en el ejercicio de sus funciones”.

45. Reemplázase en el inciso primero del artículo 80 G, la expresión “cuatro séptimos” por “la mayoría”.

46. Substitúyese el artículo 81 por el siguiente:


“Artículo 81.- Habrá un Tribunal Constitucional integrado por diez miembros, designados de la siguiente forma:

a)
Tres abogados designados por el Presidente de la República;

b)
Cuatro abogados elegidos por el Congreso Nacional.

c)
Tres abogados elegidos por la Corte Suprema en una votación secreta que se celebrará en sesión convocada para tal efecto.


Las personas referidas en las letras anteriores durarán nueve años en sus cargos y se renovarán por parcialidades cada tres. Deberán tener a lo menos quince años de título de abogado, haberse destacado en la actividad profesional, universitaria o pública, no podrán tener impedimento alguno que las inhabilite para desempeñar el cargo de juez, estarán sometidas a las normas de los artículos 55, 56 y 78, y no podrán ejercer la profesión de abogado ni actuar como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo.


Los abogados indicados en la letra c) serán nombrados a razón de dos por cada una de las ramas del Congreso Nacional, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio


Los miembros del Tribunal Constitucional serán inamovibles y no podrán ser reelegidos, salvo lo dispuesto en el inciso siguiente. Cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad. 


En caso que un miembro del Tribunal Constitucional cese en su cargo, se procederá a su reemplazo por quien corresponda, de acuerdo con el inciso primero de este artículo y por el tiempo que falte para completar el período del reemplazado. En caso que el reemplazo sea por un lapso inferior a la mitad del período, podrán ser reelegidos.


El Tribunal podrá funcionar en pleno o en salas de acuerdo a lo que disponga la ley orgánica constitucional. El quórum para sesionar será de, a lo menos, cuatro quintos de sus respectivos miembros. El Tribunal adoptará sus acuerdos por simple mayoría., salvo los casos en que se exija un quórum diferente y fallará de acuerdo a derecho.


Una ley orgánica constitucional determinará la planta, remuneraciones y estatuto del personal del Tribunal Constitucional, así como su organización y funcionamiento.

47. Reemplázase el artículo 82 por el siguiente:


“Artículo 82.- Son atribuciones del Tribunal Constitucional:

1º
Ejercer el control de constitucionalidad de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de las normas de un tratado que versen sobre materias propias de estas últimas, antes de su promulgación;

2º
Resolver sobre las cuestiones de constitucionalidad de los auto acordados dictados por la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y el Tribunal Calificador de Elecciones;

3º
Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de ley o de reforma constitucional y de los tratados sometidos a la aprobación del Congreso;

4º
Resolver las cuestiones que se susciten sobre la constitucionalidad de un decreto con fuerza de ley;

5º
Resolver las cuestiones que se susciten sobre constitucionalidad con relación a la convocatoria a un plebiscito, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan al Tribunal Calificador de Elecciones;

6º
Declarar inaplicable un precepto legal cuya aplicación en cualquier gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial, produzca efectos contrarios a la Constitución. El Tribunal conocerá estos asuntos en sala, la cual adoptará sus acuerdos por simple mayoría, pudiendo ordenar la suspensión del procedimiento. 

7º
Decidir la inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable en conformidad a lo dispuesto en el número anterior. El Tribunal conocerá estos asuntos en pleno y, para declarar la inconstitucionalidad de un precepto de rango legal, deberá hacerlo por los dos tercios de sus miembros en ejercicio.

8º
Resolver los reclamos en caso de que el Presidente de la República no promulgue una ley cuando deba hacerlo, promulgue un texto diverso del que constitucionalmente corresponda o dicte un decreto inconstitucional;

9º
Resolver sobre la constitucionalidad de un decreto o resolución del Presidente de la República que la Contraloría General de la República haya representado por estimarlo inconstitucional, cuando sea requerido por el Presidente en conformidad al artículo 88.

10 Declarar la inconstitucionalidad de las organizaciones y de los movimientos o partidos políticos, como asimismo la responsabilidad de las personas que hubieran tenido participación en los hechos que motivaron la declaración de inconstitucionalidad, en conformidad a lo dispuesto en los párrafos sexto, séptimo y octavo del Nº 15 del artículo 19 de esta Constitución. Sin embargo, si la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo, la referida declaración requerirá, además, el acuerdo del Senado adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio; 

11 Informar al Senado en los casos a que se refiere el artículo 49 número 7 de esta Constitución;

12 Resolver las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia;

13 Resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales que afecten a una persona para ser designada Ministro de Estado, permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones;

14 Pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de los parlamentarios

15 Calificar la inhabilidad invocada por un parlamentario en los términos del inciso final del artículo 57 y pronunciarse sobre su renuncia al cargo; 

16 Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supremos dictados en el ejercicio de la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República, cuando ellos se refieran a materias que pudieran estar reservadas a la ley por mandato del artículo 60, y


En el caso del número 1º, la Cámara de origen enviará al Tribunal Constitucional el proyecto respectivo dentro de los cinco días siguientes a aquél en que quede totalmente tramitado por el Congreso.


En el caso del número 2º, la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y el Tribunal Calificador de Elecciones enviarán al Tribunal Constitucional dentro de los cinco días siguientes a su aprobación el respectivo auto acordado.


En el caso del número 3º, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento del Presidente de la República, de cualquiera de las Cámaras o de una cuarta parte de sus miembros en ejercicio, siempre que sea formulado antes de la promulgación de la ley. Respecto de los tratados, dicho requerimiento podrá formularse hasta treinta días después de aprobado su texto por el Congreso. Para formular el requerimiento no será necesario que quienes lo deduzcan hayan efectuado reserva de su derecho durante la tramitación del proyecto, como así tampoco que hubieran votado en contra del precepto cuestionado.


El Tribunal deberá resolver dentro del plazo de diez días contado desde que reciba el requerimiento, a menos que decida prorrogarlo hasta por otros diez días por motivos graves y calificados.


El requerimiento no suspenderá la tramitación del proyecto; pero la parte impugnada de éste no podrá ser promulgada hasta la expiración del plazo referido, salvo que se trate del proyecto de Ley de Presupuestos o del proyecto relativo a la declaración de guerra propuesta por el Presidente de la República.


En el caso del número 4º, la cuestión podrá ser planteada por el Presidente de la República dentro del plazo de diez días cuando la Contraloría rechace por inconstitucional un decreto con fuerza de ley. También podrá ser promovida por cualquiera de las Cámaras o por una cuarta parte de sus miembros en ejercicio en caso de que la Contraloría hubiere tomado razón de un decreto con fuerza de ley que se impugne de inconstitucional. Este requerimiento deberá efectuarse dentro del plazo de treinta días, contado desde la publicación del respectivo decreto con fuerza de ley.


En el caso del número 5º, la cuestión podrá promoverse a requerimiento del Senado o de la Cámara de Diputados, dentro de diez días contados desde la fecha de publicación del decreto que fije el día de la consulta plebiscitaria.


El Tribunal establecerá en su resolución el texto definitivo de la consulta plebiscitaria, cuando ésta fuera procedente.


Si al tiempo de dictarse la sentencia faltaran menos de treinta días para la realización del plebiscito, el Tribunal fijará en ella una nueva fecha comprendida entre los treinta y los sesenta días siguientes al fallo.


En el caso del número 6º, la acción podrá ser deducida de oficio por el tribunal que conoce de la gestión y por quien sea parte en ella, antes de la sentencia.


Habrá acción pública para requerir al Tribunal respecto de la atribución que se le confiere en el número 7.


En los casos del número 8º, la cuestión podrá promoverse por cualquiera de las Cámaras o por una cuarta parte de sus miembros en ejercicio, dentro de los treinta días siguientes a la publicación o notificación del texto impugnado o dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que el Presidente de la República debió efectuar la promulgación de la ley. Si el Tribunal acogiera el reclamo, promulgará en su fallo la ley que no lo haya sido o rectificará la promulgación incorrecta.


En el caso del número 10, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento del Senado.


Habrá acción pública para requerir al Tribunal respecto de las atribuciones que se le confieren por los números 9º y 11 de este artículo.


Sin embargo, si en el caso del número 9.º la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo, el requerimiento deberá formularse por la Cámara de Diputados o por la cuarta parte de sus miembros en ejercicio.


En el caso del número 12, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento del Presidente de la República o de no menos de diez parlamentarios en ejercicio.


En el caso del número 14, el Tribunal sólo podrá conocer de la materia a requerimiento de cualquiera de las Cámaras, efectuado dentro de los treinta días siguientes a la publicación o notificación del texto impugnado.


El Tribunal Constitucional podrá apreciar en conciencia los hechos cuando conozca de las atribuciones indicadas en los números 9º, 10 y 11, como, asimismo, cuando conozca de las causales de cesación en el cargo de parlamentario.”.

48. Substitúyese el artículo 83 por el siguiente:


“Artículo 83. Contra las resoluciones del Tribunal Constitucional no procederá recurso alguno, sin perjuicio de que puede, el mismo Tribunal, conforme a la ley, rectificar los errores de hecho en que hubiere incurrido.


Las disposiciones que el Tribunal declare inconstitucionales no podrán convertirse en ley en el proyecto o decreto con fuerza de ley de que se trate, o en auto acordado, en su caso.


Las sentencias que declaren la inconstitucionalidad respecto del todo o parte de una ley o de un decreto con fuerza de ley del cual la Contraloría hubiera tomado razón, se publicarán en el Diario Oficial dentro de los tres días siguientes a su dictación y la norma declarada inconstitucional se entenderá derogada desde dicha publicación.


En el caso de los números 7º y 14 del artículo 82, el todo o parte del decreto supremo impugnado se entenderá derogado desde la publicación en el Diario Oficial de la sentencia que acoja el reclamo.
49. Substitúyese el inciso final del artículo 87 por el siguiente:


“El Contralor General de la República deberá tener a lo menos diez años de título de abogado, haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio. Será designado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado adoptado por los 3/5 de sus miembros en ejercicio, por un período de ocho años y no podrá ser designado para el período siguiente. Con todo, al cumplir 75 años de edad cesará en el cargo.”.

50. Substitúyese el artículo 90 por el siguiente:


Artículo 90.- Las Fuerzas Armadas dependientes del Ministerio encargado de la Defensa Nacional están constituidas única y exclusivamente por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. Existen para la defensa de la Patria y son esenciales para la seguridad nacional.


Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública están integradas sólo por Carabineros e Investigaciones. Constituyen la fuerza pública y existen para dar eficacia al derecho, garantizar el orden público y la seguridad pública interior, en la forma que lo determinen sus respectivas leyes orgánicas. Dependen del Ministerio encargado de la Seguridad Pública.


Las Fuerzas Armadas y Carabineros , como cuerpos armados, son esencialmente obedientes y no deliberantes. Las fuerzas dependientes de los Ministerios encargados de la Defensa Nacional y de la Seguridad Pública son, además, profesionales, jerarquizadas y disciplinadas.”.

51. Substitúyese el inciso segundo del artículo 93 por el siguiente:


“El Presidente de la República, mediante decreto fundado e informado previamente a la Cámara de Diputados y al Senado, podrá llamar a retiro a los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea y al General Director de Carabineros, en su caso, antes de completar su respectivo período.”.

52. Substitúyese el artículo 95 por el siguiente:


“Artículo 95.-Habrá un Consejo de Seguridad Nacional encargado de asesorar al Presidente de la República en las materias vinculadas a la seguridad nacional y de ejercer las demás funciones que esta Constitución le encomienda. Será presidido por el Jefe del Estado y estará integrado por los Presidentes del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Corte Suprema, por los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, por el General Director de Carabineros y por el Contralor General de la República.


En los casos que el Presidente de la República lo determine, podrán estar presentes en sus sesiones los ministros encargados del gobierno interior, de la defensa nacional, de la seguridad pública, de las relaciones exteriores y de la economía y finanzas del país.”.

53. Substitúyese el artículo 96 por el siguiente:


“Artículo 96.- El Consejo de Seguridad Nacional se reunirá cuando sea convocado por el Presidente de la República y requerirá como quórum para sesionar el de la mayoría absoluta de sus integrantes. El Presidente del Senado, el Presidente de la Cámara de Diputados o el Presidente de la Corte Suprema podrán solicitar fundadamente al Presidente de la República que lo convoque, debiendo éste hacerlo para dentro de los treinta días siguientes.


El Consejo no adoptará acuerdos sino para dictar el reglamento a que se refiere el inciso final de la presente disposición. En sus sesiones, cualquiera de sus integrantes podrá expresar su opinión frente a algún hecho, acto o materia que diga relación con las bases de la institucionalidad o la seguridad nacional.


Las actas del Consejo serán públicas, a menos que la mayoría de sus miembros determine lo contrario.


Un reglamento dictado por el propio Consejo establecerá las demás disposiciones concernientes a su organización, funcionamiento y publicidad de sus debates.”.

54. Substitúyese el inciso segundo del artículo 99 por el siguiente:


“La creación, supresión y denominación de regiones, provincias y comunas; la modificación de sus límites, así como la fijación de las capitales de las regiones y provincias, serán materia de ley orgánica constitucional

55. Substitúyese el inciso final del artículo 116, por el siguiente:


“Serán aplicables a la tramitación de los proyectos de reforma constitucional las normas sobre formación de la ley, en lo no previsto en este Capítulo, todo ello de acuerdo con los quórum establecidos para reformar la Constitución.”.

56. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 117:

1.
Suprímense los incisos primero y segundo; 

2.
Reemplázase, en el inciso tercero, que pasa a ser inciso primero, la expresión “ apruebe la mayoría del Congreso Pleno” por “aprueben ambas Cámaras”, y

3.
Substitúyense, en los incisos cuarto y quinto, que pasan a ser incisos segundo y tercero, respectivamente, las palabras “ el Congreso” por “ambas Cámaras”.

57. Agrégase el siguiente artículo 120:


“Artículo 120.- El Presidente de la República podrá consultar también a la ciudadanía mediante plebiscito en caso de que una de las Cámaras rechazare en general un proyecto de reforma constitucional iniciado por mensaje que la otra hubiere aprobado.


La convocatoria a plebiscito, en este caso, se efectuará dentro de los treinta días siguientes a aquel en que la cámara de origen tome conocimiento del rechazo del proyecto que ella hubiere aprobado y se ordenará mediante decreto supremo que fijará la fecha de la votación plebiscitaria, la que no podrá tener lugar antes de treinta ni después de sesenta días contados desde la publicación de dicho decreto.


El decreto de convocatoria contendrá el proyecto aprobado por la cámara de origen, con la indicación de haber sido rechazado por la cámara revisora.


En lo demás , se aplicará lo previsto en los incisos tercero y cuarto del artículo precedente.


57 bis- Derógase el artículo final.

58. Deróganse las disposiciones transitorias primera, cuarta, octava, novena, décima, undécima, duodécima, décima tercera , décima cuarta, décima quinta, décima sexta, décima séptima, décima octava, décima novena, vigésima, vigésima primera, vigésima segunda, vigésima tercera, vigésima cuarta, vigésima quinta, vigésima sexta, vigésima séptima, vigésima octava, vigésima novena, trigésima, trigésima segunda, trigésima tercera, trigésima cuarta, trigésima quinta y cuadragésima.

59. Incorpóranse las siguientes disposiciones transitorias:

1.
Cuadragésima primera.- En tanto no se creen los tribunales especiales a que alude el párrafo cuarto del número 16 del artículo 19, las reclamaciones motivadas por la conducta ética de los profesionales que no pertenezcan a colegios profesionales, serán conocidas por los tribunales ordinarios.

2.
Cuadragésima segunda.- El mandato del Presidente de la República en ejercicio será de seis años, no pudiendo ser reelegido para el período siguiente.

3.
Cuadragésima tercera.- El Senado estará integrado únicamente por senadores electos en conformidad con el artículo 45 de la Constitución Política de la República y la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios actualmente vigentes.


Las modificaciones a la referida Ley Orgánica sobre Votaciones Populares y Escrutinios que digan relación con el número de senadores, las circunscripciones existentes y el sistema electoral vigente, requerirán del voto conforme de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio.


Los senadores en actual ejercicio incorporados o designados en conformidad a las letras a), b), c), d), e) y f) del artículo 45 que se derogan, continuarán desempeñando sus funciones hasta el 10 de marzo de 2006.

4.
Cuadragésima cuarta.- Las modificaciones al artículo 47, en lo concerniente a la provisión de vacancias de cargos parlamentarios, comenzarán a regir con ocasión de la próxima elección de diputados y senadores.

5.
Cuadragésima quinta.- Los actuales Ministros del Tribunal Constitucional cesan en su cargo por el sólo ministerio de esta reforma constitucional con fecha 31 de diciembre de 2005.


Los nombramientos de los nuevos Ministros del Tribunal Constitucional a que se refiere el artículo 81, se efectuarán conforme a las reglas siguientes:


El Presidente de la República nominará, en conformidad a la letra a) del artículo 81, tres Ministros del Tribunal Constitucional especificando en sus nombramientos cuales de ellos tendrán un período de tres años, seis años y nueve años, respectivamente.


El Senado nominará en conformidad a la letra b) del artículo 81, dos Ministros del Tribunal Constitucional especificando en sus nombramientos cual de ellos tendrá un período de tres años y cual por seis años.


La Corte Suprema nominará en conformidad a la letra c) del artículo 81, tres Ministros del Tribunal Constitucional especificando en sus nombramientos cuales de ellos tendrán un período de tres años, seis años y nueve años, respectivamente.


Los nuevos Ministros del Tribunal Constitucional entrarán en funciones el 1 de enero de 2006, todos los nombramiento posteriores a la fecha indicada tendrán por período el establecido en el artículo 81.

6.
Cuadragésima sexta.- Se entenderá que los tratados internacionales, aprobados por el Congreso Nacional con anterioridad a la fecha de entrada en vigor de las enmiendas al Capítulo VII, que versen sobre materias que conforme a esta Constitución deben ser aprobadas por la mayoría absoluta o las cuatro séptimas partes de los diputados y senadores en ejercicio, cumplen con estos requisitos.


Las contiendas de competencia actualmente trabadas ante la Corte Suprema y las que lo sean hasta la entrada en vigor de las modificaciones al Capítulo VII, continuarán radicadas en dicho órgano hasta su total tramitación.


Los procesos iniciados, de oficio o a petición de parte, o que se iniciaren en la Corte Suprema para declarar la inaplicabilidad de un precepto legal por ser contrario a la Constitución, con anterioridad a la aplicación de las reformas al Capítulo VII, seguirán siendo de conocimiento y resolución de esa Corte hasta su completo término

7.
Cuadragésima séptima.- Las reformas introducidas al Capítulo VII entrarán en vigor dentro de seis meses contados desde la publicación de la presente reforma constitucional. 

8.
Cuadragésima octava.- Las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública seguirán siendo dependientes del Ministerio encargado de la Defensa Nacional hasta que se dicte la nueva ley que cree el Ministerio encargado de la Seguridad Pública.

9.
Cuadragésima novena.- El Estado de Chile podrá reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional de acuerdo a las condiciones previstas por el tratado aprobado en la ciudad de Roma, el 17 de julio de 1998, por la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el establecimiento de una Corte Penal Internacional.


Las disposiciones de esta Constitución no serán obstáculo para la aprobación y ejecución del tratado a que se refiere el inciso anterior.

10. Quincuagésima.- Las modificaciones dispuestas en el artículo 54 Nº 2 comenzarán a regir después de la próxima elección general de parlamentarios.


ARTÍCULO 2º.- Autorízase al Presidente de la República para que, mediante decreto supremo, pueda dictar un texto refundido, coordinado y sistematizado de la Constitución Política de la República dentro del plazo de un año desde la aprobación de la presente reforma.

-o-


Sala de la Comisión, a 18 de mayo de 2005.


Se designó diputado informante al señor Guillermo Ceroni Fuentes.


Acordado en sesiones de fechas 20 de abril, 4, 10, 11, 17 y 18 de mayo del año en curso, con la asistencia de los Diputados señora Laura Soto González (Presidenta), señora María Pía Guzmán Mena y señores Jorge Burgos Varela, Juan Bustos Ramírez, Guillermo Ceroni Fuentes, Marcelo Forni Lobos, Nicolás Monckeberg Díaz, Darío Paya Mira, Aníbal Pérez Lobos, Víctor Pérez Varela, Eduardo Saffirio Suárez y Gonzalo Uriarte Herrera.


En reemplazo de los Diputados señores Pedro Araya Guerrero, Marcelo Forni Lobos, Nicolás Monckeberg Díaz y Eduardo Saffirio Suárez asistieron los Diputados señores Zarko Luksic Sandoval, Julio Dittborn Cordua, Gastón von Muhlenbrock Zamora e Ivan Norambuena Farías, Alberto Cardemil Herrera y Edgardo Riveros Marín.


Asistieron también a las sesiones los Diputados señora Isabel Allende Bussi y señor Eduardo Díaz del Río.


(Fdo.): EUGENIO FOSTER MORENO, Secretario”.

6.
Moción del diputado señor Errázuriz.


Exige firma de ambos padres para girar sobre libreta de ahorro de hijos. (boletín 3876-18)

“Considerando:

1)
Que siendo el padre quien tiene la patria potestad del hijo y, por tanto, la administración de sus bienes, mientras el hijo no cumpla la mayoría de edad su padre puede disponer libremente de los bienes de propiedad del hijo, incluyendo la facultad de girar sobre libretas de ahorro a nombre del menor;

2)
Que a veces la madre abre una libreta de ahorro al hijo y cuando el padre lo sabe, gira los dineros depositados en ella;

3)
Que se hace necesario que cuando vivan ambos padres, aunque estén separados, divorciados o anulados, que ambos autoricen girar sobre los dineros depositados en cuentas de ahorro, depósitos o, en general, dineros a nombre del hijo común, vengo en presentar el siguiente

PROYECTO DE LEY


ARTÍCULO ÚNICO: Para girar sobre libretas de ahorro o dineros depositados a nombre de un menor de edad en un banco o cualquier institución financiera, será necesaria la autorización de ambos padres o de uno de ellos si el otro no estuviese vivo.

7.
Moción de los diputados señores Errázuriz e Hidalgo.


Afecta producto de venta de bienes al fin que indica. (boletín N° 3869-07)

“Considerando:

1)
Que muchos deudores, trátese de persona naturales o jurídicas, demandados por sus acreedores por sus ex trabajadores, cuando durante la tramitación del juicio se dan cuenta de que van a ser condenados, transfieren sus bienes, de modo que la sentencia condenatoria se transforma en una sentencia de papel, pues ni siquiera se le puede privar de libertad ya que no existe la prisión por deuda;

2)
Que resulta injusto que un deudor, persona jurídica, por ejemplo, pueda transferir bienes incluso al propio dueño de la empresa para burlar a sus acreedores;

3)
Que no se puede impedir la enajenación de bienes por cuanto se afecta el derecho de propiedad, salvo que como medida prejudicial precautoria se afecte ciertos bienes al cumplimiento de la eventual sentencia condenatoria, lo que no siempre se pide;

4)
Que es de toda justicia que, sin perjuicio de la acción Pauliana o revocatoria, el producto de la venta de los bienes de una persona demandada, quede afecta, hasta por el monto de la demanda, al cumplimiento de la eventual condena, vengo en proponer el siguiente

PROYECTO DE LEY


Artículo único: Toda persona demandada que transfiera bienes a título oneroso con posterioridad a la notificación de la demanda, no podrá disponer del producto de la venta, hasta por el monto de la demanda, hasta que se dicte sentencia y definitiva ésta quede ejecutoriada. En tal evento, si la sentencia es absolutoria, la afectación quedará sin efecto por el solo ministerio de la ley. Lo anterior, sin perjuicio de la acción Pauliana que le corresponde al acreedor.

8.
Moción del diputado señor Patricio Walker Prieto.


Proyecto de ley para establecer como agravante el hecho de actuar en represalia a denuncias delictuales. (boletín 3874-07)

FUNDAMENTOS

1°
El artículo 6° del Código Procesal Penal establece que el Ministerio Público estará obligado a velar por la protección de la víctima del delito en todas las etapas del procedimiento penal. Esta idea se concreta con la obligación establecida para los fiscales en el artículo 78 letra b) del mismo cuerpo legal, según el cual será su deber durante todo el procedimiento ordenar por sí mismos o solicitar al tribunal, en su caso, las medidas destinadas a la protección de la víctima y su familia frente a probables hostigamientos, amenazas o atentados.

2°
No obstante las medidas de protección aludidas son eficaces, el problema se presenta una vez que ha terminado un proceso penal, ya que las víctimas muchas veces deben enfrentar represalias de parte de los familiares, amigos o cómplices del delincuente denunciado, situación que es más grave cuando éste es sobreseído.


Por lo anterior, es necesario establecer como agravante en la comisión de delitos, la actuación que responda a una represalia frente a la participación de una persona en una investigación o proceso penal, de manera de dar seguridad a las personas que el sistema procesal les garantizará su bienestar y el de sus familias, y consecuencialmente, fomentar la denuncia de ilícitos a la justicia. 


En virtud de los antecedentes expuestos, vengo en presentar el siguiente 

PROYECTO DE LEY


Modifíquese el Código Penal en el siguiente sentido:


En el artículo 12, agréguese como nuevo numeral 21 el siguiente:


“Cometer el delito como represalia a la denuncia de la comisión de un delito efectuada por la víctima, o a su participación como testigo, o de cualquiera otra manera que haya contribuido o pudiese haber contribuido a la persecución de dicho delito. 


Esta agravante también se aplicará cuando el delito se haya cometido contra el cónyuge, parientes consanguíneos en toda la línea recta y en la colateral hasta el cuarto grado inclusive, afines en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive, de alguna persona que se encuentre en los supuestos señalados en el párrafo anterior.”

9.
Moción de las diputadas señoras Ximena Vidal y Alejandra Sepúlveda, y de los señores Araya, González, Jarpa y Olivares.


Regula los parques de entretención y establece responsabilidad por los defectos y negligencias en su operación. (boletín N° 3877-06)

1.
Fundamentos de la iniciativa legal.


La actividad de la entretención en general, comprende aquello que las personas realizan durante su tiempo libre con fines de distracción y esparcimiento, encontrando en éstos una mayor distensión física y espiritual a los requerimientos, obligaciones y expectativas que la sociedad contemporánea plantea. Estas conductas y actividades que se realizan, muchas veces están sujetas a una supervisión o a una autorización directa de la autoridad, la que en atención a la naturaleza del acto, evento, o circunstancia de carácter masivo, dispone de sus medios para atender y hacer frente al riesgo inherente de las actividades de la entretención, que en su quehacer, puedan hacer derivar en accidentes a quienes disfrutan de ellas.


Dentro del negocio de la entretención infantil es tradicional en Chile que, desde hace ya varias décadas, éste se componga en diversos sectores del país por los parques de entretención llamados juegos infantiles mecánicos, los que en compañía de un circo o de una feria de variedades, componen una alternativa de esparcimiento en los distintos estratos de la nuestra sociedad.


Dichos juegos infantiles mecánicos, en su conjunto, están hechos de grandes estructuras metálicas que poseen al mismo tiempo motores, cadenas, y ensamblajes destinados a configurar un gran mecanismo, que bajo la mirada de un trabajador es encendido en ciclos de tiempo alterno, posibilitando su uso con los mencionados fines.


Un ejercicio empresarial, que suponga un conjunto de factores técnicos y humanos para su implementación, y una actividad generada con los elementos mencionados que sea un actuar de impronta económica en el mercado de la entretención, no debe escapar en ningún caso a la regulación y evaluación de los órganos correspondientes, máxime si esta actividad económica genera riesgos e imponderables que puedan configurar situaciones dañosas en las personas.


En este sentido, los parques de entretención infantiles que contemplan juegos mecánicos son sectores vulnerables y de mayor exposición al riesgo, por lo que sin una regulación acorde de esta actividad, que conjugue el interés público de seguridad de los asistentes a estos sectores de esparcimiento, con los intereses privados de la actividad, posibilitará en el desenvolvimiento de la misma, una mayor y más segura relación del público con este sector.


Mucho de lo que hoy se denomina parques de entretención infantiles, tuvieron su origen y desarrollo de manera itinerante, a través del país por empresas de carácter familiar, que recorrían ciudades y pueblos llevando su infraestructura en un incesante armar y desarmar, con medidas de seguridad precarias o inexistentes. Esto, hace que la naturaleza y relación de la actividad con una situación de riesgo sea evidente, necesitándose para esto una regulación que exija, actualice, y por sobre todo, cautele las necesidades de seguridad de las personas, y por tanto del funcionamiento de este operar.

2.
Estado actual y deficiencia de la legislación aplicable.


En el desarrollo de las actividades que en rigor importen algún riesgo, la regulación legal y reglamentaria tiene que dar cuenta de la situación que ese riesgo ocasiona, dado que el agente que potencialmente se expone a la ocasión de daño, en este caso la persona natural o jurídica propietaria de los juegos infantiles mecánicos es quien inexorablemente tiene un deber de conducta con una mayor exigibilidad en la toma de recaudos y precauciones.


A este respecto, en nuestro país no ha existido legislación que regule la actividad de los parques de entretención infantiles con juegos mecánicos. La normativa que exiguamente ha incidido en el actuar de estas empresas ha sido de carácter eminentemente administrativo en lo particular, desde el ámbito municipal. Nos encontramos pues, ante un escenario en que el ejercicio de una acción riesgosa, no encuentra su correlato jurídico ni una correspondencia en el actuar legislativo, acentuando un grado de responsabilidad mayor en los tenedores de estas empresas y máquinas de juegos mecánicas.


A mayor riesgo, mayor responsabilidad, pues resulta lógico que quien realiza una actividad riesgosa de la cual obtiene un lucro o una legítima ganancia, debe ser responsable jurídicamente de los daños que en el ejercicio de esa actividad cause.

3.
Necesidad de establecer un marco normativo aplicable a las actividades de los parques de entretención.


Nuestro sistema de responsabilidad civil por los daños, es un sistema de responsabilidad por culpa o de responsabilidad, subjetiva, lo que equivale a decir, que la culpa o dolo del agente es necesaria para que se configure la responsabilidad civil, y con ello nazca la obligación de indemnizar a la víctima de dicho daño. Frente a esta regla general, vigente en nuestro país en los artículos 2314 a 2334 del Código Civil, se encuentra alguna legislación que constituye una excepción la que se ha denominado responsabilidad objetiva o por riesgo, y además en las presunciones de culpa como variante de la responsabilidad subjetiva.


Estas tendencias modernizadoras de la responsabilidad civil encuentran su fundamento en pequeñas acentuaciones en cuanto a facilitar el nacimiento de obligación indemnizatoria, y a generar una suerte de compromiso del agente que puede provocar el daño en aquellos casos en que éste ejerce actividades emparentadas con un algún grado mayor de riesgo.


En los supuestos de acción sobre los que operan los parques de entretención infantiles, sin duda cabe resaltar que no siendo ellos una fuente frecuente y estadísticamente regular de accidentalidad, las precarias condiciones en que muchos de ellos trabajan, el riesgo que tienen consigo juegos de entretención tales como autos, pequeños cubículos en suspensión que cuelgan de un eje a través de un sistema de cadenas, o simplemente una montaña rusa, son a nuestro juicio instancias y oportunidades en las que hay una exposición al riesgo bastante mayor que en otras actividades de entretención.


Una actividad riesgosa es una actividad potencialmente dañosa, y en un examen de los bienes jurídicos a los cuales ésta pueda afectar, tales como la vida o la integridad física de las personas y en último término, al patrimonio de dichas personas y mas indirectamente al del Estado, se hace prudente, justificado y ecuánime una adecuación especial de la legislación en tal sentido, dando cuenta de la especial naturaleza de la actividad, y poniendo al alcance de las víctimas, un sistema en el cual la construcción de la responsabilidad civil sea procesal y civilmente menos dificultoso que la muchas veces engorrosa prueba de la negligencia o del dolo.

4.
Descripción del sistema de responsabilidad propuesto en esta iniciativa.


En el proyecto se ha establecido una modalidad de responsabilidad civil extra contractual por culpa, en la cual, el elemento subjetivo es presumido en su existencia, tan sólo con la ocurrencia del daño. Esto, por la particular naturaleza de riesgo que esta actividad presenta (conocido como riesgo provecho), el que está basado en el supuesto de que quien desarrolla una actividad de naturaleza riesgosa que le reporta un legítimo lucro, debe hacerse responsable de los daños que con ocasión del ejercicio de dicha actividad se causaren en las personas.

5.
Contenido formal del Proyecto de Ley.


Consta esta iniciativa de cinco artículos, en los que se conceptualiza a los parques de entretención infantiles, haciéndose la distinción entre permanentes e itinerantes. Los elementos de los cuales está formado este concepto son la conjunción de medios humanos y técnicos que sirven de fuente al origen del daño, también compone dicho concepto los juegos mecánicos, la, energía bajo la cual operan, y el control humano al que deben estar sujetos. Se establece además, el deber de inspección por parte de los órganos correspondientes de los Municipios, en cuanto a autorizar previamente e inspeccionar los espacios en los cuales funcionarán dichos parques, como además la aptitud y estado de los juegos mecánicos para el desarrollo de su cometido.


Debe aludirse además a la exigencia del artículo tres del proyecto de una caseta asistencial de emergencia que contenga elementos mínimos de primeros auxilios, que proporcione una ayuda rápida e inmediata a las víctimas de algún accidente en los primeros momentos de éste, en los cuales una asistencia por exigua que sea, puede hacer una diferencia sustancial en el transcurso de los hechos y de sus consecuencias.


Estimamos hacer aplicables, en lo que sea concerniente, las normas contenidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, en especial las que estén contenidas en los Títulos 4 y 5 de de dicha Ordenanza por la aproximación temática que poseen con el tema de la iniciativa, y porque establecen mínimos de seguridad necesarios para cualquier emplazamiento al que concurran personas en cantidades importantes.


Por consiguiente, y con el mérito de los antecedentes expuestos, vengo en someter a la consideración de esta H. Corporación, para ser tratada en la actual Legislatura Ordinaria de sesiones del H. Congreso Nacional, el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


Artículo 1º. Los parques de entretención infantiles, son un conjunto de medios técnicos y humanos mediante los cuales se ejercen actividades de entretención y esparcimiento por medio de juegos de funcionamiento o tracción mecánica e impulsados por energía eléctrica u otra debidamente especificada, cuya dirección y operatividad depende de un control humano presente y cuya instalación en espacios públicos o privados sea debidamente autorizada por la autoridad competente.


Se dividen en permanentes e itinerantes.


Son permanentes, aquellos cuyo traslado no forma parte esencial de su actividad y que ejercen su actividad en un mismo espacio físico por un período no inferior a un año.


Son itinerantes aquellos cuyo traslado forme parte esencial de su actividad, y cuya estadía en un mismo espacio físico, sea inferior a un año.


Artículo 2º. Los espacios públicos o privados que fueren utilizados por los parques de entretención infantiles, serán previamente autorizados e inspeccionados, por la autoridad respectiva cada uno en lo tocante a sus facultades.


En el caso de los parques de entretención itinerantes, dicha autorización no será extendida si no presentase una póliza de seguro de daños a terceros.


Artículo 3º. Los parques de entretención infantiles para su funcionamiento deberán contar con una caseta asistencial de emergencia, la cual contendrá un equipamiento de primeros auxilios con todo lo necesario para otorgar la debida atención en caso de accidente, y para socorrer a los concurrentes a dichos parques en caso de cualquier alteración trastorno o conmoción que se generare.


Corresponderá a la autoridad Sanitaria Pública regular y acreditar la existencia, condiciones y calidad de dicho equipamiento y el número y calificación del personal a cargo.


Artículo 4º. Les será aplicable a los parques de entretención infantiles, en cuanto sea procedente, las normas de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, en especial, las contenidas en los Títulos 4 y 5 de dicho cuerpo normativo.


Artículo 5º. Los dueños de los parques de entretención infantiles serán responsables de todo daño causado por las fallas o defectos de funcionamiento de los juegos que lo componen y de sus instalaciones y, los que provengan de la negligencia inexcusable de quienes los operen.


Podrá exonerarse de culpa el responsable de los daños, en cuanto pruebe haber dado cumplimiento a todas las normas legales y reglamentarias de prevención y seguridad que para el caso le sean aplicables, y en tanto la víctima o en quien recayere su cuidado, no la haya expuesto imprudentemente a la ocasión del daño.


Con todo, para efectos de fijar el monto de la indemnización, el juez atenderá a las circunstancias del caso y a la gravedad de los hechos.

-o-



















PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.
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